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AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN QUE 

POR TURNO CORRESPONDA 

  

  

Don Jesús Candel Fábregas, en representación de la Asociación JUSTICIA POR 

LA SANIDAD, la cual ostenta con arreglo al artículo 19.a) de sus Estatutos, con C.I.F. G-

19.632.363, con domicilio a efectos de notificaciones en la calle Melilla, 2, Polígono 

Industrial Navegran, en la localidad de Peligros (Granada), ante el Juzgado comparece y, 

como mejor en Derecho proceda, presenta la siguiente: 

 DENUNCIA 

 

 Por la probable y posible comisión de los DELITOS siguientes: Prevaricación 

continuada (Art. 404) y Nombramientos ilegales (Art. 405). 

 Así como cualquier otro delito que aparezca en el transcurso de la investigación 

de los hechos que se denuncian, y contra quienes resulten responsables de ellos a lo 

largo de la misma. 

Y respecto a las siguientes PERSONAS FÍSICAS que a continuación se indican: 

 

I - DENUNCIADOS 
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MONTERO CUADRADO, MARÍA JESUS, actual Consejera de Hacienda y 

Administraciones Públicas de la Junta de Andalucía y antigua Consejera de Salud, con 

domicilio profesional en C/ Juan Antonio de Vizarrón, s/n, Edificio Torretriana, Isla de la 

Cartuja, Sevilla. 

SÁNCHEZ RUBIO, MARÍA JOSÉ, actual Consejera de Igualdad y Políticas 

Sociales de la Junta de Andalucía y anterior Consejera de Igualdad, Salud y Políticas 

Sociales, con domicilio profesional en Avda. de Hytasa, nº 14, Sevilla. 

ALONSO MIRANDA, AQUILINO, anterior Consejero de Salud de la Junta de 

Andalucía y actual Director Gerente de la Agencia Andaluza de Energía, con domicilio 

profesional en C/ Isaac Newton, nº 6, Isla de la Cartuja, Sevilla.  

ÁLVAREZ BENITO, MARINA, actual Consejera de Salud de la Junta de 

Andalucía, con domicilio en Avda. de la Innovación s/n, Edificio Arena 1, Sevilla. 

CASTRO ÁLVAREZ, JUAN CARLOS, anterior Director Gerente del Servicio 

Andaluz de Salud, con domicilio actual no conocido por la denunciante. 

GUTIÉRREZ PÉREZ, JOSÉ LUIS, antiguo Director Gerente del Servicio 

Andaluz de Salud, con domicilio profesional en Avda. Doctor Fedriani, s/n, Sevilla 

(Facultad de Odontología) 

ARANDA LARA, JOSÉ MANUEL, anterior Director Gerente del Servicio 

Andaluz de Salud, con domicilio actual no conocido por la denunciante. 

BURGOS RODRÍGUEZ, RAFAEL, antiguo Director General de Personal y 

Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud y actual Director de la “línea de 

actividad IAVANTE” de la Fundación Progreso y Salud, con domicilio profesional en 

Calle Américo Vespucio, 5, Bloque 2, Sevilla. 

GÓMEZ GONZÁLEZ, CELIA, Directora General de Profesionales del Servicio 

Andaluz de Salud, con domicilio profesional en Avda. de la Constitución, 18, Sevilla.  

 

Así como contra cualesquiera otros que hayan cooperado o colaborado en la 

comisión de los presuntos delitos que seguidamente se expondrán, o hayan encubierto 

los mismos. En particular, los miembros de los equipos de dirección del Servicio 

Andaluz de Salud y de sus Instituciones Sanitarias, así como los componentes de los 
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patronatos y equipos directivos de las Fundaciones y Empresas Públicas a ellos 

vinculadas, que hayan participado, instigado o encubierto los hechos. 

 

Cada uno de ellos como autores, instigadores o encubridores, de los hechos que se 

describen a continuación en la presente denuncia y en la documentación que se acompaña, 

y que pueden ser presuntamente constitutivos de los delitos que se tipifican con respecto a 

ellos.  

La denunciante considera que los hechos que se relatarán son de una gravedad 

extrema al apuntar indiciariamente a la comisión de importantes delitos por parte de 

los denunciados, por tratarse de personas que ostenta o han ostentado importantes 

responsabilidades públicas.  

 

II - DELITOS DENUNCIADOS  

 

Sin perjuicio de ulterior calificación jurídica una vez investigados los hechos, las conductas 

que se describirán podrían ser constitutivas de los siguientes delitos con respecto a cada uno de los 

denunciados: 

  

 1º) PREVARICACIÓN ADMINISTRATIVA del Artículo 404 

del Código Penal que dispone: “A la autoridad o funcionario público que, a sabiendas de 

su injusticia, dictare una resolución arbitraria en un asunto administrativo se le castigará 

con la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de siete a 

diez años”. 

 Por las siguientes actuaciones: 

 1.1. LA SELECCIÓN Y NOMBRAMIENTO DEL PERSONAL DIRECTIVO DE 

LAS INSTITUCIONES SANITARIAS PÚBLICAS DE ANDALUCÍA 

 En el caso de los Consejeros de Salud MONTERO CUADRADO, SÁNCHEZ 

RUBIO, ALONSO MIRANDA y ÁLVAREZ BENITO por el DELITO de 

PREVARICACIÓN CONTINUADA consistente en DISEÑAR y APROBAR, mediante 

el DECRETO 75/2007 (en el caso de MONTERO CUADRADO) y MANTENER (en el 
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caso de todos) DURANTE MÁS DE DIEZ AÑOS UN SISTEMA DE PROVISIÓN DE 

PUESTOS DIRECTIVOS EN EL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD, el “Registro de 

personas candidatas consideradas idóneas para desempeñar los puestos directivos de los 

centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud”, que ha impedido de facto el acceso a 

dichos puestos a toda persona ajena a su círculo de confianza, y lo han mantenido, 

presuntamente, a SABIENDAS DE SU INJUSTICIA Y ARBITRARIEDAD.  

 En dicha puesta en marcha y mantenimiento han intervenido, igualmente y 

presuntamente a sabiendas de su injusticia y arbitrariedad el resto de los denunciados: 

CASTRO ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA como Directores 

Gerentes del Servicio Andaluz de Salud a lo largo de estos años, y BURGOS 

RODRÍGUEZ y GÓMEZ GONZÁLEZ como Directores Generales artífices de las 

resoluciones (la de 3 de abril de 2007 y 6 de octubre de 2016) que aprobaron la regulación 

del Registro y como responsables directos de dicho Registro y de la elección de todos y 

cada uno de los directivos, junto con los Directores Gerentes citados. 

 La actuación de los denunciados constituye un ejemplo paradigmático de como la 

posición de superioridad que proporciona el ejercicio del poder público se utiliza para 

imponer arbitrariamente el mero capricho de la autoridad, en un injustificado ejercicio de 

abuso de poder. 

 

 1.2. EN LA CREACIÓN DE FACTO Y EN EL MANTENIMIENTO AL 

MARGEN DE LA LEGALIDAD DE LAS “UNIDADES DE GESTIÓN CLÍNICA” EN 

ATENCIÓN ESPECIALIZADA 

  En el caso de los Consejeros MONTERO CUADRADO, SÁNCHEZ RUBIO, 

ALONSO MIRANDA y ÁLVAREZ BENITO y los Directores Gerentes del Servicio 

Andaluz de Salud CASTRO ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA 

por el DELITO de PREVARICACIÓN CONTINUADA consistente en DISEÑAR, 

IMPLEMENTAR y MANTENER LAS UNIDADES DE GESTIÓN CLÍNICA EN 

ATENCIÓN ESPECIALIZADA a SABIENDAS de que se estaba vulnerando la 

legalidad vigente, y de FORMA ARBITRARIA, porque así se infiere perfectamente del 

relato fáctico que se hará a continuación, y en el que queda claro que así lo han hecho 

saber una y otra vez los jueces y magistrados de lo Contencioso Administrativo a los 

denunciados, que, además, han ido buscando la forma de revestir sus actuaciones con la 
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apariencia de legalidad, incluso haciendo declaraciones públicas que llevasen a los demás a 

dudar de su mala fe.  

 1.3. EN LAS CONVOCATORIAS DE PUESTOS DE DIRECCIÓN DE LAS 

“UNIDADES DE GESTIÓN CLÍNICA” DE ATENCIÓN ESPECIALIZADA 

(HOSPITALARIAS, INTERCENTROS, INTERNIVELES, PROVINCIALES, ETC.)  

 En el caso de los Directores Gerentes del Servicio Andaluz de Salud CASTRO 

ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA, por el DELITO de 

PREVARICACIÓN CONTINUADA consistente en la convocatoria de cientos de 

puestos de inexistentes Direcciones de “Unidades de Gestión Clínica” de Atención 

Especializada –en ausencia de regulación legal- durante estos diez últimos años (de forma 

directa o indirecta mediante la utilización de los Directores Gerentes de las instituciones 

hospitalarias como firmantes de las convocatorias) además de GÓMEZ GONZÁLEZ, 

como Directora General de Profesionales que viene firmando dichas convocatorias desde 

2016. Todos ellos presuntamente a SABIENDAS de que se estaba vulnerando la 

legalidad vigente, y de FORMA ARBITRARIA, porque así se infiere perfectamente del 

relato fáctico que se hará a continuación, y en el que queda claro que así lo han hecho 

saber una y otra vez los jueces y magistrados de lo Contencioso Administrativo a los 

denunciados. 

 Por los motivos que se expondrán más adelante, se aprecia por parte de los 

denunciados una conducta dolosa y especialmente contumaz, mantenida de forma 

reiterada y persistente a lo largo del tiempo, lo cual queda demostrado con el empeño en 

no cumplir el ordenamiento jurídico a pesar de las numerosas resoluciones judiciales 

de los Juzgados y Tribunal Superior de Justicia de Andalucía anulando, con idénticos 

fundamentos de derecho, numerosas actos de convocatorias a lo largo de los años, de 

forma que dicha conducta dolosa y contumaz de incumplimiento legal reiterado alcanza el 

contenido de injusto propio del Derecho penal. 

 La irrazonable, burda, grosera e injusta conducta contumaz de los 

denunciados contiene un plus de malicia o intencionalidad al separarse de los 

numerosos pronunciamientos judiciales, actuación que merece el debido reproche penal. 

No olvidemos que una deficiente organización y gestión de los recursos humanos y 

materiales en la Sanidad pública ponen en riesgo la efectividad de los derechos y la 

consecución del nivel elevado de protección de la salud de todos los usuarios del 

Sistema Nacional de Salud (SNS) en Andalucía, y que es exigido por nuestro 
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ordenamiento jurídico internacional, estatal y autonómico: art. 35 de la Carta de los 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea; arts. 43 y 51 del Constitución; art. 22 del 

Estatuto de Autonomía de Andalucía; Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad; 

Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud;  Ley 

2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía, entre otras muchas normas. 

 Por ello, los principios constitucionales de igualdad, mérito, capacidad, 

publicidad y seguridad jurídica no sólo deben informar y orientar el ordenamiento 

jurídico sanitario -el interés general último perseguido es la salud de los ciudadanos-, 

sino que los poderes públicos, incluido el judicial, deben poner un énfasis especial en 

el estricto cumplimiento de dichos principios por parte de los responsables de las 

instituciones sanitarias en sus actuaciones, a fin de no poner en riesgo la atención 

sanitaria a los usuarios del SNS. 

 

 1.4. EN LAS CONVOCATORIAS DE PUESTOS DE MANDOS 

INTERMEDIOS DE TODO TIPO POR INCLUIR EN LAS BASES DE LA 

CONVOCATORIA LA POSIBILIDAD DE QUE PUEDAN OPTAR A DICHOS 

PUESTOS EL PERSONAL QUE NO ES ESTATUTARIO, FUNCIONARIO NI 

LABORAL FIJO DEL SERVICIO NACIONAL DE SALUD (ADMITIENDO LA 

PRESENTACIÓN DE PERSONAL INTERINO Y DE FUNCIONARIOS DOCENTES) 

 

 En el caso de los Consejeros MONTERO CUADRADO, SÁNCHEZ RUBIO, 

ALONSO MIRANDA y ÁLVAREZ BENITO y los Directores Gerentes del Servicio 

Andaluz de Salud CASTRO ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA , 

de forma directa o indirecta mediante la utilización de los Directores Gerentes de las 

instituciones hospitalarias como firmantes de las convocatorias, además de GÓMEZ 

GONZÁLEZ, como Directora General de Profesionales que viene firmando algunas de 

esas convocatorias desde 2016, por el DELITO de PREVARICACIÓN CONTINUADA 

consistente en la convocatoria de cientos de puestos de MANDOS INTERMEDIOS en las 

que se permitió en los primeros años (después del Decreto 75/ 2007) la participación de 

cualquier tipo de personal (incluso proveniente de la actividad privada o sin ningún tipo de 

experiencia laboral previa), y después de la prohibición expresa del Tribunal Supremo en 

2012 se sigue permitiendo la participación de personal externo al Servicio Nacional de 
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Salud (interinos y funcionarios docentes). Todos ellos presuntamente a SABIENDAS de 

que se estaba vulnerando la legalidad vigente, y de FORMA ARBITRARIA, porque 

así se infiere perfectamente del relato fáctico que se hará a continuación, y en el que queda 

claro que así lo han hecho saber una y otra vez los jueces y magistrados de lo Contencioso 

Administrativo a los denunciados. 

 Al igual que en el apartado interior, se debe insistir en la apreciación por parte de 

los denunciados una conducta dolosa y especialmente contumaz por hacerlo de forma 

reiterada y persistente a lo largo del tiempo, en contra de los numerosos pronunciamientos 

judiciales, que alcanza el contenido de injusto propio del Derecho penal. 

 

 1.5. EN LAS CONVOCATORIAS DE PUESTOS DE DIRECCIÓN DE LAS 

UNIDADES DE GESTIÓN CLÍNICA DE ATENCIÓN PRIMARIA Y SALUD 

MENTAL POR INCLUIR EN LAS BASES DE LA CONVOCATORIA LA 

POSIBILIDAD DE QUE PUEDAN OPTAR A DICHOS PUESTOS LOS 

DIPLOMADOS (ACTUALMENTE GRADO) EN ENFERMERIA 

  

 En el caso de los Consejeros MONTERO CUADRADO, SÁNCHEZ RUBIO, 

ALONSO MIRANDA y ÁLVAREZ BENITO y los Directores Gerentes del Servicio 

Andaluz de Salud CASTRO ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA, 

además, de GÓMEZ GONZÁLEZ, como Directora General de Profesionales que viene 

firmando algunas de esas convocatorias desde 2016, por el DELITO de 

PREVARICACIÓN CONTINUADA por PERMITIR EN LA NORMATIVA 

DICTADA y en las CONVOCATORIAS REALIZADAS (de forma directa o indirecta 

mediante la utilización de los Directores Gerentes de las instituciones hospitalarias como 

firmantes de las convocatorias) la participación de personal de enfermería para plazas que 

implican dirigir y evaluar a personal facultativo. Todos ellos presuntamente a 

SABIENDAS de que se estaba vulnerando la legalidad vigente, y de FORMA 

ARBITRARIA, porque así se infiere perfectamente del relato fáctico que se hará a 

continuación, y en el que queda claro que así lo han hecho saber una y otra vez los jueces y 

magistrados de lo Contencioso Administrativo a los denunciados. 

 De nuevo debe insistirse en la apreciación por parte de los denunciados de una 

conducta dolosa y especialmente contumaz por hacerlo de forma reiterada y persistente a 
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lo largo del tiempo, en contra de los numerosos pronunciamientos judiciales, que alcanza 

el contenido de injusto propio del Derecho penal. 

 Al hilo de lo expuesto resulta apropiado recordar aquí la jurisprudencia de Sala 

Segunda del Tribunal Supremo sobre el delito de prevaricación administrativa, por su 

evidente aplicación a los hechos que se explicitarán a lo largo de la presente denuncia, y 

que resume muy adecuadamente la Sentencia del Tribunal Supremo nº 340/2012 de 30 

abril “Como declara la STS 363/2006, de 28 de marzo, recordando entre otras, la de 4 de 

diciembre de 2.003, el delito de prevaricación tutela el correcto ejercicio de la función 

pública de acuerdo con los principios constitucionales que orientan su actuación. Garantiza 

el debido respeto, en el ámbito de la función pública, al principio de legalidad como 

fundamento básico de un Estado social y democrático de Derecho, frente a ilegalidades 

severas y dolosas, respetando coetáneamente el principio de última ratio en la intervención 

del ordenamiento penal ( Sentencias de 21 de diciembre de 1999 y 12 de diciembre de 

2001, entre otras)”.  

 Es por eso, como en esa misma sentencia se afirma, que no se trata de sustituir a la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa, en su labor de control de la legalidad de la 

actuación de la Administración Pública, por la jurisdicción penal a través del delito de 

prevaricación, sino de sancionar supuestos límite, en los que la actuación 

administrativa no sólo es ilegal, sino además injusta y arbitraria. 

 La acción consiste en dictar una resolución arbitraria en un asunto administrativo. 

Ello implica, sin duda, su contradicción con el derecho, que puede manifestarse, según 

reiterada jurisprudencia, bien porque se haya dictado sin tener notoriamente la 

competencia legalmente exigida, bien porque el fondo de la resolución administrativa 

contravenga lo dispuesto en la legislación vigente o suponga una desviación de poder (STS 

727/2000, de 23 de octubre), o en palabras de otras sentencias, puede venir determinada 

por diversas causas y entre ellas se citan: la total ausencia de fundamento; si de forma 

patente y clamorosa desbordan la legalidad; si existe patente y abierta contradicción con el 

ordenamiento jurídico y desprecio de los intereses generales (STS 2340/2001, de 10 de 

diciembre y STS 76/2002, de 25 de enero). 

 Además, entiende la denunciante que estaríamos ante varios delitos continuados 

de prevaricación, puesto que los denunciados y quienes con ellos hayan colaborado, 

aprovechando idénticas ocasiones o en ejecución de un plan preconcebido, han infringido, 

presuntamente, el mismo precepto penal a lo largo de más de una década. Y que, en 
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consecuencia, podría ser de aplicación el artículo 74 del Código Penal que establece que: 

“…el que, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión, realice 

una pluralidad de acciones u omisiones que ofendan a uno o varios sujetos e infrinjan el 

mismo precepto penal o preceptos de igual o semejante naturaleza, será castigado como 

autor de un delito o falta continuados con la pena señalada para la infracción más grave, 

que se impondrá en su mitad superior, pudiendo llegar hasta la mitad inferior de la pena 

superior en grado…” 

 Por último recordar, también, que el delito de prevaricación administrativa supone 

la infracción del deber de actuar conforme al ordenamiento público que se impone a 

toda autoridad o funcionario público. Por ello cuando se dicta una resolución 

prevaricadora se causa un daño demoledor en la ciudadanía, pues se lesiona gravemente 

la confianza de la ciudadanía en sus instituciones, lo que constituye la base del Estado 

de Derecho. Está claro que nada perjudica más a la credibilidad de las instituciones que 

ver que las autoridades o funcionarios de guardianes de la legalidad se convierten en sus 

vulneradores por el ejercicio arbitrario del poder. 

  

 2º) NOMBRAMIENTOS ILEGALES del Artículo 405 del Código 

Penal que dispone: “A la autoridad o funcionario público que, en el ejercicio de su 

competencia y a sabiendas de su ilegalidad, propusiere, nombrare o diere posesión para el 

ejercicio de un determinado cargo público a cualquier persona sin que concurran los 

requisitos legalmente establecidos para ello, se le castigará con las penas de multa de tres 

a ocho meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos 

años”. 

 Por las siguientes actuaciones: 

 En el caso de los Directores Gerentes del Servicio Andaluz de Salud CASTRO 

ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA, de forma directa o indirecta 

mediante la utilización de los Directores Gerentes de las instituciones hospitalarias como 

firmantes de dichos nombramientos por delegación, por el DELITO de 

NOMBRAMIENTO ILEGAL consistente en el nombramiento de cientos de personas en 

las que no concurrían los requisitos legalmente exigidos para desempeñar dichos puestos.  
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 De una parte, y para los puestos directivos del sistema sanitario público andaluz, 

por carecer los nombrados de la experiencia y/o los méritos, capacidad e idoneidad 

requerida para desempeñarlos. 

 De otra parte, en el caso de los cargos intermedios, por haber nombrado a personas 

que no reunían los requisitos por NO ser personal fijo perteneciente al Sistema Nacional de 

Salud (desde nombramientos de personas provenientes de empresas privadas o sin 

experiencia laboral previa hasta eventuales, interinos o funcionarios docentes). Y haber 

nombrado para la Dirección de las Unidades de Gestión Clínica a personal que no tenía la 

capacitación profesional necesaria para el desempeño de dichos puestos 

(Diplomados/Graduados en enfermería). 

 Todos estos nombramientos se han realizado presuntamente a SABIENDAS de que 

se estaba vulnerando la legalidad vigente, porque así se infiere perfectamente del relato 

fáctico que se hará a continuación, tanto para el caso del los nombramientos de directivos 

como para el caso de los nombramientos de mandos intermedios en los que así se lo han 

hecho saber una y otra vez los jueces y magistrados de lo Contencioso Administrativo. 

 También estos nombramientos han sido realizados por las personas denunciadas de 

forma recurrente, tanto de forma directa como por inducción o posterior encubrimiento, y 

en consecuencia se trataría igualmente de delitos continuados. 

De nuevo, pues, los que deberían ser los guardianes de la legalidad se convierten en 

sus vulneradores y lo hacen utilizando la publicidad y el plus de “verdad” que da el 

ejercicio de la autoridad. 
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II.  RELACIÓN CIRCUNSTANCIADA Y 
CONTEXTUALIZADA DE HECHOS QUE MOTIVAN LA 
INTERPOSICIÓN DE LA PRESENTE DENUNCIA 

 

-.PRIMERO.- 

 

1. Génesis y creación de un sistema que permite 

nombrar de manera caprichosa a los directivos y 

cargos intermedios de las Instituciones Sanitarias 

andaluzas y la sustitución de la forma de gestión en 

dichas instituciones 

 

 El día 16 de marzo de 2007 se publicó en el Boletín Oficial de la Junta de 

Andalucía (BOJA) el DECRETO 75/2007 de 13 de marzo, por el que se regula el 

sistema de provisión de puestos directivos y cargos intermedios de los centros sanitarios 

del Servicio Andaluz de Salud, que fue firmado por el Presidente de la Junta de Andalucía, 

CHAVES GONZÁLEZ, y cuya promotora fue la entonces Consejera de Salud: 

MONTERO CUADRADO. 

Con este decreto el Gobierno de la Junta de Andalucía implantó un NUEVO 

SISTEMA DE SELECCIÓN, tanto de los PUESTOS DIRECTIVOS como de 

CARGOS INTERMEDIOS de las áreas e instituciones sanitarias del Servicio 

Andaluz de Salud y sus centros sanitarios. 

La aprobación del Decreto 75/2007 fue el comienzo de una serie de actuaciones 

encaminadas a MANEJAR A SU ANTOJO O CAPRICHOSAMENTE el sistema de 

nombramientos de directivos y cargos intermedios del Sistema Sanitario Público Andaluz 

que permitió a los denunciados implantar una nueva forma de organización de la gestión 

sanitaria al margen de la legalidad vigente. 
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A partir del año 2007 los responsables de la Sanidad en Andalucía: MONTERO 

CUADRADO, SÁNCHEZ RUBIO, ALONSO MIRANDA y ÁLVAREZ BENITO, 

como titulares de la Consejería de Salud, CASTRO ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ 

y ARANDA LARA, como Directores Gerentes del Servicio Andaluz de Salud, BURGOS 

RODRÍGUEZ y GÓMEZ GONZÁLEZ, como Directores Generales en materia de 

personal, presuntamente, emitieron ordenes y resoluciones administrativas contrarias 

al ordenamiento jurídico, pero que cubrían sus actuaciones bajo una aparente legalidad. 

Utilizando para ello, de forma torticera, la capacidad normativa que la legislación 

atribuye a determinados órganos, autoridades y cargos públicos. 

Esta normativa ha servido para darles cobertura ad hoc durante estos años a sus 

actuaciones, y ha sido dispuesta de forma tal que los resultados de los actos administrativos 

dictados al amparo de dicha normativa han resultado casi imposible de atajar jurídicamente 

a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que se ha demostrado incapaz de 

poner coto a las reiteradas actuaciones manifiestamente ilegales y presuntamente delictivas 

de los denunciados. 

Para entender la incapacidad de esta Jurisdicción especializada para acabar con estas 

actuaciones de los denunciados hay que tener presente, en primer lugar, la enorme 

complejidad de la normativa administrativa, que abarca leyes, reglamentos, ordenes, 

resoluciones generales y particulares, pasando por el entramado de administraciones y 

órganos públicos existentes que tienen capacidad normativa (estatales, autonómicos, 

locales, etc.); y en segundo lugar, la gran importancia que tiene el principio de 

congruencia procesal, extremadamente riguroso en el orden Contencioso Administrativo, 

esto es, los órganos de lo contencioso administrativo están obligados a juzgar siempre 

dentro del límite de las pretensiones formuladas por las partes y exclusivamente con 

respecto a las alegaciones formuladas por las mismas para fundamentar el recurso, sin 

poder pronunciarse sobre ninguna otra cuestión no planteada, so pena de ver anulada su 

sentencia por incongruencia procesal. Ambas cuestiones, complican enormemente la tarea 

de los juzgadores y hacen casi imposible el control judicial sobre la actuación de órganos 

de las Administraciones, sobre todo, cuando dichos órganos tienen el firme propósito de 

saltarse la legalidad vigente de forma generalizada en su propio provecho. 

A lo anterior se le une, además, el hecho de que una vez que se ha emitido una 

Sentencia (con las limitaciones señaladas) la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

es de por sí sumamente ineficiente para atajar el problema de la falta de ejecución de 
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sus sentencias cuando los responsables de las Administraciones no tienen voluntad de 

ejecutarlas, como ponen de manifiestos varios estudios sobre el tema. 

Por ejemplo, el de Don Tomás González Cueto titulado: “De la ejecución de 

sentencias de condena a la administración a realizar una actividad o a dictar un acto” 

publicado en la revista jurídica de Castilla y León. nº 26. Enero 2012, en el que afirma lo 

siguiente: 

“…y cuando hablamos ya de la ejecución de sentencias en el orden contencioso-administrativo 
los problemas crecen. Y crecen porque la intervención de la administración suele ser un 
elemento esencial e indispensable de esa ejecución.  
No quiero decir que en la mayor parte de casos la administración incumpla o cumpla mal. No, 
la realidad es la contraria, en la mayor parte de los casos la administración cumple con sus 
obligaciones relacionadas con la ejecución de las sentencias razonablemente bien. Sin 
embargo, eso debería ocurrir absolutamente siempre y no es así. Las administraciones que se 
superponen en el territorio español, con más frecuencia de la deseable, actúan torpe o 
dolosamente en contra de los pronunciamientos judiciales que les afectan.  
Parece algo ilógico —y sin duda lo es—, pero a veces la mera inactividad o la oposición 
informal a la ejecución y el incumplimiento disimulado por parte de esos entes que sirven (o 
dicen servir) con objetividad los intereses generales y deben actuar de acuerdo con los 
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con 
sometimiento pleno a la ley y al derecho, resulta insoportable. Bien es verdad que incluso 
estos entes aparentemente benéficos, de acuerdo con la previsión constitucional, se encuentran 
formados por personas que ocupan sus órganos y que en demasiadas ocasiones se convierten 
en verdaderas máquinas de impedir que los ciudadanos puedan ejercer libre y correctamente 
sus derechos, de impedir que las sentencias de los tribunales se cumplan con prontitud y en sus 
propios términos.  
No ha llegado el tiempo aún en que muchos nos dejemos de asombrar por la desidia 
administrativa o, lo que es peor, por la mala fe con que en ocasiones actúan administraciones 
de todo tamaño. aún nos seguimos asombrando cuando comprobamos que la administración 
no cumple lo ordenado en sentencia, es decir, cuando la administración incumple las reglas 
del juego más elementales diseñadas en nuestra constitución.  
La ley ofrece soluciones, pero los mecanismos para su aplicación son lentos y esa lentitud 
convierte en ocasiones las resoluciones judiciales más perfectas en verdaderas injusticias en 
su aplicación práctica. los jueces y tribunales tampoco se han distinguido por el énfasis con 
que persiguen la correcta ejecución de lo resuelto. Parece como si nos encontráramos ante 
una materia menor de la jurisdicción en la mente judicial. Y no es así, de nada vale que el juez 
haya alcanzado una resolución fundada en derecho que dé solución al caso concreto —y que 
incluso en ocasiones haya acertado— si después esa resolución permanece en el limbo de las 
soluciones justas y es aplicada efectivamente meses, incluso años después. La más equilibrada 
de las sentencias habrá devenido en un acto injusto que, en lugar de generar confianza en la 
justicia, producirá desconfianza, hastío y crítica en los ciudadanos.” 

 

 O este otro estudio realizado por Don Jorge Pérez Alonso, publicado en la web del 

Instituto Nacional de la la Administración pública, titulado: “La ineficacia del sistema de 

ejecución de sentencias en lo contencioso-administrativo: reflexiones a raíz de la 

legislación, la jurisprudencia. La realidad cotidiana: ejemplos prácticos de modelos de 

“inejecución” de sentencias”), en que el autor expresa sobre el problema: 
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“Sólo haciendo gala de una generosidad o un esfuerzo imaginativo sin límites puede 
hablarse de ejecución de sentencias en el ámbito contencioso-administrativo, sobre todo si 
se compara la extensa y detallada regulación contenida en la Ley 1/2000 de 
Enjuiciamiento Civil con los escuetos, rácanos y muy deficientes diez artículos que la Ley 
29/1998 de 13 de julio dice dedicar a la materia. […] 
En efecto, la normativa existente se basa en la falsa presunción de que la Administración 
cumplirá voluntariamente la sentencia y que, en caso de no hacerlo, una simple 
admonición del juez quebraría esa resistencia, igual que en tiempos pasados un niño o un 
adolescente se inclinarían sumisos ante la reprimenda de sus mayores. Así lo entiende el 
magistrado Eduardo Paricio Rallo en el interesantísimo trabajo significativamente 
titulado La insolvencia de la Administración. Ejecución judicial de deudas públicas donde 
analiza por vía de contraste las ejecuciones contenciosas con las civiles, indicando a este 
respecto que: “Esta diferencia de planteamientos pone en evidencia que la Ley 
jurisdiccional no está pensada para situaciones complejas. Parece que la idea de la que 
parte es que la ejecución de la sentencia por la Administración no plantea problemas, a lo 
sumo una cierta resistencia pasiva que puede ser vencida con una ligera presión 
ejecutiva”, aunque comprobaremos ulteriormente que esa premisa es equivocada y, por 
tanto, la construcción basada en una premisa errónea necesariamente ha de estar lastrada 
por dicho error, agravada por el hecho de que nuestro país no admite jurídicamente la 
declaración de insolvencia de entes menores, como sí ocurre en otros sistemas. Quizá todo 
se deba que en el fondo pervive en el siglo XXI la misma prevención que los padres de la 
patria tenían en el siglo XIX respecto a la ejecución de sentencias y que les llevó a arbitrar 
entonces ciertas “vías de escape” que, como veremos, persisten en la actualidad.” 

 

La conjunción de todo lo expresado ha hecho posible que durante los diez últimos 

años las personas denunciadas, con la presunta ayuda de otras personas, hayan podido 

realizar, con total impunidad, las presuntas actividades delictivas, y les ha permitido 

desplegar, presuntamente, una ACTIVIDAD DELICTIVA CONTINUADA, con la 

presunta comisión, por acción u omisión, de los delitos que se citan más adelante. 

 

2. Resumen de las actuaciones realizadas por los 

denunciados 

Para poder entender lo ocurrido en la Administración Sanitaria andaluza y el alcance 

de los hechos aquí denunciados se irán describiendo pormenorizadamente en los siguientes 

apartados de la presente denuncia el complejo entramado jurídico tejido por las 

personas denunciadas para manipular la selección de los órganos directivos y de los 

llamados cargos intermedios de los hospitales y áreas sanitarias del Servicio Andaluz 

de Salud al margen del ordenamiento jurídico. 
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Este entramado, en el caso del sistema de selección de PUESTOS DIRECTIVOS, se 

ha utilizado para realizar nombramientos presuntamente ilegales de personas que NO 

reunían los requisitos necesarios para ser nombradas directivos de las Instituciones 

Sanitarias y menos aún desempeñar puestos de tan alta responsabilidad en una 

Administración, la Sanitaria, que exige un especial cuidado en la valoración de los méritos, 

la capacidad y la idoneidad de las personas que han de dirigir grandes y complejas 

Instituciones Públicas cuyo objetivo es salvaguardar la vida y la salud de los ciudadanos. 

En el caso de la selección de CARGOS INTERMEDIOS en los hospitales públicos 

durante estos últimos años, los denunciados han conseguido, usando la vía de hecho y 

saltándose la legalidad vigente, la sustitución del modelo de gestión legalmente 

diseñado (los SERVICIOS CLÍNICOS HOSPITALARIOS de las distintas 

especialidades médicas con sus Jefaturas de Servicio y de Sección), por un nuevo 

modelo fáctico y NO legalizado de gestión: las UNIDADES DE GESTIÓN CLÍNICA 

con su Director de Unidad al frente. 

Implantar, de forma unilateral y sin control –en ausencia de regulación legal- este 

nuevo sistema de “Unidades de Gestión Clínica” les ha permitido a los directivos 

hospitalarios (Directores Gerentes, Directores Médicos, Directores de Cuidados, etc.) 

intervenir en la gestión sanitaria con TOTAL ARBITRARIEDAD E INCLUSO 

IMPUNIDAD hasta el momento. 

A modo de ejemplo se cita el caso denunciado públicamente por el Sindicato Médico 

de Sevilla en su web, en Agosto de 2016, cuyo contenido se transcribe a continuación y 

que efectivamente terminó tal y como ellos predijeron: 

“Las jefaturas de unidad de Farmacia y Análisis clínicos/Bioquímica en el H. V. Macarena o 
la prepotencia dictatorial del Dr Manuel Romero  
16/08/2016 15:38 h · Especializada  
Continúa la inaceptable política prepotente del Gerente de los Hospitales V. Macarena y V del 
Rocío (Dr Romero). Cesa y nombra Jefaturas como si de su cortijo se tratara (a lo mejor es 
que efectivamente lo es) disfrazando sus decisiones personales de procesos objetivos y 
transparentes.  
Os proponemos un pequeño esfuerzo de imaginación (aunque podéis comprobar y ratificar 
todo lo que aquí se dice). Supongamos que todo lo que se escribe a continuación es cierto, que 
estos hechos son la realidad actual en los hospitales Virgen Macarena y Virgen del Rocío, que 
ésta es la intolerable, prepotente y repetitiva actitud de su máximo dirigente. ¿No sería motivo 
suficiente para invalidar ética y profesionalmente la actual política de gestión de profesionales 
del SAS? Bien, vamos allá:  
El pasado 14 de diciembre de 2015 se publicó en BOJA una convocatoria para la cobertura de 
un puesto de cargo intermedio de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de Farmacia en el 
Hospital Universitario Virgen Macarena (esta convocatoria surge como consecuencia de la 
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anulación por los tribunales de la anterior por permitir concursar a profesionales sin plaza en 
propiedad).  
A esta convocatoria concurrieron 3 profesionales y transcurridos 8 meses desde la publicación 
en BOJA de la convocatoria, no se ha llevado a cabo la fase de concurso, es decir, se ha 
dejado “morir”. Durante este periodo, se han convocado y resuelto otros concursos, pero la 
convocatoria de la UGC de Farmacia, a pesar de ser anterior en el tiempo, no se ha llevado a 
cabo y no hay noticias de que se vaya a proceder a la finalización del mismo. (¿Será que entre 
estos tres no figuraba el candidato que el Gerente quería?)  
Durante este período, en el que el Director Gerente se ha negado a convocar el concurso y 
resolver así esta convocatoria, se celebró, según nos cuentan, una reunión en el HU Virgen del 
Rocío del Director Gerente con los directores de UGC del HUV Rocío y allí se expuso 
públicamente que el Director Gerente le había ofrecido personalmente el puesto de director de 
UGC de Farmacia de los dos hospitales a un farmacéutico de otro hospital, externo al HUVR 
y HUVM. Farmacéutico cuyo nombre se hizo público en dicha reunión y que por prudencia 
aquí no reproducimos. Esto significaba el cese de los dos directores  
de UGC de Farmacia de los dos hospitales, VR y VM, y el nombramiento “a dedo” de este 
farmacéutico al que se le había ofrecido el puesto. Este anuncio ocasionó indignación y 
rechazo por parte de los asistentes.  
Según hemos podido saber, el Director Gerente va a convocar una nueva jefatura de servicio 
de Farmacia para el Hospital Virgen Macarena. Probablemente esto se pueda materializar en 
los próximos días. Es decir, deja morir la convocatoria cuyos candidatos no le interesan y 
publica otra nueva para que puedan presentarse otros profesionales (¿Quizás más de su 
gusto?). Es posible además (solo posible, no olvidemos que solo estamos haciendo conjeturas) 
que haya ya profesionales alertados para que estén atentos a esta nueva convocatoria.  
En fin, caso de ser cierto todo esto, podríamos concluir lo siguiente:  
-Que el Director Gerente ante la no concurrencia de “su candidato” a la convocatoria de 
diciembre de 2015 decide no resolver esta convocatoria.  
-Que, ante la resistencia encontrada en el HUVR, el Director Gerente decide publicar una 
nueva convocatoria de jefe de servicio de Farmacia en el Hospital Universitario Virgen 
Macarena que le permita traer a su candidato (¿de Granada, quizás?) como primer paso para 
una única Dirección de UGC intercentros.  
-Que esta nueva convocatoria podría hacerse aprovechando los últimos días de Agosto y así 
pase lo más desapercibida posible para quienes no estén sobreaviso.  
Y de estas conclusiones podrían surgir las siguientes preguntas:  
-¿No estaríamos ante una nueva “cacicada” del Director Gerente, una nueva manipulación de 
los procesos para conseguir que el resultado final sea el que él previamente ha decidido?  
-¿No estamos ante un nuevo menosprecio al Hospital Universitario Virgen Macarena y a sus 
profesionales?  
-¿No serían estas actitudes, más propias de otros tiempos menos democráticos, razón 
suficiente para sustituir a quienes las mantengan? ¿O es que podría ser intención del SAS 
anular a todos estos profesionales con el objetivo final de acabar con el H.V. Macarena?  
Por cierto, y para terminar, lo que está ocurriendo con el Servicio de Bioquímica Clínica / 
Análisis clínicos tampoco pinta bien. Os resumimos lo que hay hasta ahora:  
-Desde hace años las jefaturas de sección y Servicio de Bioquímica en el H.V. Macarena están 
vacantes. No parecía haber interés en convocarlas  
-20 de Julio.- se publica convocatoria de Jefe de Servicio de “Análisis Clínicos” en el H.V. 
Macarena.  
-2 de Agosto.- se publica convocatoria de Jefe de Sección de Bioquímica en el H.V. Macarena.  
-4 de Agosto.- se publica una rectificación de la Jefatura de Servicio para incluir a 
Farmacéuticos, químicos y Biólogos. Pero además ahora se exige estar en posesión de las dos 
especialidades: Análisis clínicos y bioquímica.  
-9 de Agosto.- se publica una rectificación de la Jefatura de Sección para incluir a 
Farmacéuticos, químicos y Biólogos y también a quienes tengan la especialidad de Análisis 
Clínicos.  
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Hasta aquí los hechos constatables, juzguen Uds. Desde esta tribuna nos preguntamos si 
detrás de toda esta retahíla de convocatorias, errores, rectificaciones, cambios en la 
denominación, etc. no habrá también una gran dosis de manipulación. No olvidemos que 
según hemos podido averiguar la mayoría (si no todos) de los integrantes de este servicio no 
sabían que fueran a ofertarse estos puestos y les ha sorprendido de vacaciones. Ojalá nos 
equivoquemos también aquí y todo esto no sea también un oscuro juego para traer a quien el 
Gerente quiera. Porque aunque el Dr Romero se empeñe en negarlo, “en ese Hospital hay 
suficiente materia gris como para no despreciarlos continuamente”  
Y otro día hablaremos de Cirugía Maxilofacial o Cirugía General o... ¡Porque la lista de 
agravios desgraciadamente es larga y no tiene visos de acabar! “ 

  

 Tres meses después, en noviembre de 2016, en la publicación online 
“diariofarma.com” y firmada por D. Carlos Arganda se publica una reseña sobre la 
llegada desde Granada del Doctor Calleja como nuevo Jefe de Servicio de Farmacia del 
hospital Virgen Macarena, cumpliéndose, de esta forma, lo adelantado por el Sindicato 
Médico de Sevilla. 

Calleja llega al Virgen Macarena con un proyecto de “farmacia del futuro”  

25.11.2016 - 10:56 

Miguel Ángel Calleja iniciará una nueva etapa profesional el próximo 1 de diciembre 
como jefe del Servicio de Farmacia del Hospital Virgen Macarena de Sevilla. Tras pasar más 
de 11 años en el Hospital Virgen de las Nieves de Granada, se trata, según ha explicado a 
Diariofarma, de un “proyecto apasionante y muy atractivo” con el que pretende avanzar en la 
creación de la “farmacia del futuro” … 

 

Hasta el año 2007 existían otros sistemas de selección que no eran perfectos, de 

hecho habían permitido el acceso a puestos directivos de las Instituciones Sanitarias 

andaluzas a personas sin los méritos, ni la capacidad, ni idoneidad necesaria para estos 

tipos de puestos, y el rápido ascenso de las mismas en la escala directiva y política. 

El ejemplo más significativo es el propio caso de denunciada MONTERO 

CUADRADO.  

Fue nombrada subdirectora médica del Hospital comarcal de Valme en 1995, sin 

ningún tipo del experiencia previa, pasando después por dos puestos directivos más 

(subdirectora médica del Hospital Virgen del Rocío y posteriormente a subdirectora 

gerente de ese mismo hospital) y que ya en 2002 era nombrada Viceconsejera de Salud, 

para pasar a ser nombrada en el año 2004 Consejera de Salud, puesto en el que estuvo 

hasta septiembre de 2013 en que pasó a ser Consejera de Hacienda y Administraciones 

Públicas, donde continua y desde donde sigue manipulando caprichosamente (véase 
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Documental núm. 11, Informe de la Cámara de Cuentas) todo el régimen del personal al 

servicio del sector público andaluz (en el que se incluye el del Servicio Andaluz de Salud, 

las Agencias públicas empresariales sanitarias y las sociedades mercantiles y fundaciones 

sanitarias) según los Decretos 156/2012, de 12 de junio, y 206/2015, de 14 de julio, por los 

que se regula la estructura orgánica de la Consejería de Hacienda y Administración 

Pública. En concreto, además, así está recogido en la Disposición Adicional cuarta del 

Decreto 208/2015, de 14 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la 

Consejería de Salud y del Servicio Andaluz de Salud: “Se habilita a la Consejería de 

Hacienda y Administración Pública a adecuar las relaciones de puestos de trabajo y 

plantilla presupuestaria a la estructura orgánica establecida en el presente Decreto, así 

como a realizar las creaciones, supresiones y modificaciones necesarias en cualquiera de 

los puestos de trabajo, atendiendo a los principios de eficiencia, austeridad, 

racionalización y reducción del gasto público.” 

No obstante, estas personas habían coexistido en el tiempo con muchas otras que sí 

fueron elegidas en función de sus méritos, capacidad e idoneidad y con un sistema de 

convocatoria específica y abierta a la competencia, de acuerdo con los principios 

constitucionales. Sin embargo, a partir del 2007, los denunciados, empezando por la citada 

MONTERO CUADRO, ya en ese momento Consejera de Salud, fueron cerrando el 

sistema de acceso a puestos de dirección hasta blindarlo totalmente a personas ajenas 

a su entorno de confianza. 

Lo consiguieron creando un REGISTRO ESPECÍFICO para la provisión de 

puestos directivos, mediante un sistema definido como “de libre designación y 

convocatoria abierta” que SÓLO EXISTE en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 

También crearon un sistema de “libre designación o concurso de méritos” para 

puestos definidos como de cargos intermedios. Entre esos cargos intermedios incluyeron 

unos CARGOS QUE NO EXISTÍAN hasta ese momento, los llamados “Directores de las 

Unidades de Gestión Clínicas”. No existían porque ni siquiera existían legalmente las 

“Unidades de Gestión Clínica”. 

Los sistemas de provisión han dado lugar a un sinfín de litigios judiciales, en el 

caso de las “Unidades de Gestión Clínica”, que han mantenido enredados durante 

estos últimos diez años a los jueces y magistrados de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa y a los representantes de los trabajadores. Unos sindicatos 
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profesionales que veían como daba igual que ganasen una y otra vez los pleitos contra el 

Servicio Andaluz de Salud, porque la Administración Sanitaria seguía haciendo lo mismo. 

Han sido diez años de innumerables actuaciones de los denunciados y sus 

colaboradores, que han abarcado desde actos de elaborada “ingeniería jurídica” hasta los 

actos más burdos de desacato directo a las sentencias judiciales por la vía de hecho de 

repetir una y otra vez la misma conducta ya declarada ilegal en múltiples ocasiones. Una 

conducta dolosa, contumaz y rebelde que merece el correspondiente reproche penal. 

Como testigos de estos hechos están los letrados de los sindicatos profesionales 

mayoritarios en el sector sanitario andaluz, el Sindicato Médico de Andalucía SMA y el 

Sindicato de Enfermería SATSE que han pleiteado, y siguen haciéndolo, de forma 

permanente contra el Servicio Andaluz de Salud, y que han visto como la Administración 

Sanitaria andaluza se saltaba continuamente lo dispuesto por los jueces en su sentencias 

condenatorias. Son testigos también los propios jueces de la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa andaluza, que durante años han sido y siguen siendo sometidos a una gran 

presión litigiosa por la reiterada rebeldía de los responsables de la Administración 

Sanitaria andaluza a aplicar la legalidad vigente no solo en estas materias (la cantidad de 

litigios ha obligado a abrir nuevos juzgados en toda la Comunidad Autónoma en los 

últimos años). 

De hecho, ocurre igualmente con la Consejería de Hacienda y Administración 

Pública, en que es titular la denunciada MONTERO CUADRADO desde el 2013, puesto 

que dicha Consejería, como ya se ha señalado, es la competente en materia de personal en 

la Junta de Andalucía.  

Para muestra lo siguiente: la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del TSJA, con sede en Sevilla, recriminó y censuró en una sentencia de 29 

de abril de 2015 (Documental núm. 1) la «contumaz conducta» de hacer oídos sordos a 

los fallos judiciales en materia de personal al servicio de la Administración Pública 

andaluza. Y ello a cuenta del intento de seguir dilatando la ejecución obligatoria mediante 

una apelación (el fallo declara no haber lugar al recurso de apelación) del Auto de 

Ejecución de la Sentencia dictado el día 20 de noviembre del 2014 dictado por el Juzgado 

de lo Contencioso Administrativo nº 7 de Sevilla en el Recurso 128/2011.  

Dice esta sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía:  
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“La información requerida y especificada en el fallo, tiene como se afirma 
en la sentencia que se ejecuta, amparo en el art. 28.1 de la Constitución, por 
cuanto es necesario para el adecuado ejercicio de la defensa de los funcionarios 
que representa, para evitar entre otras cosas que las funciones propias y 
reservadas por ley a los mismos, sean desempeñadas por personal que carece de 
la condición de funcionario público. 

No existe por otra parte extra limitación o incongruencia del fallo, ya que el 
Auto se limita a reproducir la documentación que según la parte dispositiva de la 
sentencia debía entregar la Administración Demandada, que una vez más , se 
escuda en la Ley de Protección de Datos para no facilitar la información 
requerida. No se entiende esta contumaz conducta, a no ser que se quiera ocultar 
una realidad denunciada una y otra vez por el Sindicato de Funcionarios, 
colectivo que está viendo mermadas sus posibilidades de carrera profesional, de 
acceso a determinadas plazas y cuyas funciones están siendo asumidas por 
personal externo y contratado laboral que ejercen incluso potestades públicas 
reservadas”. 

Es decir, parece “ser costumbre” en las Consejerías ocupadas por la denunciada 

Montero Cuadrado (Salud y Hacienda y Administración Pública) aprobar actos que 

incumplen lo dictaminado en fallos judiciales anteriores sobre el mismo asunto, conducta 

que también podría encuadrarse en el presunto delito de prevaricación continuada.  
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-.SEGUNDO.- 

 1. El andamiaje jurídico construido a partir del 2007 

 

A pesar de que los hechos que a continuación se exponen son de acceso y 

notoriedad públicos, quiere la denunciante poner en conocimiento del Juzgado aquellos 

que son susceptibles de una mayor adecuación a los tipos delictivos supra referenciados, 

como de sustento de los mismos, realizando una contextualización de los hechos que pueda 

dejar claramente fijadas las presuntas conductas delictivas de los denunciados. Sin que en 

ningún caso dejen de ser relevantes otros muchos que han ido aconteciendo pero que, por 

necesidad de no producir excesiva dispersión, no se reproducen. 

Procede la denunciante a transcribir aquellos de mayor relevancia. 

Como se ha expuesto con anterioridad, el primer y principal instrumento que 

utilizan los denunciados para hacerse con el control total y la manipulación a su 

antojo de la sanidad andaluza es la propia CAPACIDAD NORMATIVA (la llamada 

potestad reglamentaria) que poseen como autoridades públicas para desarrollar y 

aplicar la legislación estatal y autonómica a través de los decretos del Consejo de 

Gobierno Andaluz y de las órdenes de los titulares de sus Consejerías.  

También han usado simples resoluciones administrativas de órganos sin 

potestad normativa, cuando así les ha convenido, como se describe a continuación. En 

concreto ha tenido especial relevancia la intervención de alguno de los titulares de la 

Dirección General de Profesionales (anteriormente Dirección General de Personal y 

Desarrollo Profesional) ahora denunciados, BURGOS RODRÍGUEZ y GÓMEZ 

GONZÁLEZ, que excediéndose en sus competencias (enumeradas en el Decreto 

241/2004 y en el Decreto 140/2013, entre otros) han establecido y regulado aspectos que 

correspondían en exclusiva al Consejo de Gobierno o al titular de la Consejería de 

Salud.  
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Estás potestades públicas han sido utilizadas, presuntamente, de forma torticera y 

antijurídica para emitir las normas y resoluciones que se citan a continuación, cuya 

aplicación para su beneficio propio se irá desarrollando a lo largo de la presente denuncia. 

La norma más importante es el ya citado DECRETO 75/2007 de 13 de 

marzo, por el que se regula el sistema de provisión de puestos directivos y cargos 

intermedios de los centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud. Aprobado por el 

Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la Consejera de Salud, 

MONTERO CUADRADO, el 13 de marzo de 2007 y publicado el 16 de dicho mes 

(Documental num. 2). 

Esta norma fue desarrollada a su vez por otras dos:  

 1) La RESOLUCIÓN de 23 de abril de 2007 de la Dirección General de 

Personal y Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud “por la que se anuncia 

convocatoria pública para la provisión de puestos directivos en los Centros Sanitarios del 

Servicio Andaluz de Salud mediante la inscripción en el Registro de Personas 

Candidatas”, emitida por el Director General de Personal y Desarrollo Profesional del 

Servicio Andaluz de Salud, BURGOS RODRÍGUEZ, y publicada el 11 de mayo de 2007 

(Documental num. 3). 

 2) La ORDEN de 10 de agosto de 2007, por la que se establecen las bases 

del procedimiento para la provisión de cargos intermedios de los Centros Sanitarios del 

Servicio Andaluz de Salud, aprobada por la Consejera de Salud, MONTERO 

CUADRADO, y publicada el 22 de agosto de 2007 (Documental num. 4). 

  

 Estas tres normas son el armazón jurídico utilizado para realizar cientos de 

nombramientos presuntamente ilegales. 

  Para poder entender el modus operandi de los denunciados se hace necesario 

realizar unas referencias al contenido de dicho Decreto y a las normas que lo desarrollaron, 

así como al contexto histórico-jurídico en el que nació y el devenir normativo y 

jurisprudencial en materia de personal al servicio de las Administraciones Públicas a partir 

de entonces.  

 El Decreto 75/2007 ha perdurado en el tiempo (más de 10 años) a pesar de que 

desde su nacimiento ya contravenía, en algunos puntos importantes, la legislación y la 
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jurisprudencia anterior a su publicación, y de que, además, después se han aprobado 

dos nuevas leyes que afectan a los empleados públicos, entre los que se encuentra el 

personal estatutario, a las que debió adecuarse la normativa andaluza y la actuación del 

Servicio Andaluz de Salud. Sin embargo, los denunciados han mantenido el Decreto 

75/2007 sin modificar y lo ha hecho, presuntamente, a sabiendas de su ilegalidad. 

 La primera ley es el Estatuto Básico del Empleado Público de 2007 (Ley 7/2007 

de 12 de abril) y la segunda ley es el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 

Empleado Público del 2015 (Ley 5/2015 de 30 de octubre). 

 También ha aparecido una abundante doctrina jurisprudencial posterior contraria a 

lo dispuesto en dicho Decreto y que igualmente ha sido ignorada, presuntamente, a 

sabiendas. A todo lo cual se une la gran cantidad de sentencias dictadas por los jueces de la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa que han anulando directamente la aplicación de 

varios de sus apartados. 

 

 2. El Decreto 75/2007: contexto histórico-jurídico 

y contenido abiertamente antijurídico 

 

El día 16 de marzo de 2007 se publicó el Decreto 75/2007, y el día 13 de 

abril de 2007 se publicó el primer Estatuto Básico del Empleado Público; sin embargo 

la fecha de aprobación del Estatuto por el Congreso de los Diputados fue la de 16 de 

enero de 2007. Por lo tanto, dos meses antes de la publicación del Decreto 75/2007 ya el 

Congreso había aprobado el Estatuto Básico del Empleado Público. A pesar de lo cual los 

promotores del Decreto ignoraron el contenido de la ley y con ello, además, los 

principios constitucionales que deben regir la actuación de las Administraciones Públicas 

en materia de selección de personal a su servicio. 

Hay que tener en cuenta que la aprobación del Estatuto Básico del Empleado 

Público en 2007, que sustituía a la Ley 30/1984, de Medidas para la Reforma de la 

Función Pública, vino precedida de un enorme y extenso debate público, unas laboriosas y 

complicadas reuniones con los sindicatos y un difícil proceso de concertación, que arrancó 

en 2004 con la constitución de una Comisión de expertos. 
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Por todo ello, difícilmente puede pensarse que el contenido del Estatuto Básico 

del Empleado Público era ignorado por la Consejería de Salud durante la elaboración del 

Decreto 75/2007, cuando fue presentado por la Consejera, MONTERO CUADRADO, 

a la aprobación del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía con posterioridad. 

Es más, casi cuatro años antes, el 21 de noviembre de 2003, se habían aprobado 

la Ley 44/ 2003 de Ordenación de las profesiones sanitarias, y el 16 de diciembre de 

2003, la Ley 55/2003, del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de 

salud. 

Aún antes, el 5 de octubre de 1999 se había aprobado la Ley 30/1999 que 

regula la selección y provisión de plazas de personal estatutario de los Servicios de 

Salud. 

También la Orden de 5 de abril de 1990, por la que se establece el régimen 

funcional de las plantillas de los Centros Asistenciales del Servicio Andaluz de Salud, 

aprobada por el Consejero de Salud y el Decreto 105/1986, de 11 de junio, sobre 

ordenación de asistencia sanitaria especializada y órganos de dirección de los hospitales, 

aprobado por el Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía. 

 

Todas estas normas seguían vigentes, en las materias que se describirán a 

continuación, en la fecha de aprobación del Decreto 75/2007 e incluso siguen vigentes en 

la actualidad, como se encargan de recordarles a los denunciados, una y otra vez, los 

jueces y magistrados de lo Contencioso Administrativo (Documentales núms. 5, 6 y 7 -

Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía números 1565/2015, 1931/2016 

y 2644/2016, entre otras-). 

A modo de ejemplo la Sentencia 1931/2016:  

“FUNDAMENTO JURÍDICO CUARTO 

…Dispone la Orden de 05 de abril de 1990 en su artículo 3.1 que " Todos los 

puestos de trabajo existentes en las Áreas Hospitalarias y Distritos de Atención Primaria 

del SAS deberán encontrarse incluidos en las correspondientes plantillas orgánicas, 

aprobadas por Orden de esta Consejería, condición sin la cual no podrán ser formalizados 

los nombramientos o contratos a que hubiere lugar, excepto en los siguientes casos ", 

entre los que no se encuentra el que nos ocupa; y en el artículo 5.2 que " Corresponde al 

Director-Gerente del Servicio Andaluz de Salud la elevación al Consejero de Salud y 
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Servicios Sociales de las propuestas de modificación de plantillas orgánicas .". Preceptos 

que se han de complementar con el artículo 19 del Decreto 105/1986, de 11 de junio, de 

ordenación de asistencia sanitaria especializada y órganos de dirección de los hospitales. 

De los mismos y de la normativa invocada por ambas partes y de la documental aportada 

se debe inferir que no existe en la plantilla del Servicio Andaluz de Salud un puesto de 

trabajo denominado Director de Unidad de Gestión Clínica de Cirugía y Especialidades.  

En definitiva, ni existe la Unidad de Gestión Clínica a la fecha de la 

convocatoria, por no haberse creado dicha estructura administrativa; ni existe el cargo 

intermedio de Director de la Unidad de Gestión Clínica, por no estar contemplado en la 

plantilla orgánica; motivos que conllevan la declaración de nulidad de pleno derecho de 

la resolución de la Gerencia del Área de Gestión Sanitaria Sur de Granada (Hospital de 

Motril) de 20 de septiembre de 2011.” 

 

No es fácil entender a primera vista como es posible que un Decreto del Consejo 

de Gobierno de la Junta de Andalucía sigue vigente desde 1986, y que lo mismo ocurra con 

una Orden firmada por un antiguo Consejero de Salud en 1990 (máxime cuando se ha 

cambiado de facto toda la estructura orgánica y funcional del Servicio Andaluz de Salud en 

estos diez últimos años) sin que los denunciados hayan hecho nada por cambiarlos y 

sustituirlos por otros decretos y órdenes que se adecuasen al nuevo modelo de gestión 

sanitaria que querían implantar.  

La razón última hay que buscarla en el hecho de que estás normas (decretos y 

órdenes) exigen para su modificación que antes de aprobarlos se produzca un complejo 

procedimiento de participación ciudadana en el proceso normativo (legalmente establecido 

de forma pormenorizada) y que obliga a los cargos públicos a entablar negociaciones con 

los sindicatos (en aplicación del artículo 37.1.c) y m) del Estatuto Básico del Empleado 

Público: 1. Serán objeto de negociación, en su ámbito respectivo y en relación con las 

competencias de cada Administración Pública y con el alcance que legalmente proceda en 

cada caso, las materias siguientes: c) Las normas que fijen los criterios generales en 

materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de clasificación de puestos de trabajo, y 

planes e instrumentos de planificación de recursos humanos; y m) m) Las referidas a 

calendario laboral, horarios, jornadas, vacaciones, permisos, movilidad funcional y 

geográfica, así como los criterios generales sobre la planificación estratégica de los 

recursos humanos, en aquellos aspectos que afecten a condiciones de trabajo de los 

empleados públicos.); y, también, les obliga a abrir los procedimientos de participación 
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ciudadana con anterioridad a su aprobación (en aplicación de Ley 6/2006, de 24 de 

octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía y sus normas de 

desarrollo), como por ejemplo la Instrucción nº 2/2009, de 12 de junio, de la 

Viceconsejería de Salud, sobre el procedimiento a seguir en la tramitación de disposiciones 

de carácter general (Documental núm. 8) . 

Esta cuestión es de gran trascendencia, ya los denunciados han intentado evitar 

en todo momento tener que dar explicaciones de sus actuaciones durante estos años y de 

ese modo han conseguido escapar a cualquier forma de control externo. 

 

Lo cierto es que todas las leyes, normas y jurisprudencia existentes en aquellos 

momentos fueron ignoradas en el año 2007; pero, además, en los años siguientes a la 

aprobación del Decreto 75/2007 se produjeron importantes novedades jurisprudenciales, 

todas ellas contrarias a lo dispuesto en el Decreto, y que debieron haber conducido 

directamente a la derogación del mismo, puesto que dejaban meridianamente claro que la 

forma de provisión de puestos de dirección y cargos intermedios diseñada y/o ejecutada 

por los denunciados era manifiestamente ilegal; sin embargo, el Decreto ha permanecido 

inalterado hasta el día de hoy. 

A lo largo de estos años una abundante jurisprudencia ha dejando claro el cauce 

por el que ha de discurrir la potestad de las autoridades y funcionarios públicos en materia 

de personal, y los límites, constitucionales y legales, de las potestades administrativas de 

las autoridades públicas en cuestiones de gran calado. 

Solo dos a modo de ejemplo:  

En cuanto a la utilización de la libre designación la Sentencia de la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 30 de Marzo de 2009 se expresa con 

gran claridad: 

“Por el contrario, es coherente con la jurisprudencia de la Sala que recuerda el 

carácter excepcional que la Ley asigna a este sistema de libre designación y en la 

necesidad de que, cuando se considere necesario acudir a él, se haga también 

excepcionalmente, y justificando, caso por caso, por qué debe utilizarse[sentencias de 11 

de marzo de 2009 (casación 2332/2005), 9 de febrero de 2009 (casación 7168/2004), 10 

de diciembre de 2008 (casación 10351/2004), 24 de septiembre de 2008 (casación 

5231/2004), 2 de julio de 2008 (casación 1573/2004), 7 de abril de 2008 (casación 
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7657/2003), 17 de diciembre de 2007 (casación 596/2005), 17 de septiembre de 2007 

(casación 5466/2002), 16 de julio de 2007 (casación 1792/2004), entre otras]. Es esa 

motivación la que la sentencia recurrida echa en falta. Y, desde luego, no es apreciable, 

como parece sugerir la Comunidad de Madrid en la descripción de los rasgos de los 

puestos de trabajo controvertidos que puede obtenerse de las propias relaciones y, en 

general, del expediente administrativo. 

Por lo demás, ni la circunstancia de que se trate de puestos con nivel 26, ni la 

posición que les corresponda en la organización administrativa son razones que, por sí 

mismas, sirvan para justificar la opción seguida sobre su provisión por la Comunidad de 

Madrid. La naturaleza de los cometidos a desempeñar y la especial responsabilidad que 

puedan implicar tales puestos son las razones que podrían, en su caso, hacerlo, pero se 

trata de extremos que no pueden presumirse, sino que su concurrencia debe ser explicada 

de manera suficientemente precisa y particularizada por la Administración, cosa que, 

insistimos, no se ha hecho. “ 

Y en cuanto a la obligatoriedad de ser personal fijo para cubrir 

determinados puestos de responsabilidad es extremadamente importante la Sentencia 

de Tribunal Superior de Justicia Comunidad Autónoma de Andalucía nº 46/2013 de 

20 de marzo de 2013 (que “no ha existido” para los denunciados): 

CUARTO.- No es necesario por tanto, como declara la sentencia impugnada, un 

pronunciamiento expreso sobre los actos derivados de la convocatoria. No obstante y dado 

que la Administración en su escrito de apelación hace referencia al artículo 14 del 

Decreto para sustentar la validez de los nombramientos del personal temporal (eventual o 

interino) y en el que se regula la situación administrativa respecto a la plaza ocupada 

temporalmente, en el caso de nombramiento para cargo intermedio, recordar que el 

Tribunal Supremo al anular el precepto expone con rotundidad que para acceder al puesto 

de cargo intermedio es necesario ser personal funcionario o estatutario y ello solo es 

predicable de los que según el Estatuto Básico y Ley 55/2003 ( RCL 2003\2934 ) del 

Estatuto Marco son funcionarios de carrera y estatutarios fijos que están vinculados a la 

Administración por una relación estatutaria, ya que los temporales son nombrados por 

razones de necesidad y urgencia para el desempeño de funciones propias de aquellos, pero 

no tienen relación estatutaria o vinculación con la Administración, al no haber superado 

el proceso selectivo con garantías constitucionales, de ahí que aunque se encuentre 

comprendidos en el ámbito de aplicación de dichos Estatutos, sólo le es aplicable en 

cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición. Y precisamente esa condición de 

temporal le impide el acceso a una plaza con carácter indefinido prorrogable como es el 
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puesto convocado, que permitiría una vinculación indefinida, vulnerando los principios 

constitucionales a los que hace referencia la sentencia del Tribunal Supremo.” 

 

Pues bien, todo este marco legal y jurisprudencial, de obligado cumplimiento 

para cualquier autoridad pública, ha sido sistemáticamente 

“ignorado/orillado/contravenido” por los denunciados, como se verá a continuación, 

con el fin, supuestamente, de conseguir que solo aquellas personas de su absoluta 

confianza ocuparan los puestos directivos en las instituciones sanitarias andaluzas, para 

que estos directivos, a su vez, pudiesen “controlar” y manipular caprichosamente el 

sistema de selección de los cargos intermedios y del resto del personal.           

Continuando que el desarrollo de los hechos nos encontramos que tras su 

publicación, el Decreto 75/2007 fue impugnado ante el TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA DE ANDALUCÍA por el SINDICATO DE ENFERMERÍA SATSE. La 

impugnación versó sobre tres puntos muy concretos: el artículo 5 ( la creación de un 

Registro permanente de candidatos a puestos directivos), el apartado a) del artículo 8 

y el apartado 1 de artículo 13 (la utilización del sistema de libre designación) y el 

artículo 10 (en la parte que permite el acceso a los cargos intermedios de personal 

eventual e interino, esto es, de personas que no están vinculadas como personal 

funcionario o estatutario al Sistema Nacional de Salud).  

La impugnación dejó de lado otras cuestiones igualmente controvertidas y 

contrarias a la legalidad vigente, que no fueron examinadas por el Tribunal Superior de 

Justicia de Andalucía ni por el Tribunal Supremo (principio de congruencia procesal ya 

citado) 

El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía emitió su fallo mediante la 

Sentencia nº 1808/2008, de 22 de diciembre de 2008 (Documental num. 9) que dio la 

razón en su totalidad al sindicato demandante, con una argumentación jurídica cuya 

literalidad merece ser transcrita en su totalidad puesto que recogía lo que las normativa y 

los tribunales consideraban adecuado a la legalidad: 

“CUARTO .- Tres son los artículos impugnados en el presente, comenzaremos por 
el segundo de ellos y una vez resulto entraremos en el estudio del art. 5 sobre registro de 
candidatos idóneos y por ultimo sobre la posibilidad de acceso de personas ajenas al 
servicio.  
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El art. 29.3 de la Ley 55/03, del Estatuto Marco , señala que ; "En cada servicio 
de salud se determinarán los puestos que pueden ser provistos mediante libre designación 
y el art. 26 de Ley de la Función Pública de Andalucía , en cuanto dispone; "Podrá ser de 
libre designación el puesto superior jerárquico de cada unidad o dependencia 
administrativa y los puestos de especial asesoramiento y colaboración personal". - Ambas 
normas son la base legislativa del presente decreto. El Tribunal Supremo ha venido 
reiteradamente señalando que, los artículos 19 y 20 de la ley 30/84, de Reforma de la 
Función Pública , que forma parte integrante de las bases del régimen estatutario, 
aplicable a todas las administraciones públicas, con arreglo al artículo 1.3 de dicha ley , 
establece un importante matiz entre el sistema de selección aplicable para el ingreso al 
servicio de la función pública y el tenido en cuenta para la provisión de puestos de trabajo 
entre quienes ya ostentan la condición de funcionarios, en el primer supuesto, el sistema 
selectivo opera mediante convocatoria pública para el sistema concurso, oposición o 
concurso oposición libre, en los que se garantice los principios de igualdad, mérito y 
capacidad, así como el de publicidad. En el segundo supuesto, la provisión de puestos de 
trabajo adscritos a funcionarios, prevé el concurso como sistema normal de provisión, en 
el que se tendrán únicamente en cuenta los méritos exigidos en la correspondiente 
convocatoria, entre los que figuran las adecuadas características de cada puesto de 
trabajo, así como la posesión de un determinado grado personal, la valoración del trabajo 
desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento superados y la antigüedad. 
Pero, a su lado, también figura la libre designación, pudiendo cubrirse por este sistema 
puestos en atención a la naturaleza de sus funciones, con una limitación, que sólo podrán 
cubrirse por este sistema, los puestos de Director General Delegado, Director Regional de 
la Provincia, de Secretarías de altos cargos y, otros de carácter directivo de una especial 
responsabilidad, para los que así se determina en la Relación de Puestos de Trabajo ( 
artículo 20.1), por ello, en el artículo 16 de la misma Ley se dispone que la Relación de 
Puestos de Trabajo que compete elaborar a las Comunidades Autónomas "deberán incluir, 
en todo caso, la denominación y características del puesto, las retribuciones 
complementarias que le corresponda y los requisitos exigidos para su desempeño; 
pudiendo afirmarse que el sistema de libre designación previsto en la Ley, difiere 
sustancialmente de un sistema de libre arbitrio, ya que su perfil viene delimitado por los 
siguientes elementos: en primer lugar, tiene carácter excepcional; en segundo, se aplica a 
un puesto determinado en atención a la naturaleza de sus funciones; en tercer lugar, sólo 
entran en tal grupo los puestos directivos de confianza que la ley relaciona; por último, la 
objetivación de los puestos de esta última clase de especial responsabilidad, esta 
incorporada a la Relación de Puestos de Trabajo que deberán incluir en todo caso, la 
denominación y características esenciales de los puestos, y serán públicas.  

En la Legislación Andaluza igualmente el Decreto 390/86, de 10 de diciembre, por 
el que se regula la elaboración y aplicación de la Relación de Puestos de Trabajo señala 
en su artículo 7 que: "El procedimiento de concurso debe ser el sistema normal de 
provisión, de puestos de trabajo, reservándose el de libre designación, para puestos 
expresamente calificados de confianza o asesoramiento, con nivel de complemento de 
destino comprendidos entre 26 y 30 (ambos inclusive) y, excepcionalmente, supuestos 
debidamente justificados para los puestos de nivel inferior al vértice". En su artículo 8.4 se 
señala que: "Cuando de la naturaleza de las funciones del puesto, se deduzca claramente, 
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podrá exigirse una determinada formación específica. Dicha formación podrá ser 
acreditada mediante título, diploma creado o reconocido por la Junta de Andalucía u 
otros procedimientos objetivos que al efecto se determina por la Consejería de 
Gobernación".  

Asimismo la Ley 6/85, de la Función Pública Andaluza, en su artículo 12.1 
establece: "Los puestos de trabajo figurarán en una relación, en la que individualmente 
aparezca cada uno de ellos con las siguientes circunstancias mínimas: a) denominación; 
b) características esenciales; c) ente, departamento y centro directivo en el que 
orgánicamente estén integrados; d) adscripción a funcionarios o laborales en atención a 
la naturaleza de su contenido; e) requisitos exigidos para su desempeño, y además, 
tratándose de funcionarios; f) indicación de si el puesto de trabajo es de libre designación; 
g) nivel en que ha sido clasificado; y h) complemento específico, con indicación de los 
factores que se retribuyen con el mismo y su valoración resultante".  

Las recientes sentencias del Tribunal Supremo de 13-6-08 y 2-7-08, acogiendo los 
argumentos esgrimidos por las sentencias dictadas por la Audiencia Nacional y el 
Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, que fundaban la estimación de los respectivos 
recursos, en la falta de motivación de las Relaciones de Puestos de Trabajo y la no 
inclusión de las características esenciales del puesto de trabajo, de modo que la 
Administración, como se invocaba, había infringido el artículo 15.1.V de la Ley 30/84, de 
2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública , infracción que la 
sentencias referidas consideraron producida, por no incluir en la indicada la relación, tal 
como lo exigía la redacción, entonces vigente del precepto legal, de la característica 
esencial de los puestos de trabajo y la ausencia de esta descripción impedía comprobar la 
justificación del sistema de libre designación. Las "características esenciales" constituyen 
el núcleo definitorio del puesto de trabajo, y son precisamente las que justifican la 
existencia de una titulación académica, una formación específica, y la asignación de un 
determinado complemento de destino. El sistema empleado en la resolución impugnada, 
suponía precisamente lo contrario: definir el núcleo esencial del puesto de trabajo, por 
medio de estas condiciones, es decir, alterar el proceso definitorio, porque "la 
característica de la persona que lo va a ocupar no debe dotar de contenido al puesto de 
trabajo, sino que un puesto de trabajo determinado debe ser ocupado por un funcionario 
que reúna una serie de requisitos".  

Haciendo una síntesis de la normativa de referencia, afirmaban que el sistema de 
libre designación previsto por la Ley difiere sustancialmente del sistema de libre arbitrio, 
ya que su perfil viene delimitado por los siguientes elementos: a) tiene carácter 
excepcional en la medida que contempla el método normal de provisión que es el 
concurso; b) se aplica a supuestos determinados en atención a la naturaleza de sus 
funciones; c) sólo entran en tal grupo, los puestos directivos y de confianza, que la ley 
relaciona (secretarías de altos cargos y los de especial responsabilidad); d) la 
objetivación de los puestos de esta última clase, de especial responsabilidad, debe estar 
incorporada a la Relación de Puestos de Trabajo, que deberán incluir "en todo caso, la 
denominación y características esenciales del puesto serán públicas, con la consecuente 
facilitación del control".  



 

Página 31 de 122 

Por otra parte se hace referencia en dicha sentencia, a la dictada en fecha 30 de 
septiembre de 1.996 en el recurso de casación e interés de ley 4.896/2.004, que desestimó 
declarar la doctrina propugnada por la Junta de Andalucía, sin que de sus fundamentos 
pueda extraerse el restringido concepto de "características esenciales de los puestos de 
trabajo" que propugnaba la Abogacía del Estado así se estableció en su fundamento 
jurídico quinto: "En ambos sistemas jurídicos, estatal y autonómico, se impone a las 
Relaciones de Puestos de Trabajo un contenido mínimo y obligatorio, de necesaria 
observancia, dentro del cual se halla la determinación de sus características esenciales, 
que permitan identificar y distinguir las tareas asignadas a cada uno de ellos dentro del 
organigrama administrativo. Si algo de lo más importante de la reforma introducida por 
la Ley 30/84, en su artículo 15.1.b), posteriormente modificada por la Ley 62/2.003 , está 
en el hecho de cambiar el sistema de organización de la función pública, basado en el 
principio del cuerpo, por el principio puesto de trabajo, si el puesto de trabajo es la 
estructura básica de la función pública, ha de garantizarse su contenido objetivo y 
suficientemente determinado en las relaciones que los aprueban o modifican. Cuando el 
artículo 9 del Real Decreto 28/1.990 encomienda a las convocatorias de los concursos, la 
descripción de los puestos de trabajo, está queriendo decir que tales descripciones deben 
de atenerse a las características esenciales que previamente hayan fijado las Relaciones 
de Puestos de Trabajo. Y es que la primera y única determinación de las características 
esenciales de los puestos de trabajo, no pueden ser las que contengan las respectivas 
convocatorias. Con carácter previo, dichas características esenciales deben haber sido 
anticipadas por el acto normativo que aprueba o modifica los tan repetidos puestos de 
trabajo.  

 De esta forma no sólo se satisfacen mejor los fines ordenadores, a que las 
relaciones de puestos de trabajo responden, sino que también se protegen con mayor rigor 
y seguridad jurídica las diferentes expectativas de los funcionarios públicos".  

QUINTO.- A la luz de la doctrina y legislación expuesta, se puede llegar a la 
conclusión de que la voluntad de la Junta de Andalucía, parece consistir, basada en la 
potestad de autoorganización, en establecer el sistema de libre designación para la 
cobertura de los puestos de Jefatura de servicio, Jefaturas de bloque de enfermería, 
Coordinadores de Programas, Coordinación y Dirección de Unidades clínicas y Dirección 
de centros de Salud,. Sin embargo, este planteamiento debe ser rechazado, por cuanto 
tiende a dar carta de normalidad a un sistema de provisión que, aún siendo claramente 
ajustado a la legalidad, constituye un mecanismo extraordinario o excepcional de 
provisión de plazas, siendo necesario que la administración de justicia vea claramente, 
mediante una adecuada motivación, las causas que determinen, a su juicio y en el caso 
concreto, la elección por el sistema de libre designación de los puestos de trabajo, que 
deben ser cubiertos por tal sistema, sin que valga la consideración de que todos los 
puestos de trabajo, de un determinado nivel, ostentan la doble cualidad de ser puesto de 
especial responsabilidad y de carácter directivo, planteamiento que deja entrever en el 
propio "modus operandi" seguido en el supuesto que nos ocupa, de acudir a formulas 
genéricas, en la exposición de motivos del Decreto, que no cubren la exigencia de una 
específica motivación del puesto, y que tiene una especial relevancia en relación con los 
actos discrecionales, señalando que, allí donde un control de los poderes discrecionales 
ha omitido la obligación de motivar, se convierte en una exigencia cuya falta debe 
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sancionarse con la anulabilidad del acto administrativo. Por ello ha de exigirse especial 
rigorismo en la motivación de los actos discrecionales, dado que por muy amplia que 
pueda considerarse la potestad de la administración para decidir, de conformidad con su 
propio criterio, no puede olvidarse que la finalidad de persecución de los intereses 
públicos, a que toda actuación administrativa propende, la limita, en el caso, la 
administración debió motivar convenientemente un aspecto fundamental, la función a 
realizar por los funcionarios y asignada a los puestos de trabajo, ya que la motivación no 
puede encontrarse, dado su carácter genérico y organizativo, ni en norma alguna sobre 
estructura orgánica de la administración autonómica, ni en disposiciones que definen 
irregularmente el organigrama administrativo: observándose como la justificación recae 
en la concurrencia de la especial responsabilidad, formulando la justificación en forma 
casi antológica, operación que sin perjuicio de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en 
sentencia de 21-3-02 , no resulta suficiente.  

Por lo tanto el Decreto, el Decreto 75/2007, de 13 de Marzo, por el que se regula 
el sistema de provisión de puestos directivos y cargos intermedios de los centros 
sanitarios del Servicio Andaluz de Salud ha de considerarse contrario a derecho en el 
particular impugnado, en el presente recurso, por ausencia de motivación suficiente en 
la descripción de todos los cargos intermedios correspondientes a los puestos de Jefe de 
Servicio, Jefaturas de Bloque de Enfermería, Coordinadores de Programas, Coordinación 
y Dirección de Unidades Clínicas y Dirección de Centros de Salud circunstancia que 
obliga a estimar, el recurso contencioso administrativo y anular el apartado a) del Art. 8 y 
del Art. 13.1.a) y b)dicho Decreto.  

SEXTO.- El Art. 5 del Decreto crea un denominado "registro de personas 
candidatas", por el cual, cualquier persona interesada en participar en una convocatoria 
para cubrir un puesto directivo, se le exige como requisito previo e ineludible estar 
inscrito en el mencionado registro. Basándose la administración en razones de urgencia 
en la cobertura y autoorganización La norma general es que vacante una plaza de puesto 
directivo o intermedio se convocara la misma, esa convocatoria contendrá los requisitos y 
será mediante ella y no por ninguna otra norma extraña por la que se pueda participar a 
cubrir la vacante. Así el artículo 20.1 b) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto , de medidas 
para la Reforma de la Función Pública establece:"1. Los puestos de trabajo adscritos a 
funcionarios se proveerán de acuerdo con los siguientes procedimientos: b) Libre 
designación con convocatoria pública: Se cubrirán por este sistema los puestos que se 
determinen en la relación de puestos de trabajo. Para su provisión deberán anunciarse en 
los Boletines y Diarios Oficiales por la autoridad competente para efectuar los 
nombramientos. La convocatoria indicará la denominación, nivel y localización del 
puesto, así cono los requisitos mínimos exigidos a los funcionarios que aspiren a 
desempeñarlos, y concederá un plazo no inferior a quince días para la presentación de 
solicitudes. Dichas solicitudes se elevarán a la autoridad competente, que, previo informe 
del Jefe de la dependencia, procederá al nombramiento en el plazo máximo de un mes y lo 
comunicará al correspondiente Registro de Personal."  

El citado registro de personas declaradas candidatas "idóneas" no prevé la 
necesaria publicidad de las personas que así han sido consideradas, con la imposibilidad 
recurso por parte de otros interesados en cubrir las plazas o puestos de referencia, 
encontrándonos ante actos firmes que imposibilitan su impugnación y no exigiéndose el 
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perfil viene delimitado por los siguientes elementos: en primer lugar, tiene carácter 
excepcional; en segundo, se aplica a un puesto determinado en atención a la naturaleza 
de sus funciones; en tercer lugar, sólo entran en tal grupo los puestos directivos de 
confianza que la ley relaciona; por último, la objetivación de los puestos de esta última 
clase de especial responsabilidad, esta incorporada a la Relación de Puestos de Trabajo 
que deberán incluir en todo caso, la denominación y características esenciales de los 
puestos, y serán públicas.. Por tanto al carecer dicho registro de los anteriores 
condicionamientos procede igualmente su anulación.  

SEPTIMO.- Por último , el sindicato recurrente, impugna el art. 10 del citado 
Decreto, en cuanto establece la posibilidad de que puedan acceder a cargos intermedios 
personas sin vinculación previa con el Sistema Nacional de Salud. "sin necesidad de estar 
previamente vinculada como personal funcionario o estatutario al Sistema Nacional de 
Salud" Existe mediante la literalidad del precepto que personas ajenas al sistema, pueden 
acceder directamente a la provisión de un puesto de trabajo, mediante el sistema de 
concurso de méritos, y abriendo una puerta al acceso a la función pública. Siendo 
necesario, para ello, que la Administración motive, caso por caso, cuales son las razones 
por la que se posibilita la participación de personas ajenas al sistema y el porque de la 
utilización de ese procedimiento de selección para la provisión de ese puesto en concreto. 
Consta en el expediente administrativo, concretamente al informe de la Secretaria General 
para la Administración Pública en el cual se señala con respecto al Artículo 10: "La 
regulación de la participación en los procedimientos para la provisión de cargos 
intermedios ha de considerarse vaga e imprecisa. La expresión "cualquier persona" y la 
remisión a las bases de la convocatoria dejan en el aire si podrán participar personas 
ajenas a la Administración como ocurre en el caso del personal directivo. En esta línea 
debe precisarse la participación en los sistemas de provisión de los cargos intermedios 
limitándola a las personas con plaza en propiedad en el Sistema Nacional de Salud, sin 
perjuicio del cumplimiento de los requisitos exigidos en la correspondiente 
convocatoria" Por ello y considerando que el articulo de referencia no justifica ni 
motiva el porque admitir el acceso de "toda persona" a los cargos intermedios, también 
procede su anulación.  

Por todo lo anteriormente expuesto, lo procedente es la estimación del recurso con 
declaración de nulidad de la disposición recurrida, sin expresa imposición de las costas 
conforme al artículo 139.1 de la Ley de la Jurisdicción .  

Vistos los preceptos legales citados y demás de pertinente y general aplicación, la 
Sala dicta el siguiente  

F AL L O  

Con rechazo de las causas de inadmisión alegadas procede estimar la demanda 
seguido a instancia de SINDICATO DE ENFERMERIA SATSE, contra la CONSEJERIA 
DE SALUD DE LA JUNTA DE ANDALUCIA, y el SAS y en su consecuencia la 
declaración de nulidad del Artículo 5, del apartado a) del Artículo 8, del apartado 1 del 
Artículo 13 y de la expresión del Artículo 10:"sin necesidad de estar previamente 
vinculada como personal funcionario o estatutario al Sistema Nacional de Salud" del 
Decreto 75/2007 de 13 de Marzo . “ 
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Esta sentencia fue recurrida por el Gabinete Jurídico de la Junta de Andalucía y por 

el del Servicio Andaluz de Salud.  

Sorpresivamente, y contraviniendo su propia línea jurisprudencial consolidada, la 

Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo del TRIBUNAL SUPREMO anuló 

parte de la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, mediante la 

Sentencia nº 5069/2012, del 9 de septiembre de 2012  (Documental núm. 10).  

A esta sorprendente sentencia hace referencia D. José Ramón Chaves (actualmente 

Magistrado del Tribunal de Justicia de Asturias y anteriormente de Galicia adscrito a la 

Jurisdicción Contencioso Administrativa) en su blog “delajusticia.com", en una entrada 

titulada: “Últimas noticias del Tribunal Supremo sobre la libre designación: una de cal y 

una de arena”, (se transcribirá la entrada completa en el apartado correspondiente a la 

utilización abusiva y descarada del sistema de libre designación) en la que deja claro de 

manera contundente el desvío del Tribunal Supremo de su propia doctrina que atribuye a 

los siguiente: 

“Posiblemente las hábiles alegaciones y pruebas expuestas por los letrados 

de las Administraciones demandadas (Junta de Andalucía y Servicio Andaluz de 

Salud) consiguieron ofrecer al Tribunal Supremo el espejismo de una colmena 

sanitaria donde solo unas contadas Unidades de gran relieve serían provistas por 

libre designación, pero lo cierto es que la sentencia dice lo que dice, y el precepto 

salvado de las negras aguas dice a las claras que todos los cargos intermedios se 

cubrirán por libre designación.” 

 

Ambas sentencias serán analizadas en los siguientes puntos de la presente 

denuncia, al tratar cada uno de los sistema de provisión por separado.  

 Sin embargo, sí es importante resaltar aquí que el primer motivo de oposición de la 

Administración ante la demanda presentada por el sindicato SATSE fue la consideración 

de que un sindicato NO tenía legitimidad para cuestionar los procesos de provisión de 

plazas y la contundente y lógica respuesta del Tribunal en su fundamento de Derecho 

Tercero defendiendo la legitimidad de los representantes de empleados públicos en 

cualquier materia de personal, como no podía ser de otra manera, que se transcribe a 

continuación: 
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“ANTECEDENTES DE HECHO: 
[…] 
TERCERO.- En su escrito de contestación a la demanda, la Administración demandada se 
opuso a las pretensiones del actor, y tras exponer cuantos hechos y fundamentos de 
derecho consideró de aplicación, solicitó se dicte sentencia por la que se inadmita el 
recurso por falta de legitimación sindical para cuestionarlos procesos de provisión de 
plazas…” 
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO: 
[…] 
SEGUNDO.-La Administración demandada niega los hechos aducidos de contrario y sólo 
se admiten los resultantes del expediente administrativo […]. 
El Sindicato recurrente no está legitimado para defender la legalidad en materia de 
provisión de puestos de trabajo, pues no es una materia que pueda incluirse en los 
intereses económicos y sociales que le son propios[…] 
Así mismo el Letrado de Administración Sanitaria rechaza el expositivo de hechos 
formulado por la parte recurrente. Al amparo de lo establecido en el art. 69 b), de la Ley 
Jurisdiccional , se alega como causa de inadmisibilidad del presente recurso, la falta de 
legitimación activa del sindicato recurrente, derivada de la inexistencia, al menos esta 
parte no tiene constancia, del acuerdo del órgano competente del sindicato recurrente 
para impugnar la disposición general objeto de impugnación en el presente recurso. 
[…] 
TERCERO.- Con carácter previo es preciso valorar las alegaciones de las 
administraciones demandadas en relación con la inadmisión por falta de legitimación de 
los recurrentes, ya que el Sindicato recurrente que inicia y promueve el expediente 
administrativo carece de ella, así como de la inexistencia, del acuerdo del órgano 
competente del sindicato recurrente para impugnar la disposición general objeto de 
impugnación en el presente recurso. Sabido es que este Tribunal Supremo reiteradamente 
ha declarado, según se refiere en las sentencias de 7 de abril de 2005 (RC 5572/2002 ) 
EDJ 2005/68349 con cita de las sentencias de 29 de octubre de 1986 EDJ 1986/6843 , 18 
de junio de 1997 EDJ 1997/5645 y de 22 de noviembre de 2001 (RC 2134/1999 ) EDJ 
2001/44823 , «que el concepto de legitimación encierra un doble significado: la llamada 
legitimación «ad processum» y la legitimación «ad causam». Consiste la primera en la 
facultad de promover la actividad del órgano decisorio, es decir, la aptitud genérica de ser 
parte en cualquier proceso, lo que «es lo mismo que capacidad jurídica o personalidad, 
porque toda persona, por el hecho de serlo, es titular de derechos y obligaciones y puede 
verse en necesidad de defenderlos». Es indudable que esta norma de provisión de puestos 
directivos y cargos intermedios tiene una afectación directa sobre los afiliados y demás 
trabajadores del Servicio Andaluz de Salud, sobre todo, si tenemos en cuenta, que al día 
de hoy , las personas que vienen ocupando estos puestos son de plantilla y tienen la 
condición de personal estatutario fijo. Además el interés profesional o económico de esta 
Organización esta fuera de toda duda. Con este recurso no se pretende la defensa de la 
legalidad en abstracto, se defiende el derecho de los profesionales afiliados a acceder a 
cargos intermedios mediante un sistema de provisión distinto al regulado, acorde con los 
principios que rigen la función pública y que garantizan la libre concurrencia, 
transparencia, el mérito y la capacidad que posibilitaría que todos aquellos trabajadores 
que cumpliesen los requisitos exigidos en la convocatoria cumplieran con la expectativa 
de participar en el proceso de selección y provisión y de obtener el puesto. Todo ello, sin 
hacer mención alguna a la posibilidad que se establece en el Decreto recurrido de 
participar en estos procesos de provisión de puestos de personas totalmente ajenas al 
Sistema Nacional de Salud, situación esta que incide directamente sobre las posibilidades 
y probabilidades reales de obtener un puesto por parte del personal de plantilla. Como así 
lo entiende el Propio demandado SAS que estima al sindicato recurrente, legitimado, para 
impugnar los puestos de selección por libre designación, de los de jefe de Bloque de 
Enfermería. Y consta en autos la existencia el acuerdo del órgano competente del 
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sindicato recurrente para impugnar la disposición general objeto de impugnación. Por lo 
que ambas alegaciones de inadmisibilidad deben ser rechazadas.” 
 

Con esta NEGACIÓN DE LA LEGITIMIDAD SINDICAL para cuestionar lo 

que decidan los cargos públicos de la Administración Sanitaria andaluza, hecha, 

además, en sede judicial, quedó muy claro desde el primer momento cuál era el rumbo que 

iba a tomar la denunciada, MONTERO CUADRADO, en aquel momento Consejera de 

Salud y máxima responsable, en esta y otras materias ligadas a la gestión sanitaria pública:  

NO reconocer el derecho que asiste a los ciudadanos, a través de sus 

representantes democráticamente elegidos, de controlar las actuaciones de los cargos 

públicos en materia de personal para, de esta forma, asegurarse el control total y la 

manipulación caprichosa de la selección del mismo.  

  

 Por otra parte, a la denunciante no le consta que hayan existido impugnaciones del 

resto de la normativa que desarrolló el Decreto 75/2007. Es fácil suponer que no se 

presentaron por parte de los sindicatos porque creyeron que la impugnación del Decreto 

por el SATSE sería suficiente para conseguir parar la paralización del resto de las normas 

que lo desarrollaban, máxime cuando ya en el año 2008 el Tribunal Superior de Justicia de 

Andalucía le dio la razón al SATSE. Nunca lo han conseguido. 

 

Lo que sí ha habido a lo largo de estos casi diez años es la impugnación 

generalizada de las resoluciones de aplicación de estas normas a casos concretos. Lo 

relacionado con esta actividad de carácter judicial contencioso administrativo se concreta a 

continuación, en relación con los dos sistemas de provisión regulados en el Decreto 

75/2007.  
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-.TERCERO.- 
 

 El sistema de provisión de puestos directivos: 

 

 1. La creación de “El Registro de personas candidatas 

consideradas idóneas para desempeñar los puestos directivos de 

los centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud” 

 

El directivo profesional público de las Instituciones Sanitarias está incluido entre 

los directivos que prestan sus servicios en las Administraciones Públicas y los criterios 

que las Administraciones deben seguir para la selección de este personal están fijados 

en el artículo 13 del Estatuto Básico del Empleado Público. También los requisitos, 

tanto sustantivos: mérito, capacidad e idoneidad, como procedimentales: publicidad y 

concurrencia (convocatorias públicas) al tratarse de personal al servicio de las 

Administraciones Públicas: 

Artículo 13. Personal directivo profesional. 
El Gobierno y los órganos de gobierno de las comunidades autónomas podrán establecer, en 
desarrollo de este Estatuto, el régimen jurídico específico del personal directivo así como los 
criterios para determinar su condición, de acuerdo, entre otros, con los siguientes principios: 
1. Es personal directivo el que desarrolla funciones directivas profesionales en las 
Administraciones Públicas, definidas como tales en las normas específicas de cada 
Administración. 
2. Su designación atenderá a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se 
llevará a cabo mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia. 
3. El personal directivo estará sujeto a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia y 
eficiencia, responsabilidad por su gestión y control de resultados en relación con los objetivos 
que les hayan sido fijados. 
 
 

 Además, como se trata de directivos sanitarios y NO de personal estatutario, su 

selección NO se rige por la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto Marco del 
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personal estatutario de los servicios de salud, sino que sigue vigente lo dispuesto en la 

Disposición Adicional Décima Ley 30/1999 que prevé en su apartado 2º que las 

convocatorias para la provisión de tales puestos se publicarán en el “Boletín Oficial del 

Estado”. Y ello es así porque aún no se ha producido un desarrollo legislativo posterior 

con respecto a este personal en la Comunidad Autónoma de Andalucía.  

  Sin embargo, en Andalucía las convocatorias para tales puestos NO se realizan, 

puesto que la denunciada MONTERO CUADRADO y sus colaboradores, diseñaron un 

sistema ESPECÍFICO y ÚNICO  (ninguna otra Comunidad Autónoma lo ha implantado 

a pesar de que lleva 10 años creado en Andalucía) que consistió en la creación de un 

“REGISTRO DE PERSONAS CANDIDATAS CONSIDERADAS IDÓNEAS PARA 

DESEMPEÑAR LOS PUESTOS DIRECTIVOS DE LOS CENTROS SANITARIOS 

DEL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD” (en adelante “Registro de personas 

candidatas”), que, según ellos, mantenía una única convocatoria abierta y permanente. 

 Este diseño fue asumido y aprobado por el Consejo de Gobierno de la Junta de 

Andalucía al aprobar la norma que lo creó (Preámbulo del Decreto 75/2007: “En su virtud, 

de acuerdo con lo previsto en los artículos 21.3 y 27.6 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del 

Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta de la Consejera de Salud, de 

acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía y previa deliberación del Consejo de Gobierno, 

en su reunión del día 13 de marzo de 2007. DISPONGO…”) 

La creación de este “especial” sistema de provisión, procedimiento de selección y 

del Registro se produce en concretamente en los artículos 2 a 6 del Decreto 75/2007, 

que se transcriben a continuación: 

Artículo 2. Sistema de provisión. 

La provisión de los puestos directivos de los centros sanitarios del Servicio 
Andaluz de Salud se realizará por el sistema de libre designación, previa convocatoria 
pública de carácter abierto y permanente. 

Artículo 3. Convocatoria. 

1. La convocatoria para la provisión de los puestos directivos se efectuará por 
resolución de la Dirección General competente en materia de personal del Servicio 
Andaluz de Salud y será publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 2. La convocatoria especificará la identificación y características de todos los 
puestos directivos de los centros sanitarios integrados en el Servicio Andaluz de Salud, los 
requisitos exigidos para su desempeño, que, en cualquier caso, será en régimen de 
dedicación exclusiva, los criterios para determinar la idoneidad de las personas 
aspirantes según los distintos puestos directivos y cualquier otra circunstancia que, en su 
caso, vaya a ser valorada. 

3. El plazo de presentación de solicitudes será abierto y permanente. 



 

Página 39 de 122 

4. Las solicitudes, que se dirigirán a la Dirección General competente en materia 
de personal del Servicio Andaluz de Salud, deberán especificar el puesto o puestos 
directivos concretos que se solicitan de los recogidos en la convocatoria. 

5. Junto a la solicitud, las personas aspirantes aportarán documentación 
acreditativa de los requisitos exigidos, así como de cualquier otro mérito o circunstancia 
que quieran poner de manifiesto, no estando obligadas a aportar aquellos documentos y 
datos que consten en el expediente personal que, en su caso, pueda obrar en el Servicio 
Andaluz de Salud, al objeto de su consideración como persona idónea para el desempeño 
de puestos directivos y su posterior inclusión en el registro contemplado en el apartado 2 
del artículo 5 de este Decreto. 

Artículo 4. Participantes. 

En los procedimientos para la provisión de puestos directivos del Servicio Andaluz 
de Salud, podrá participar toda persona que reúna los requisitos exigidos en la 
convocatoria sin necesidad de estar previamente vinculada como personal funcionario o 
estatutario al Sistema Nacional de Salud. 

Artículo 5. Evaluación y registro de personas candidatas. 

1. Las solicitudes de las personas aspirantes serán evaluadas por la Dirección 
General competente en materia de personal del Servicio Andaluz de Salud, conforme a lo 
previsto en la resolución de convocatoria. 

2. Las personas candidatas consideradas idóneas para desempeñar puestos 
directivos en el Servicio Andaluz de Salud se inscribirán en un Registro que al efecto se 
crea en virtud de este Decreto. Dicha inscripción especificará el concreto puesto o puestos 
directivos para cuyo desempeño resulte idónea cada persona candidata. 

3. El Registro será único para el Servicio Andaluz de Salud. La Dirección General 
competente en materia de personal del Servicio Andaluz de Salud será el órgano 
administrativo responsable del Registro y adoptará las medidas técnicas, de gestión y 
organizativas necesarias para su funcionamiento, con el fin de garantizar la 
confidencialidad, seguridad e integridad de los datos en él recogidos, así como todas 
aquellas medidas destinadas a hacer efectivos los derechos de las personas afectadas 
regulados en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal y en las normas reglamentarias que la desarrollan. 

4. En el plazo máximo de seis meses, a contar desde la fecha en que la solicitud 
haya tenido entrada en el registro del Servicio Andaluz de Salud, la Dirección General 
competente en materia de personal del Servicio Andaluz de Salud resolverá y notificará a 
las personas aspirantes su inclusión o no en el Registro de personas candidatas 
consideradas idóneas para desempeñar concretos puestos directivos en el Servicio Anda- 
luz de Salud. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución expresa, la 
solicitud se entenderá estimada a efectos de que la persona se considere idónea para el 
desempeño de puestos directivos. 

5. Contra la resolución de la Dirección General competente en materia de 
personal del Servicio Andaluz de Salud, que agota la vía administrativa, podrá 
interponerse recurso de reposición. 

6. Las personas candidatas podrán aportar los méritos que vayan adquiriendo a lo 
largo del transcurso del tiempo, al objeto de actualizar los mismos. 

Artículo 6. Designación. 

1. Vacante un puesto directivo y siendo precisa la cobertura del mismo, la 
provisión se efectuará mediante la correspondiente resolución de designación de una de 
las personas candidatas idóneas incluidas en el Registro, a que hace referencia el 
artículo 5 del presente Decreto, que deberá estar debidamente motivada. 
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2. Cuando se trate de la provisión de los puestos de Dirección Médica y de 
Dirección de Enfermería de los centros incluidos en el ámbito de aplicación del Decreto 
462/1996, de 8 de octubre, por el que se modifica el Decreto 105/1986, de 11 de junio, de 
ordenación de la asistencia sanitaria especializada y de órganos de dirección de los 
hospitales y de conformidad con lo establecido en los párrafos a) de los apartados 2 de los 
artículos 5 y 11, respectivamente, del citado Decreto 462/1996, la Junta Facultativa o 
Junta de Enfermería, respectivamente, producida la vacante de dichas direcciones, 
propondrán a la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, a solicitud de la 
misma y en el plazo de dos meses, a partir de la recepción de dicha solicitud, para su 
nombramiento una terna del Registro de personas candidatas. Transcurrido dicho plazo, 
sin que se presente la misma, se procederá a la designación por el órgano competente. 

3. Cuando la persona designada para desempeñar un puesto directivo, ostente la 
condición de personal estatutario fijo o funcionario de carrera, la provisión se efectuará 
mediante el correspondiente nombramiento realizado por la Dirección Gerencia del 
Servicio Andaluz de Salud, que será publicado en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía. 

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley 55/2003, de 16 de 
diciembre, el personal estatutario fijo que acceda a un puesto directivo será declarado en 
situación de servicios especiales y tendrá derecho al cómputo de tiempo a efectos de 
antigüedad y carrera y, en su caso, al percibo de trienios y a la reserva de la plaza de 
origen. 

5. El personal funcionario de carrera que acceda a un puesto directivo se 
mantendrá en la situación administrativa prevista en la normativa sobre función pública 
que le resulte de aplicación en función de su procedencia, sin perjuicio de que, durante el 
desempeño del puesto, le sean de aplicación las normas sobre personal estatutario y el 
régimen retributivo establecido para el puesto de trabajo desempeñado. 

6. Cuando la persona designada para un puesto directivo, no ostente la condición 
de personal estatutario fijo o de personal funcionario de carrera, su contratación, que se 
formalizará por la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, se ajustará al 
régimen de alta dirección previsto en el Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto, que 
regula la relación laboral de carácter especial del personal de alta dirección. 

7. En el caso de que la persona designada para un puesto directivo, desempeñe 
una plaza básica estatutaria con carácter de temporalidad, la misma quedará reservada, 
quedando dicha reserva, en todo caso, condicionada al carácter de temporalidad de dicha 
plaza o, en el caso de tratarse de un nombramiento interino, quedará reservada mientras 
tanto no sea cubierta por un titular definitivo. 

 

Como se puede observar, se planteó un sistema de libre designación pero sin 

definir cuáles deberían ser los criterios a valorar para que se considerasen cumplidos los 

requisitos de mérito y capacidad que tendrían que reunir los candidatos a un puesto 

directivo, ni los criterios que determinarían el cumplimiento del requisito de la idoneidad 

para cada puesto concreto, como tiene establecido el Tribunal Supremo en su 

jurisprudencia. 
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 2. La Resolución del 23 de abril de 2007 firmada por el 

denunciado BURGOS RODRÍGUEZ 

 

Sin que se hubiese publicado tampoco ninguna Orden de la Consejera, 

MONTERO CUADRADO, que desarrollase el Decreto 75/2007 y especificase esos 

requisitos de mérito, capacidad e idoneidad, con sus correspondientes criterios de 

valoración, y apenas un mes después de la publicación del Decreto (en lo que parece un 

diseño previamente concebido para obviar todo control externo) el Director General de 

Personal y Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud, BURGOS 

RODRÍGUEZ (otro de los denunciados), emite una simple resolución, con el título: 

“Resolución por la que se anuncia convocatoria pública para la provisión de puestos 

directivos en los Centros Sanitarios del Servicio Andaluz de Salud mediante la inscripción 

en el Registro de Personas Candidatas”. 

Sin embargo, en realidad NO es una convocatoria para provisión de puestos, sino 

que, excediéndose absolutamente en sus competencias (como ya se ha indicado, no tiene 

potestad reglamentaria), lo que hace es crear el marco de funcionamiento del Registro, 

un marco absolutamente cerrado y controlado a fin de poder manipular 

caprichosamente los nombramientos. Ello convierte a esta la Resolución en un acto nulo 

de pleno de Derecho por haber sido dictado por un órgano manifiestamente 

incompetente, aun cuando ningún juez haya dictaminado hasta este momento su nulidad 

porque no ha sido recurrido en este tiempo. Téngase en cuenta que cuando se dictó dicha 

Resolución, estaba en vigor la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía, y su artículo 44 sobre la potestad reglamentaria 

deja claro qué órganos tenían esa potestad, y la nulidad de la resolución se deduce 

claramente de su apartado 5. 

Dicho contenido normativo queda claro de la simple lectura del mismo: 

“Primero. Objeto 

La presente Resolución tiene por objeto adoptar las medidas necesarias para 

iniciar la aplicación del procedimiento de provisión de los puestos directivos de los 

centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud, así como la puesta en funcionamiento del 

Registro de personas candidatas consideradas idóneas para el desempeño de dichos 

puestos. 
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Segundo. Registro. 

 El Registro se compondrá con las personas declaradas idóneas por esta 

Dirección General, para cada uno de los puestos directivos de los centros sanitarios, 

definidos con tal carácter en la normativa vigente sobre el régimen funcional de las 

plantillas de los centros asistenciales, que se identifican en el Anexo I de esta Resolución 

con los requisitos para su desempeño, características y criterios para determinar la 

idoneidad de las personas aspirantes a los mismos.  

[…] 

Sexto. Designación. 

1. Producida la vacante de un puesto directivo, su provisión se efectuará, por 

libre designación de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, de entre las 

personas incluidas en el Registro de personas candidatas consideradas idóneas para 

desempeñar el puesto directivo en concreto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 

del referido Decreto 75/2007, de 13 de marzo.” 

   

 Además, la Resolución es firmada el 23 de abril de 2007 y es publicada el 11 de 

mayo, por lo tanto, ya estaba en vigor el Estatuto Básico del Empleado Público cuyos 

criterios en materia de personal directivo era claros como ya se ha visto, a pesar de lo cual 

fueron obviados.  

 Se debe resaltar que dichos criterios han sido reiterados en la Ley 9/2007, de 22 

de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía, y en las consecutivas y anuales 

Leyes de Presupuesto de la Comunidad Autónoma desde 2011 para los entes 

instrumentales (se otorgó un plazo de un mes para adecuar los Estatutos de los entes 

instrumentales y regular el personal directivo adecuándolo a dichos criterios, y ha sido 

sistemáticamente incumplido en las Agencias públicas empresariales sanitarias hasta la 

fecha, tal y como ha puesto de relieve la Cámara de Cuentas -ver Documental num. 11-

), y por tanto, la denunciada MONTERO CUADRADO, Consejera de Salud desde 25 de 

abril de 2004 y Consejera de Hacienda y Administración Pública desde el 9 de septiembre 

de 2013 (Consejería competente en elaborar y proponer al Consejo de Gobierno los 

Proyectos de dichas Leyes de Presupuesto), no podía desconocer dicha circunstancia. 

 “Curiosamente” NO hubo antes, NI se publicó nunca, ninguna Orden del titular 

de la Consejería que desarrollase y estableciese las bases del procedimiento de 

provisión de puestos directivos, como sí se realizó para la provisión de cargos 
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intermedios donde se establecieron pormenorizadamente las bases de provisión de dichos 

puestos. Todo el sistema para proveer de directivos a las instituciones sanitarias públicas 

andaluzas se desarrolló por una simple resolución firmada por el titular de la Dirección 

General (se insiste en que es un órgano de carácter gestor y sin potestad normativa) en 

aquellos momentos. 

 A juicio de la denunciante esto se hizo de forma consciente y deliberada, ya que 

de esta forma no se trataría de acto normativo reglamentario (como lo es una orden del 

titular de la Consejería) y en consecuencia no hacía falta darle conocimiento a los agentes 

sociales ni que fuese objeto de ninguna supervisión externa antes de su publicación. 

  Resumiendo, un órgano sin competencias dictó un acto nulo de pleno 

Derecho cuyo título no se correspondía con su verdadero contenido (de esta manera 

se creaba un “pantalla” que creaba confusión), presuntamente, para darle apariencia 

de legalidad a un sistema creado para nombrar como personal directivo a las 

personas que ellos decidiesen en cada momento. Un sistema que se saltaba la 

Constitución, las leyes que eran legislación básica del Estado y, por supuesto, la 

jurisprudencia de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo. 

 

Además, el Director General, BURGOS RODRÍGUEZ, mediante esta 

resolución, definió, en el Anexo I, “TODOS” los “requisitos exigibles” a los candidatos 

que quisieran inscribirse en el Registro. 
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  Se adjunta dicho Anexo I para que pueda comprobarse la burla que supuso y sigue 

suponiendo en cuanto a la exigencia de méritos, capacidad e idoneidad de los aspirantes a 

ocupar los puestos que han de ser cubiertos, y se recuerda que durante más de 10 años los 

directivos sanitarios en Andalucía han sido escogidos al margen de la legalidad 

vigente y en muchos casos sin cumplir los requisitos de mérito, capacidad e idoneidad 

exigibles para puestos de tan alta responsabilidad.  

 En consonancia con la actuaciones de los denunciados, por supuesto en la 

Resolución analizada no se hace ninguna mención a las características de este Registro, ni 

a las normas de su funcionamiento interno, ni al acceso a la información que contiene, ni al 
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derecho de los inscritos a acceder a la información, ni a la forma de publicitar los puestos 

directivos concretos que han quedado vacantes, ni a cómo se van a cubrir, etc, etc, etc.  

 Tampoco desde entonces se ha cumplido con el requisito de la publicidad, ya que no 

se han realizado convocatorias públicas de las plazas vacantes, y ni siquiera se han 

publicado los nombramientos de los elegidos. Es más, como se verá más adelante en 

ejemplos concretos, algunos nombramientos se han realizado incluso saltándose la propia 

Resolución en cuanto a los únicos requisitos de Formación y Experiencia que aparecen en 

el Anexo I [para los puestos incluidos en el grupo a): experiencia en Dirección y Gestión 

de Centros Sanitarios, en el grupo b): experiencia en Dirección y Gestión en las áreas 

asistenciales de Centros e Instituciones Sanitarias, en el grupo c): experiencia en 

Dirección y Gestión en el área de Enfermería de Centros e Instituciones Sanitarias, en el 

grupo d): experiencia en Dirección y Gestión, en las áreas de Administración y Servicios 

Generales, de los Centros e Instituciones Sanitarias]. 

 

 3. La utilización torticera del “silencio positivo” 

 

 Existe un tema importante tanto en el Decreto (artículo 5.4) como en la Resolución 

(apartado Quinto) que se podría catalogar como de pura “ingeniería jurídica”: la aplicación 

de la figura del silencio positivo para las solicitudes de inclusión en el Registro. 

 Cuando algún aspirante pretende ser incluido en el Registro, se entiende incluido 

automáticamente (se presupone que ha sido considerado idóneo “como candidato” y 

admitido en el Registro) si no se le ha denegado por una resolución expresa en el plazo de 

seis meses.  

 De esta forma se han garantizado que nadie impugnaría el procedimiento ante 

los tribunales por su “no inclusión”. 

Utilizar el silencio positivo incluso le permite al titular de la Dirección General no 

tener que “tomarse la molestia” de evaluar a los aspirantes, ya que cualquier persona que 

cumpla con el requisito formal de tener una titulación media o superior entrará en el 

Registro pasados seis meses desde su solicitud. 
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En realidad, como se ha visto, estar incluido en el Registro NO DABA, NI DA 

EN LA ACTUALIDAD, DERECHO A NADA, NO garantiza que a esas 

personas se les valorarán sus méritos e idoneidad de forma adecuada, NI existe algún 

tipo de órgano de selección formado por expertos para esa valoración, NI les da 

derecho a que en algún momento de su vida se les nombre directivos en algún centro 

sanitario, aunque sean los mejores y más idóneos.  

SOLO LES DA DERECHO A ESTAR EN UN “LISTADO”. Además, una vez 

incluidos en ese “listado” NO tendrán forma de impugnar ningún proceso de selección 

individual, sencillamente porque no existirá un proceso concreto, puesto que NO SE 

CONVOCAN LAS VACANTES NI SE PUBLICITAN.  

De esta forma es imposible la libre concurrencia porque nadie sabe con 

anterioridad qué puestos están vacantes, ni cuándo se han producido las vacantes, ni 

cuáles han sido las personas nombradas y mucho menos cuáles son sus méritos para 

haber sido elegidas ellas y no otras. 

Y esto a pesar de que en relación con la necesidad de la publicación obligatoria 

de las vacantes a cubrir, el Tribunal Constitucional en su Sentencia núm. 221/2004, de 29 

noviembre, ya dejó clara su postura: 

“Lo que no puede admitirse, sin embargo, es la vulneración de la igualdad de 
oportunidades entre los participantes, la dimensión "más específica del derecho que 
reconoce el art. 23.2 CE" (STC 107/2003, de 2 de junio, FJ 4), que se deriva de la 
circunstancia de que la mayor parte de éstos quedaran, por ausencia de publicidad, 
excluidos incluso de la misma posibilidad de concurrir al procedimiento por el que serían 
adjudicados dichos destinos… 

Y es que la jurisprudencia citada ha considerado, en efecto, que en los casos de 
libre designación, la publicidad de las convocatorias es precisamente garantía de la 
igualdad de oportunidades (STC 235/2000, de 5 de octubre, FJ 12), subrayando que el 
contenido del principio de igualdad "queda suficientemente cubierto con la garantía de la 
publicidad de las correspondientes convocatorias". […] 

5. En definitiva, ha de concluirse que la adjudicación de los destinos por libre 
designación, realizada sin introducir publicidad para los demás aspirantes a la provisión 
de esos concretos puestos de trabajo (…), con la consiguiente eliminación de la 
posibilidad de concurrir en condiciones de igualdad, al menos, al procedimiento de 
selección que debía concluir con la decisión discrecional sobre la adjudicación de esos 
destinos caracterizados por notas de singularidad, vulneró el art. 23.2 CE… 
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4. La oposición del SINDICATO DE ENFERMERÍA 

SATSE a la creación del Registro de personas candidatas, el 

resultado judicial y la utilización del Registro para  presuntamente 

dar cobertura al férreo control de los nombramientos y conseguir 

copar los puestos directivos con personas afines 

 

Aunque existieron personas y colectivos profesionales (colegios profesionales y 

sindicatos) que tuvieron claro que no se estaba cumpliendo la legalidad por parte de los 

denunciados y decidieron presentar todo tipo de impugnaciones ante la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa a lo largo de estos años (como ocurrió con la impugnación del 

Decreto 75/2007 que se tratará a continuación), no pudieron acabar con las actuaciones de 

los denunciados. 

De hecho, hasta el momento presente ha resultado imposible poner freno a la 

descaradas actuaciones de los denunciados en esta materia, sobre todo, debido al 

maremagnum de resoluciones y actos administrativos que siguieron a este Decreto y a la 

actuación negligente, cuando no directamente torticera, de los que debieron ser defensores 

de la legalidad en la Administración andaluza. A todo lo cual se unió el limitadísimo 

alcance de dicha Jurisdicción Contencioso Administrativa para conseguir la restitución de 

la legalidad, como se expone a lo largo de esta denuncia. 

Desconoce la reclamante el papel desarrollado con los Servicios Jurídicos del 

Servicio Andaluz de Salud y sus letrados durante estos años, pero es difícil entender lo 

sucedido sin algún tipo de colaboración de alguno de sus miembros; por lo que considera 

que los letrados del Servicio Andaluz de Salud debería ser citados para que aclarasen 

si ha existido algún tipo de cooperación con los denunciados por parte de algunos de 

sus integrantes. 

 

  Y al hilo de lo expuesto, corresponde ahora examinar lo sucedido a partir de 

entonces. 

 Lo siguiente es copia literal de las sentencias de lo Contencioso Administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Sentencia nº 1808/2008, de 22 de diciembre 
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de 2008) y del Tribunal Supremo (Sentencia nº 1691/2009, del 9 de septiembre de 2012), 

anteriormente citadas, en relación con la impugnación planteada por el sindicato SATSE: 

 Ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía el sindicato alegó:  

“FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.-Es objeto de recurso el Decreto 75/2007, de 13 de Marzo, por el que se regula 
el sistema de provisión de puestos directivos y cargos intermedios de los centros sanitarios 
del Servicio Andaluz de Salud. La actora considera la nulidad del Artículo 5 por vulnerar 
los Principios de Igualdad, libre concurrencia , libertad y por su carácter arbitrario. En 
relación a la provisión de puestos directivos, el Art. 5 del Decreto crea un denominado 
"registro de personas candidatas", por el cual, cualquier persona interesada en participar 
en una convocatoria para cubrir un puesto directivo, se le exige como requisito previo e 
ineludible estar inscrito en el mencionado registro. Pues bien, esta parte entiende que este 
novedoso sistema de registro previo a la provisión del puesto directivo vacante es 
absolutamente desorbitado y acentúa más, si cabe, el carácter arbitrario del acceso a la 
función pública por procedimiento libre designación. Con la implantación del 
mencionado "registro de candidatos idóneos" ciertamente se restringe la posibilidad de 
participar de los interesados en una convocatoria pública para cubrir un puesto de libre 
designación, atentándose con ello, a los principios de igualdad, libertad, carácter abierto 
de los procesos selectivos y libre concurrencia ( Art. 23.2 y 103.3 C .E., Art. 61 del 
Estatuto Básico del Empleado Público). Por otra parte y a mayor abundamiento este 
registro sesga, en cierta medida, la autonomía que tenía reconocida la Junta Facultativa y 
de Enfermería, aspirantes a ocupar el puesto de Director Médico o de Enfermería, 
respectivamente. Y ello, porque a partir de la puesta en práctica del presente registro, esa 
terna deberá ser designada de entre las personas registradas y evaluadas como "candidatos 
idóneos”. 

 

Frente a estas alegaciones la Administración sanitaria alegó: 

“FUNDAMENTOS DE DERECHO 
SEGUNDO.-La Administración demandada niega los hechos aducidos de contrario y sólo 
se admiten los resultantes del expediente administrativo […]El artículo 5 no es arbitrario 
ni vulnera los principios de igualdad y libre concurrencia. En la provisión de plazas en el 
Sistema Nacional de Salud existe una concreción de principios por los que ha de regirse 
en el artículo 29 del Estatuto Marco del personal estatutario de los servicios de salud, 
aprobado por la Ley 55/2003, de 16 de diciembre. En esencia, se trata de "ahorrar" la 
presentación de documentación y la evaluación de cada uno de los candidatos en cada 
ocasión en la que se encuentre vacante un puesto directivo concreto que haya de 
proveerse: bastará con una única presentación de documentación, sin perjuicio de la 
actualización de la misma. En efecto, para entender el sistema debe partirse del punto 3 
del artículo 3 del Decreto, donde se recoge el carácter abierto y permanente de la 
presentación de solicitudes, lo que mal se compadece con la crítica mencionada […] 
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Entrando en el fondo de la cuestión debatida, la Administración demandada significa en 
primer lugar la total conformidad a derecho del articulado del Decreto recurrido, más 
allá de opinables criterios sobre oportunidad, que son los que en definitiva motivan el 
presente recurso. Entrando en el examen de las causas de oposición aducidas de 
contrario, la primera de las mismas, no es otra que la impugnación del art. 5 del citado 
Decreto, en cuanto establece un registro de personas candidatas, para la cobertura de 
puestos directivos. Alega que ninguna fundamentación contiene el escrito de demanda de 
los términos en los que esta disposición vulnera los principios de igualdad en el acceso al 
empleo público. Y entiende que no puede vulnerar principio alguno desde el momento en 
que la solicitud de inscripción en dicho registro es libre, y pueden solicitarla todos los 
interesados, por lo que la creación del mismo es una medida de organización que entra 
claramente dentro del campo de actuación de las Administraciones Públicas, y que en el 
presente caso permite a las mismas tener conocimiento de las personas interesadas en 
acceder a los puestos directivos, en este caso del Servicio Andaluz de Salud, así como de 
cuáles de las mismas reúnen los requisitos exigibles para acceder al cargo y son idóneas 
para cada puesto. La mejor prueba de que no se limita el acceso a dichos cargos, la 
supone el hecho de que el Art. 4, expresamente dispone que en la provisión de puestos 
directivos del Servicio Andaluz de Salud, podrán participar todos los interesados que 
reúnan los requisitos. Lo que el art. 5o establece es un proceso continuo, en el que los 
candidatos que consideren reúnen los requisitos exigidos y a los que interese desempeñar 
dichas plazas solicitan su inclusión en un registro, se evalúan sus solicitudes y se incluyen 
en el mismo a los que se considere idóneos para determinados puestos, y cuando se 
produce una vacante, de acuerdo con el procedimiento establecido en cada caso, se 
produce el nombramiento […] 
 

Ante estas alegaciones, en la Sentencia nº 1808/2008 el Tribunal Superior de 

Justicia de Andalucía, da la razón al sindicato y ANULA la creación de este Registro: 

“SEXTO.- El Art. 5 del Decreto crea un denominado "registro de personas candidatas", 
por el cual, cualquier persona interesada en participar en una convocatoria para cubrir 
un puesto directivo, se le exige como requisito previo e ineludible estar inscrito en el 
mencionado registro. Basándose la administración en razones de urgencia en la cobertura 
y autoorganización La norma general es que vacante una plaza de puesto directivo o 
intermedio se convocará la misma, esa convocatoria contendrá los requisitos y será 
mediante ella y no por ninguna otra norma extraña por la que se pueda participar a 
cubrir la vacante. Así el artículo 20.1 b) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto , de medidas 
para la Reforma de la Función Pública establece:"1. Los puestos de trabajo adscritos a 
funcionarios se proveerán de acuerdo con los siguientes procedimientos: b) Libre 
designación con convocatoria pública: Se cubrirán por este sistema los puestos que se 
determinen en la relación de puestos de trabajo. Para su provisión deberán anunciarse en 
los Boletines y Diarios Oficiales por la autoridad competente para efectuar los 
nombramientos. La convocatoria indicará la denominación, nivel y localización del 
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puesto, así cono los requisitos mínimos exigidos a los funcionarios que aspiren a 
desempeñarlos, y concederá un plazo no inferior a quince días para la presentación de 
solicitudes. Dichas solicitudes se elevarán a la autoridad competente, que, previo informe 
del Jefe de la dependencia, procederá al nombramiento en el plazo máximo de un mes y lo 
comunicará al correspondiente Registro de Personal." 
El citado registro de personas declaradas candidatas "idóneas" no prevé la necesaria 
publicidad de las personas que así han sido consideradas, con la imposibilidad recurso 
por parte de otros interesados en cubrir las plazas o puestos de referencia, 
encontrándonos ante actos firmes que imposibilitan su impugnación y no exigiéndose el 
perfil viene delimitado por los siguientes elementos: en primer lugar, tiene carácter 
excepcional; en segundo, se aplica a un puesto determinado en atención a la naturaleza 
de sus funciones; en tercer lugar, sólo entran en tal grupo los puestos directivos de 
confianza que la ley relaciona; por último, la objetivación de los puestos de esta última 
clase de especial responsabilidad, esta incorporada a la Relación de Puestos de Trabajo 
que deberán incluir en todo caso, la denominación y características esenciales de los 
puestos, y serán públicas. Por tanto al carecer dicho registro de los anteriores 
condicionamientos procede igualmente su anulación.” 

 

  Queda meridianamente claro que el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía se 

ciñó de forma estricta a la nueva línea jurisprudencial que se había abierto paso en el 

Tribunal Supremo desde el año 2002, ante el gran descontrol y el abuso que estaban 

cometiendo las Administraciones Públicas en la designación de puestos directivos entre 

personas afines, personal o ideológicamente, a los dirigentes políticos de turno. 

 Sin embargo, posteriormente el Tribunal Supremo anuló lo dispuesto en la sentencia 

del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía sobre el Registro de personas candidatas en 

base a:  

“FUNDAMENTOS DE DERECHO 

CUARTO.- […] 

Por lo que hace al Registro regulado en el discutido artículo 5, es una medida de organización 

administrativa dirigida a facilitar la tramitación y evitar trámites innecesarios, pues pretende 

establecer una única documentación que, sin perjuicio de su actualización, pueda ser utilizada 

en una pluralidad de convocatorias para, de esta manera, "ahorrar" (así se dice) la 

presentación de documentos cada vez que se produzca una vacante de puesto directivo.  

Se trata, pues, de una solución que, por estar directamente enlazada con el principio de 

eficacia administrativa ( artículo 103 CE ), en principio no merece reproche; y a ello ha de 

añadirse que también carecen de justificación los reparos que le hace la demanda por lo 

siguiente: (a) no limita a los interesados en ocupar puestos directivos sus posibilidades de 
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solicitar la inclusión en el Registro; (b) las resoluciones que decidan la inclusión o no en el 

Registro son perfectamente revisables en vía administrativa y, agotada esta, tienen abierta la 

impugnación jurisdicción; (c) en el artículo 6 se establece la propuesta de terna en favor de la 

Junta Facultativa o Junta de Enfermería; y (d) la necesidad de que esta terna se confeccione 

con personas que figuren en el Registro no puede considerarse improcedente, pues tales Juntas 

no son libres para prescindir del análisis de la profesionalidad y a lo que va dirigida tal 

necesidad es a ofrecer los datos profesionales de los incluidos en la terna que permitan el 

definitivo juicio de su idoneidad para el cargo directivo.” 

 

Como puede comprobarse el Tribunal Supremo considera que la solución de crear 

un Registro permanente: “...en principio no merece reproche..” porque está directamente 

enlazada con el principio de eficacia administrativa y no vulnera el derecho de los 

interesados a solicitar su inclusión o impugnar su no inclusión, además de facilitar a las 

Juntas Facultativas y de Enfermería los datos profesionales de los incluidos en la terna 

“que le permitan el definitivo juicio de su idoneidad para el cargo directivo”. 

No obstante, basta leer el párrafo anterior de la sentencia del Tribunal Supremo 

para darse cuenta de que su apreciación, “...en principio no merece reproche..”, se basa en 

un subterfugio utilizado por la representación legal de la Administración andaluza que le 

argumenta a los magistrados que el Registro solo es: “…una medida de organización 

administrativa dirigida a facilitar la tramitación y evitar trámites innecesarios, pues 

pretende establecer una única documentación que, sin perjuicio de su actualización, pueda 

ser utilizada en una pluralidad de convocatorias para, de esta manera, "ahorrar" (así se 

dice) la presentación de documentos cada vez que se produzca una vacante de puesto 

directivo. 

Es claro que dicha representación legal de la Administración Sanitaria da a 

entender con sus palabras al Tribunal Supremo (de ahí la expresión usada por propio 

Tribunal: “(así se dice)” ) que cuando se produzca una vacante, la misma se provisionará 

de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido (mediante convocatoria pública 

del puesto y evaluación en cada caso de los méritos, capacidad e idoneidad de los 

candidatos registrados para ese puesto en concreto) y que el Registro se utilizará solo 

para ahorrar la presentación de documentos cada vez que se produzca una vacante de 

un puesto directivo. Para de esta forma conseguir un pronunciamiento favorable del 

Tribunal Supremo. 
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Nada más lejos de la realidad. 

Desde ese momento, NI SE HAN CONVOCADO PÚBLICAMENTE Y POR 

SEPARADO CADA UNA DE LAS VACANTES DE PUESTOS DIRECTIVOS, NI SE 

HA SEGUIDO UN PROCEDIMIENTO PARA LA ELECCIÓN DE CADA 

DIRECTIVO QUE GARANTICE LOS DERECHOS DE ACCESO, no ya al registro 

(que como se ha visto eso no da derecho a nada más, en realidad) sino A LOS 

PUESTOS DIRECTIVOS REALES DE ACUERDO CON LOS PRINCIPIOS 

CONSTITUCIONALES Y LA LEGALIDAD VIGENTE (antes citada).  

Está claro que esta sentencia del Tribunal Supremo de 2012 para lo único que ha 

servido es que los denunciados nombrasen con total libertad e inmunidad a quienes 

quisiesen, para ser utilizada públicamente para acallar las voces de los sindicatos (cada vez 

que han protestado por la elección “a dedo” y por simple afinidad de directivos 

inadecuados les han dicho que podían hacerlo porque el registro era legal según el 

Supremo), y para hacer creer a la opinión pública que el Tribunal Supremo ha “bendecido” 

el sistema andaluz de nombramiento de directivos sanitarios porque era una forma 

novedosa y eficiente de tener los mejores directivos sanitarios, pero eso no es cierto. 

 

 Todo lo expresado es corroborado por la propia Cámara de Cuentas de Andalucía 

(órgano técnico dependiente del Parlamento de Andalucía, al que corresponde la 

fiscalización externa de la gestión económica, financiera y contable de los fondos públicos 

de la Comunidad Autónoma de Andalucía) en el “Informe de fiscalización de 

determinadas áreas de la gestión de Recursos Humanos del Sector Público Sanitario de 

Andalucía, correspondiente al ejercicio 2013”, emitido en Julio de 2017, que corrige al 

Servicio Andaluz de Saludo en las alegaciones que presentó respecto a esta misma cuestión 

(se puede comprobar en la contestación a la ALEGACIÓN Nº 8, A LOS PUNTOS 37 a 

42) (Documental num. 11).  

  Dice la Cámara de Cuentas en su Informe: 

 “Respecto al sistema de provisión de los puestos directivos y cargos intermedios de los 

centros del SAS, en el punto 38 del informe se dice que la existencia del Registro de 

candidatos a puestos directivos pudiera suponer un obstáculo para la plena aplicación de 

los principios de publicidad, concurrencia y no discriminación que -entre otros-, deben 

presidir la selección de personal directivo de los centros sanitarios. 
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 La Sentencia que se menciona del TS (Sala 3ª) de 9 de julio de 2012, si bien es cierto que 

desestima el recurso contencioso-administrativo en cuanto a sus impugnaciones planteadas 

frente al artículo 5, el apartado a) del artículo 8 y el apartado 1 del artículo 13, del Decreto 

75/2007, no dice en ningún momento que no pueda vulnerar los principios de igualdad, 

mérito y capacidad. Esto es lo que se menciona en el informe. 

 No obstante, se dispone de evidencia de que determinados informes de fiscalización de la 

Intervención Central del SAS han hecho referencia a la vulneración de los principios 

indicada en el párrafo anterior.” 

 

 Los citados informes de fiscalización de la Intervención Central del Servicio 

Andaluz de Salud no son de acceso público, por lo que no pueden ser aportados en estos 

momentos a la presente denuncia. 

 

 5. La ENCOMIENDA DE GESTIÓN del “Registro de 

personas candidatas consideradas idóneas para desempeñar los 

puestos directivos de los centros sanitarios del Servicio Andaluz de 

Salud” firmada por el denunciado ARANDA LARA (documental 

nº 12-1) 

 

En el año 2015, en plena vorágine de protestas contra los dirigentes del Sistema 

Sanitario andaluz, se separa la Consejería de Salud y la de Bienestar Social, y se publica el 

Decreto 208/2015, de 14 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la 

Consejería de Salud y de Servicio Andaluz de Salud, que recoge, en su artículo 12 apartado 

d), entre las atribuciones del Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud: “La jefatura 

superior del personal adscrito al Servicio Andaluz de Salud, así como la convocatoria de 

provisión de puestos directivos y de cargos intermedios del personal estatutario.” 

No pasan ni seis meses, cuando el 11 de diciembre de 2015, el Director Gerente del 

Servicio Andaluz de Salud (en aquel momento otro de los denunciados, ARANDA 

LARA) decide que el Servicio Andaluz de Salud “se desprenda” de la gestión del 

“Registro de personas candidatas consideradas idóneas para desempeñar los puestos 
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directivos de los centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud” y le entrega la misma a 

una empresa pública externa al Servicio Andaluz de Salud, emitiendo una RESOLUCIÓN, 

titulada: “Resolución de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud por la que 

se acuerda la encomienda de gestión del Servicio Andaluz de Salud a la Escuela 

Andaluza de Salud Pública para el desarrollo de medidas técnicas y de gestión del 

Registro de personas candidatas para desempeñar los puestos directivos de los centros 

sanitarios del Servicio Andaluz de Salud” (curiosamente en la descripción ya han 

desaparecido las palabras “consideradas idóneas”). 

En el preámbulo de la Resolución citada aparece lo siguiente: 

“En este contexto, el Servicio Andaluz de Salud (SAS) ha identificado la necesidad de 
desarrollar las medidas técnicas, de gestión y organizativas necesarias para el mejor 
funcionamiento del sistema de provisión de puestos directivos del SAS, que partiendo el 
registro de personas calidad (creado a partir del Decreto 75/2007 del 13 de Marzo, por el que 
se regula Sistema de Provisión de Puestos Directivos y Cargos Intermedios de los Centros 
Sanitarios del SAS), se constituya como un instrumento útil, el Banco de Profesionales 
directivos del SAS, que permita disponer en todo momento de información actualizada sobre 
los perfiles competenciales y curriculares de las personas incluidas en el mismo, así como 
tener identificada una relación de las personas candidatas evaluadas aspirantes a asumir 
puestos de responsabilidad en el SAS.” 

 

Como puede comprobarse, utilizando la figura de la ENCOMIENDA DE 

GESTIÓN a la ESCUELA ANDALUZA DE SALUD PÚBLICA (EASP) el denunciado 

ARANDA LARA, expresa su intención de que, partiendo del Registro de personas 

candidatas, se constituya lo que él viene a denominar el BANCO DE PROFESIONALES 

DIRECTIVOS del Servicio Andaluz de Salud. 

Este es un buen ejemplo de como los denunciados enredan y obvian a su antojo la 

legalidad vigente. Está claro que un “banco de directivos” NO tiene encaje jurídico en la 

Constitución, ni en las leyes que regulan las Administraciones Públicas. Lo cierto es que 

en las administraciones públicas no están previstos los “bancos de directivos” sino las 

convocatorias públicas de cada uno de puestos directivos vacantes, ese es el sistema 

legalmente establecido al que hace referencia toda la jurisprudencia. 

Se puede deducir fácilmente de la lectura de la resolución (se adjunta como 

Documental num. 12-1) que, por mucho que se envuelva en expresiones pretendidamente 

técnicas, el Servicio Andaluz de Salud con esta “encomienda de gestión” lo único que hace 

es contratar un servicio para gestionar una simple base de datos (hasta el momento la 

llevaba directamente la Dirección General de Profesionales). 
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Este “nuevo” sistema de gestión del Registro de personas candidatas se valora en 

240.005,20 € en total y se extiende hasta el 31 de octubre de 2019, abonándose en una 

cantidad fija cada año. 

Es decir, hasta este momento la gestión de dicho Registro se hacía con el personal 

del propio Servicio Andaluz de Salud y a partir del 11 de diciembre de 2015 se procede a 

pagar a una Sociedad Mercantil (es una Sociedad Anónima de titularidad Pública) para 

que lo haga, justificándolo con “la necesidad de desarrollar medidas técnicas, de gestión y 

organizativas necesarias para el mejor funcionamiento del sistema de provisión de puestos 

directivos del Servicio Andaluz de Salud” y describiendo un “complejo” sistema de gestión 

y seguimiento, que parece más diseñado de “cara a la galería” y a justificar la transferencia 

de fondos desde el Servicio Andaluz de Salud a la Escuela Andaluza de Salud Pública 

(EASP) que a ser verdaderamente implementado. 

Para colmo, dicho ente instrumental (EASP) se rige por el Derecho privado, y en 

ningún caso puede ejercer potestades administrativas, según el artículo 75.2 de la Ley 

9/2007, de 22 de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía. La Sentencia 

de la Sección Primera de la Sala de Sevilla del TSJA de 18-02-2016 (recurso 704/2014) 

se pronuncia con mucha claridad al respecto (F.D Cuarto, haciendo mención a la STS de 

2/09/2015). Por lo que siendo evidente que la gestión de registros de documentos y la 

dación de fe pública es una potestad administrativa (sigue vigente la doctrina del TC 

plasmada en su Sentencia de 99/87, de 11 de junio, y en virtud de la cual, al haber optado 

la Constitución en su artículo 103.3 por un régimen funcionarial, la regla general en la 

Administración debe ser, en principio, la de que todos los puestos de trabajo deben ser 

desarrollados por personal funcionarial, y en todo caso cuando implique el ejercicio de una 

potestad administrativa y dentro de estas funciones hay que incluir las relacionadas con la 

ordenación y la intervención administrativa, que se van a plasmar en la emanación de los 

correspondientes actos administrativos, entendidos como toda declaración de voluntad, de 

deseo, de juicio o de conocimiento que realiza un órgano administrativo en ejercicio de sus 

competencias y de acuerdo con el procedimiento legal o reglamentariamente previsto), 

esta encomienda de gestión quebranta de forma burda y grosera el ordenamiento 

jurídico. 

Además, la Cámara de Cuentas de Andalucía ha puesto de manifiesto los 

incumplimientos legales en este tipo de encomiendas en su último Informe de 

fiscalización: “Fiscalización de las encomiendas de gestión reguladas en la legislación 
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de contratación pública de determinadas Consejerías de la Administración Autonómica 

Andaluza 2013”, de octubre de 2016. 

 

 6. La nueva Resolución de Provisión de Puestos 

Directivos de 6 de octubre de 2016 firmada por la Directora 

General de Profesionales, la denunciada GÓMEZ GONZÁLEZ 

(documental num. 12-2)  

 

No pasó ni un año desde la firma de la encomienda cuando el 6 de octubre de 

2016, la DIRECCIÓN GENERAL DE PERSONAL, cuya titular es otra de las 

denunciadas, GÓMEZ GONZÁLEZ, emite una nueva resolución sobre el Registro que 

viene a sustituir a la anterior de 2007.  

La RESOLUCIÓN “por la que se anuncia convocatoria pública para la provisión 

de puestos directivos en los centros sanitarios del servicio Andaluz de salud mediante la 

inscripción en el registro de personas candidatas”. 

En esta, obviando totalmente la encomienda de gestión, y haciendo en todo 

momento referencia al “famoso” Decreto 75/2007 y a la resolución de 23 de abril de 2007, 

se vuelve a reproducir la misma actuación que la del Director General de Personal y 

Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud con la Resolución de 23 de abril de 

2007, ya descrita con anterioridad. 

Esto es, después de nueve años y todo lo ocurrido en ese tiempo, y sin hacer 

ninguna modificación en el sistema de provisión de directivos, aparece la nueva 

resolución de octubre de 2016 que vuelve a titularse: “anuncio de convocatoria pública 

para la provisión de puestos directivos”, pero que, por supuesto, al igual que aquella, NO 

es una convocatoria pública de plazas vacantes, concretas e individualizadas, sino que 

lo que contiene en un simple listado de las áreas sanitarias existentes y los puestos 

directivos que de forma general existen en la administración sanitaria andaluza.  

Lo que sí hace, en realidad, es retocar el marco de funcionamiento del 

Registro, creando un nuevo marco aún más cerrado y controlado que el anterior, que 

permitiera una mayor manipulación caprichosa, aunque parezca imposible. 
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Ya ni siquiera aparece en el apartado REQUISITOS la experiencia en puestos 

de dirección/gestión anteriores (único requisito que aparecía en la del 2007 como se 

recordará), ahora solo aparece, en un apartado distinto al de “REQUISITOS, un “SE 

VALORARÁ”: “la formación y experiencia específica en las áreas de trabajo 

solicitadas”. 

Queda con ello patente que los denunciados son conscientes de que han estado 

realizando nombramientos de personas sin ningún tipo de experiencia y que, en la 

compleja situación actual en el sector sanitario, con el cuestionamiento generalizado de la 

capacidad de los directivos sanitarios, su actuación de los últimos años puede acarrearles 

problemas legales de todo tipo. 

 La nueva resolución parece buscar una “mejor” forma de seguir saltándose la 

legalidad y la propia Constitución pero, intentando colocarse bajo un “paraguas” que le 

sirva para dar apariencia de legalidad a lo que han estado haciendo y piensa seguir 

realizando.  

A partir de octubre de 2016 el descaro con el que actúan es absoluto y la 

posibilidad impugnación de la designación de un directivo ante la jurisdicción 

Contencioso Administrativa se convierte en prácticamente impensable para cualquier 

interesado. Puesto que es lógico que las personas no versadas jurídicamente en una 

materia tan compleja como es la normativa administrativa que se aplica al personal al 

servicio de las administraciones públicas acepte este tipo de actuaciones como “legales” y 

desista de antemano de cualquier impugnación pensando: ¿qué se puede alegar contra una 

designación de una persona sin cualificación de ningún tipo si la propia resolución que 

establece el sistema de provisión NO la exige?  

 

 7. Conclusiones sobre el sistema de provisión de puestos 

directivos “inventado”, desarrollado y aplicado durante diez años 

por los denunciados en el seno de la Administración Sanitaria 

Andaluza 
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En resumen y conforme a lo descrito, para la denunciante queda meridianamente 

claro que la creación e implantación del “Registro de personas candidatas consideradas 

idóneas para desempeñar los puestos directivos de los centros sanitarios del Servicio 

Andaluz de Salud” en el año 2007, puso en manos de un pequeñísimo grupo de personas, 

el control absoluto y caprichoso de toda la selección de personal directivo, sin 

posibilidad de ser controlado por los directamente interesados, la ciudadanía y los órganos 

de control externos. 

Además, se encargaron de dotar de una protección especial el acceso a los datos de 

dicho Registro por parte de los ciudadanos, incluidos los interesados, en aras de una 

supuesta limitación impuesta por la agencia de protección de datos, que en realidad evitaba 

que los aspirantes conociesen los méritos e idoneidad de los demás.  

De esta forma los denunciados MONTERO CUADRADO, SÁNCHEZ RUBIO, 

y ALONSO MIRANDA, como titulares de la Consejería de Salud, CASTRO 

ÁLVAREZ, GUTIÉRREZ PÉREZ y ARANDA LARA, como Directores Gerentes del 

Servicio Andaluz de Salud, BURGOS RODRÍGUEZ y GÓMEZ GONZÁLEZ, como 

Directores Generales en materia de personal crearon, mantuvieron y blindaron una 

especie de “circuito de directivos afines” que en muchos casos eran nombrados cargos 

directivos sin cumplir ni tan siquiera los mínimos requisitos que la propia Resolución de 

2007 establecía como necesarios para su desempeño, y por lo tanto eran, presuntamente, 

nombramientos ilegales. 

Además, a partir de 2016 han “institucionalizado” el nombramiento de personas sin 

ningún mérito previo, haciendo desaparecer de la normativa incluso esos requisitos 

mínimos que aparecían en el Anexo de 2007. 

 

Desde que el Registro de personas candidatas comenzó su andadura, este se ha 

utilizado de forma absolutamente opaca, sin que haya existido ningún tipo de control 

sobre los nombramientos, que ni siquiera se publican en el Boletín Oficial de la Junta 

de Andalucía (salvo los de los Directores Gerentes), por lo que resulta imposible saber si 

las personas que están ejerciendo la potestad pública de dirigir y gestionar la 

Administración Sanitaria andaluza tienen o no los requisitos exigidos para desempeñar 

cargos públicos directivos de tan alta responsabilidad, e incluso si tienen o no el 
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nombramiento legal que les habilita para realizar esa labor de dirección y para poder firmar 

todo tipo de documentos y dar todo tipo de órdenes, como están haciendo. 

 

Hay que tener presente que la posible inexistencia de dichos nombramientos, y 

también los nombramientos realizados ilegalmente, tienen trascendencia penal, ya que en 

esos casos las personas que ocupan ilegalmente los puestos directivos estarán incurriendo 

en su actuación diaria en delitos continuados de usurpación de funciones públicas y de 

falsificación de documentos públicos. Estos actos, además, serían NULOS DE PLENO 

DERECHO al estar VICIADOS DE NULIDAD ABSOLUTA por haber sido dictados 

por órganos manifiestamente incompetentes.  

 

Está claro que el Registro de personas candidatas se ha utilizado para NO volver a 

convocar ni una sola plaza más de carácter directivo en ninguna institución sanitaria 

del Servicio Andaluz de Salud y para que desapareciesen de facto el papel central que 

tienen legalmente las Juntas Facultativas y de Enfermería en la elección de los Directores 

Médicos y de Enfermería (ahora llamados de Cuidados), cuyas funciones están claramente 

definidas en el Decreto 462/1996, de 8 de octubre, por el que se modifica el Decreto 

105/1986, de 11 de junio, sobre Ordenación de la Asistencia Especializada y Organos de 

Dirección de los Hospitales: 

Artículo 5. Funciones de las Juntas Facultativas. 
2. Asimismo, serán funciones de la Junta Facultativa: 
a) Proponer el nombramiento del Director Médico del Hospital. Producida la vacante de 
la Dirección Médica, la Junta Facultativa dispondrá de un plazo máximo de dos meses 
para presentar una terna. Transcurrido dicho plazo, sin que se presente la misma, se 
procederá a su designación por el órgano competente. 

 
Artículo 11. Funciones de las Juntas de Enfermería. 
2. Asimismo, serán funciones de la Junta de Enfermería: 
a) Proponer el nombramiento del Director de Enfermería del Hospital. Producida la 
vacante en dicha Dirección, la Junta de Enfermería dispondrá de un plazo máximo de dos 
meses para presentar una terna. Transcurrido dicho plazo, sin que se presente la misma, 
se procederá a su designación por el órgano competente. 

 



 

Página 60 de 122 

En conclusión, a juicio de la denunciante lo que sí se ha quedado meridianamente 

demostrado con las actuaciones de los denunciados a partir de la publicación del Decreto 

75/2007, es que tanto el sindicato que impugnó el Decreto cuando se publicó, como el 

Tribunal Superior de Justicia de Andalucía que lo anuló un año después, era los que 

estaban en lo cierto: 

RESULTA PATENTE QUE MUCHAS PERSONAS, SIN MÁS REQUISITO 

QUE LA TITULACIÓN UNIVERSITARIA, HAN ACABADO GESTIONANDO 

PRESUPUESTOS MILLONARIOS EN EL SERVICIO ANDALUZ DE SALUD CON 

EL ÚNICO AVAL DE LA SINTONÍA PERSONAL O IDEOLÓGICA CON LAS 

PERSONAS QUE DETENTA EL PODER. 

 

Está igualmente claro que estas actuaciones se seguirán sucediendo si la 

jurisdicción penal NO lo impide a partir de la presente denuncia. 

Y esto es lógico si se piensa que todo lo ocurrido con este y otros temas, que se 

exponen a continuación, demuestra la IMPOSIBILIDAD FÁCTICA DEL CONTROL 

JURISDICCIONAL por parte de la Jurisdicción Contencioso Administrativa cuando 

unas AUTORIDADES PÚBLICAS tienen, presuntamente, EL FIRME PROPÓSITO 

DE REALIZAR SU ACTIVIDAD PÚBLICA AL MARGEN DE LA LEGALIDAD 

VIGENTE, como el caso de los denunciados y de aquellos que hayan podido colaborar 

con ellos. 

 

 

 

-.CUARTO.- 

 

Las Unidades de Gestión Clínica en Andalucía 

             

 Los denunciados también diseñaron la implantación un nuevo sistema de gestión de 

los servicios de las instituciones sanitarias andaluzas, que era mucho más flexible y 
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permeable a sus intereses. Un sistema que les ha facilitado poder elegir a nuevos cargos 

intermedios de la Administración Sanitaria que sustituyesen a los existentes y controlar 

caprichosamente su gestión. 

 Implantaron masivamente las llamadas Unidades de Gestión Clínicas, que fueron 

sustituyendo, hasta hacerlo desaparecer de facto (aunque no legalmente), al sistema de 

Servicios y Secciones clínicas legalmente establecido en todo el Servicio Nacional de 

Salud y que sigue vigente en las instituciones sanitarias de gestión pública de toda España. 

Un sistema de gestión que se había estado ensayando en los años anteriores de forma 

voluntaria en algunos Servicios Clínicos de varios hospitales andaluces, pero que no había 

tenido éxito de participación. Los profesionales habían rechazado mayoritariamente entrar 

en ellas. 

 Al objeto de facilitar el entendimiento de lo que significa implantar este nuevo 

sistema de gestión de la asistencia sanitaria se adjunta un manual de respuestas que la 

propia Junta de Andalucía tiene en su web (Documental num. 13) y que a simple vista 

deja claro hasta qué punto un sistema de Unidades de Gestión Clínica cambia por completo 

la organización sanitaria pública andaluza y las relaciones profesionales del personal a su 

servicio. 

Es precisamente por estos motivos por los que para su implantación se necesita un 

determinado instrumento jurídico (en este caso concreto, un Decreto del Consejo de 

Gobierno de la Junta de Andalucía, como han dejado dicho numerosas sentencias en estos 

años) que garantice que se haya contado para su elaboración (antes de su publicación) con 

los agentes sociales implicados (sindicatos, colegios profesionales, profesionales, 

asociaciones de pacientes, etc.), lo que, igualmente, garantizará que los ciudadanos, por 

sí mismos o a través de sus representantes, tengan información suficiente para poder 

plantear su oposición a las pretensiones de los políticos que los dirigen, incluso 

después de la aprobación y publicación de las normas, utilizando para ello desde los 

recursos jurídicos a la movilización ciudadana si lo estiman conveniente. 

 El sistema elegido por los denunciados fue, por el contrario, hacerlo sin 

participación. Usando por un lado una serie de subterfugios jurídicos y por otro un gran 

descaro público que hizo creer a la mayoría de los ciudadanos que lo que estaban haciendo 

estaba dentro de la más exquisita legalidad. 
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 Con el Decreto 75/2007, que hay que recordar que lo que regula es el sistema de 

provisión de los puestos directivos e intermedios, las Unidades de Gestión Clínica, son 

“aparentemente legalizadas”. 

 Pero solo aparentemente.  

 Mediante la utilización de una argucia jurídica: hacer referencia en dicho Decreto a 

unos inexistentes puestos de Dirección de las Unidades de Gestión Clínica a la vez que a 

los puestos de Jefatura de los Servicios Clínicos existentes, equiparando la forma de 

provisión de los dos tipos de puestos. 

Estas Unidades de Gestión Clínica, sí se llegaron a regularizar legalmente para 

Atención Primaria al ser incluidas en el Decreto 197/2007 de 3 de julio por el que se 

regula la estructura, organización y funcionamiento de los servicios de atención primaria 

de salud en el ámbito del Servicio Andaluz de Salud, y para Salud Mental mediante el 

Decreto 77/2008, de 4 de marzo, de ordenación administrativa y funcional de los servicios 

de Salud Mental en el ámbito del Servicio Andaluz de Salud. 

La tramitación de estos Decretos estaba ya muy avanzada (hay que recordar que la 

denunciada MONTERO CUADRADO había sido nombrada consejera en 2004) y no 

planteó grandes problemas al afectar a un personal muy disperso geográficamente y por 

ello con enormes dificultades para movilizarse en contra de los mismos. 

Por el contrario sí hubo una fuerte oposición en el ámbito hospitalario que frenó 

desde el primer momento el intento de implantar legalmente las Unidades de Gestión 

Clínica en la Atención Especializada. 

 Sin embargo, lo cierto es que, aunque NO se modificó la normativa para poder 

cambiar los Servicios Clínicos por las Unidades de Gestión Clínica, a partir de entonces 

empezaron las presiones a los directivos de los centros y a los profesionales sanitarios para 

que constituyesen y se integrasen en Unidades de Gestión Clínicas. Muchos de los 

directivos de las instituciones hospitalarias andaluzas empezaron a comportarse como si las 

Unidades de Gestión Clínica estuvieran legalizadas. 

Con la incorporación en abril del 2008 de un nuevo Director Gerente del Servicio 

Andaluz de Salud, el denunciado GUTIÉRREZ PÉREZ, se generaliza la constitución y 

puesta en funcionamiento de las Unidades de Gestión Clínica, de todo tipo, en todo el 

territorio andaluz. 
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No obstante, debe quedar absolutamente claro que en el ámbito hospitalario y supra 

hospitalario (intercentros, interniveles, etc.) se implantaron “por las bravas” dejando de 

lado, conscientemente, la legalidad vigente.  

En Andalucía NUNCA han tenido respaldo legal, ni profesional, las Unidades de 

Gestión Clínica de Especializada y los denunciados y sus colaboradores han recurrido, a 

lo largo de estos años, a la utilización de todo tipo de argucias legales, y no legales, para 

no cumplir la legalidad vigente ni de los mandatos judiciales, como se verá a 

continuación. 

Además, desde entonces, los dirigentes de la Consejería de Salud y del Servicio 

Andaluz de Salud y de sus Instituciones han realizado todo tipo de “experimentos de 

gestión”, por llamarlos de alguna forma:  

•  Han dividido Servicios Clínicos hospitalarios correspondientes a Especialidades 

médicas legalmente constituidas.  

•  Han unido “trozos” de esos Servicios divididos con otros “trozos” de otros Servicios 

de distintas especialidades en un mismo hospital.  

•  Han unido Servicios especializados de unos hospitales con los de otros hospitales 

creando “Unidades de Gestión Clínica Intercentros”. 

•  Han creado “Unidades Interniveles”, mezclando Atención primaria con Atención 

especializada. 

•  Incluso han desgajado una patología muy concreta de una Especialidad en algún 

hospital y han creado Unidades Clínicas específicas.  

 Así hasta crear más de 1.000 Unidades de Gestión Clínica en Atención 

Especializada y en Atención Primaria. 

 Todo lo han hecho de forma “aparentemente anárquica”, ya que tampoco ha existido 

una estructura uniforme en el modelo de Gestión Clínica a nivel territorial, ni por 

hospitales, ni por especialidades clínicas, ni por patologías, etc.  

 Para esto solo parece haber una explicación: muchas de ellas han sido creadas a 

“imagen y semejanza” de las personas concretas que las iban a dirigir. Solo así es 

entendible que unidades como la que dirigió la actual Consejera de Salud, la denunciada 

ÁLVAREZ BENITO, (la Unidad de Gestión Clínica Interprovincial de Radiología y 
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Cáncer de Mama del Reina Sofía y del Área Sanitaria Norte de Córdoba), no hayan sido 

replicadas en otras provincias. 

 A todo ello se ha unido el caos que para la gestión sanitaria ha supuesto el hecho de 

que lo que realmente existía legalmente, y sigue existiendo, son las Jefaturas de Servicio, 

cuyos titulares son los responsables legales del funcionamiento de la asistencia sanitaria en 

los hospitales, aunque de hecho fueron despojados de la mayoría de sus competencias. 

  

Tampoco los denunciados han obtenido respaldo judicial, pero eso no les ha 

importado. 

El rechazo frontal a asumir lo dictado por la Jurisdicción de lo Contencioso-

administrativo en un gran número de sentencias a lo largo de estos años, constituye uno 

de los MÁS COMPLEJOS Y ASOMBROSOS CASOS DE DESOBEDIENCIA 

JUDICIAL REITERADA. 

Para muestra una Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, la nº 

339/2016, que pone de manifiesto que son ya muchas las sentencias anulatorias por 

diversos motivos relacionados con nombramientos ilegales (Documental num. 14). 

También se adjunta listados de sentencias facilitados por el Sindicato Médico de la 

provincia de Huelva (Documental nums. 15 -1 a 3)  

Por lo tanto, y a los efectos de la presente denuncia, está claro que nada puede 

poner más en evidencia que todos esos nombramientos se han producido “A 

SABIENDAS DE SU INJUSTICIA Y ARBITRARIEDAD”, que el hecho de que han 

sido declarado ilegales por los propios tribunales de justicia de forma reiterada y que 

a pesar de ello se han seguido realizando. 

De nuevo los que deberían ser los guardianes de la legalidad se convierten en sus 

vulneradores y lo hacen utilizando la publicidad y el plus de “verdad” que da el ejercicio 

del poder y de la potestad reglamentaria, las publicaciones en un Boletín Oficial y sus 

propias intervenciones públicas. Tan es así que hasta los parlamentarios andaluces han 

asumido que lo que aparece en un Decreto es legal, como demuestra la intervención en la 

Comisión de Salud del Parlamento de Andalucía, del día 10 de marzo de 2016 (Diario 

de Sesiones del Parlamento de Andalucía nº 149, páginas 59, 60 y 61 -Documental num. 

16), de la parlamentaria Doña Inmaculada Nieto Castro (representante de Izquierda Unida) 
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en respuesta a la contestación del entonces Consejero, el denunciado ALONSO 

MIRANDA 

 

“El señor ALONSO MIRANDA, CONSEJERO DE SALUD  
—Gracias, presidenta.  
Señoría, como le comentaba en la respuesta escrita, dicho proceso de selección es el que 
se contempla en la normativa aplicable, que no es otra que el Decreto 75/2007, de 13 de 
febrero, por el que se regula el sistema de provisión de puestos directivos y cargos 
intermedios en los centros sanitarios del Servicio Andaluz de Salud, y que incluye la 
dirección de unidades de gestión clínica dentro del conjunto de cargos intermedios del 
Servicio Andaluz de Salud, estableciendo y regulando su acceso a través de lo 
contemplado en el decreto y en la Orden de 10 de agosto de 2007, de la Consejería de 
Salud, de desarrollo del citado decreto. En concreto, con la segunda pregunta que usted 
me realizaba, el modelo de gobernanza de las unidades de gestión clínica está colgado en 
la página web del Servicio Andaluz de Salud, y en él se recoge claramente cuáles son las 
funciones y la organización de la misma, con un objetivo claro, que es garantizar y evitar 
que se produzcan duplicidades o una falta de coordinación entre..., cuando se dan 
situaciones en las que hay varios cargos intermedios en una misma unidad de gestión 
clínica.  
La señora NIETO CASTRO  
—Gracias, presidenta. Luego aprovecho.  
La circunstancia que se dio, previa a la orden, que yo le refería anteriormente, ha dado 
que en el hospital de Puerto Real coincidían dos jefes de servicio, intercentros y hospital 
de Puerto Real, mientras que en el Puerta del Mar solo había una persona jefe de servicio 
con dos responsabilidades —intercentros y hospital de Puerta del Mar—, y eso, pues, 
generaba una extraña asimetría organizativa en ambos centros.  
Ya damos por supuesto desde el grupo parlamentario que todo se hace conforme a 
procedimiento reglado; si no, en vez de trasladarle aquí la pregunta, nos hubiéramos ido 
al juzgado de guardia. Pero lo que quería saber, aparte de lo que dice la norma que está 
colgada en la web, era qué elementos concretos se ponen en práctica para que no se den 
asimetrías como la que le he descrito y que, ciertamente, ha ocurrido en la distribución de 
funciones para ambos hospitales.  
Gracias.  
 
 

             1. La implantación de las unidades de gestión clínica y el 

incumplimiento de la sentencia judiciales 

 

 Durante estos años ha existido una especie de “guerra jurídica” entre el Servicio 

Andaluz de Salud y los representantes de los trabajadores públicos del sector sanitario 

andaluz. La gran mayoría de las resoluciones han sido sistemáticamente recurridas por los 

sindicatos profesionales que han ido ganando las demandas planteadas ante la Jurisdicción 

Contencioso-Administrativa y consiguiendo la anulación de las mismas. 
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 Tanto de la creación de las Unidades de Gestión Clínica como de las convocatorias 

de los puestos de dirección de las mismas y también la anulación de los nombramientos 

de los directores de las Unidades legalmente existentes cuando se les ha adjudicado a 

una persona que no pertenecía al Sistema Nacional de Salud con plaza en propiedad o 

no reunían los requisitos de mérito y capacidad. 

 Durante estos años el “ataque sistemático a la legalidad vigente” por parte del grupo 

de los denunciados y sus colaboradores, ha obligado a los representantes del personal 

sanitario a defenderse mediante la impugnación judicial de cada resolución de la que tenían 

conocimiento. En un intento, hasta el momento sin éxito, de conseguir parar la actuación 

de los denunciados. El escenario de esta especie de guerra, han sido los diversos Juzgados 

y Salas de la Jurisdicción Contencioso Administrativa de la Comunidad Autónoma de 

Andalucía. 

 A modo de ejemplo se transcriben varias noticias relacionadas con esta 

conflictividad: 

 *En el Diario ABC de Sevilla se publica el 10 de agosto de 2015 (edición digital 

09/02/2016 12:43) la siguiente noticia firmada por Dª Amalia F. Lerida: 

“Al SAS no le cuesta dinero pleitear en los tribunales 
 

No paga abogados ni tasas judiciales. Cuando es condenado, las costas las abona poco a 
poco. 
 Ni tiene que abonar honorarios de abogados porque su defensa la pagamos todos ni 
tasas judiciales. Al SAS parece que le sale más rentable no agotar la vía del diálogo y, ni 
siquiera la administrativa, que pleitear en los tribunales porque, dinero lo que se dice 
dinero no le cuesta. 
«Pleitos tengas, y los ganes», reza la maldición gitana que le cae a quienes demandan al 
SAS ya sea un particular o una organización sindical porque si pierde malo y, si gana, 
también ya que a pesar de las sentencias firmes en su contra cuesta trabajo que las 
cumpla. 
Un ejemplo del calvario que sufren quienes se enfrentan al SAS en los tribunales es el del 
sindicato de Enfermería Satse al que le debe en costas entre 25.000 y 30.000 euros, «que 
nos va abonando poco a poco», dice su secretaria provincial en Sevilla, Reyes Zabala. 
Zabala denuncia que debido a que por la vía administrativa el SAS no resuelve los asuntos 
planteados por el sindicato, se ven obligados a ir a los Tribunales con las consiguientes 
repercusiones económicas que tiene para la entidad. 
Desde el 30 de septiembre de 2011 hasta el 24 de junio de 2015 se han llevado a cabo 231 
juicios contra el SAS, de los que 191 corresponden a impugnaciones de cargos directivos 
e intermedios de Unidades de Gestión Clínica que el SAS está llevando a cabo 
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«modificando su modelo organizativo sin reglamentación ni base legal alguna, sin 
conocimiento previo de los sindicatos y permitiendo que accedan a estos cargos personas 
que no tienen plaza en propiedad y ajenas al SAS». 
 
No obstante, de algo ha servido el desgaste del Satse pues, después de muchas demandas 
ganadas, las últimas convocatorias que el SAS está publicando ya no permiten que 
accedan personas ajenas al sistema. Sin embargo, Zabala se pregunta si es preciso tener 
que llegar a los tribunales para que se solucionen cuestiones que por la vía del diálogo 
tendrían arreglo «porque los sindicatos no podemos enfocar nuestros recursos y abogados 
en pleitear contra la Administración». 
Además, la repercusión económica que tiene en el sindicato los pleitos no la sufre el SAS 
ya que las costas que tiene que abonar para las demandas que pierde «las pagamos todos 
pues sale de los presupuestos de la Junta de Andalucía». 
Explica que, como norma general las demandas que ganan en primera instancia son 
también recurridas por el SAS, que no tiene que pagar tasas mientras que el sindicato si 
recurre ha de abonar unos 800 euros; y, destaca que, luego también el sindicato suele 
ganarlas en segunda instancia en el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. 
«Con esto consiguen dilatar la solución de los conflictos y en la mayor parte de los casos 
con sentencias firmes nos vemos obligados a iniciar otro procedimiento que es solicitar las 
ejecuciones de sentencias, pues como norma general, el SAS no ejecuta los fallos 
judiciales de las sentencias firmes», afirma Reyes Zabala. 
Como ejemplo cita que han ganado en el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 
(TSJA) la anulación de las 37,5 horas a los profesionales del SAS en los hospitales Virgen 
del Rocío, Virgen Macarena, Distrito Sevilla, Distrito Aljarafe, AGS Osuna y Distrito 
Norte y aun no se han ejecutado estas sentencias. 
«Nos han obligado a solicitar la ejecución de las sentencias —sigue— consiguiendo así 
ellos dilatar al máximo la solución de este conflicto desde el año 2012 con el consiguiente 
coste tanto de trabajo como económico del sindicato». 
De los 231 juicios que desde 2011 se han celebrado como consecuencia de las demandas 
del Satse contra el SAS, el sindicato ha ganado 106, que se suman a esas 191 
impugnaciones a los citados cargos directivos. Por ello tiene que cobrar del SAS entre 
25.000 y 30.000 euros de costas «que nos paga poco a poco porque hasta para eso tienen 
que trabajar nuestros abogados». Zabala especifica que por cada juicio ganado las costas 
oscilan entre los 600 y 3.000 euros. 
Aparte de los referidos juicios que ha ganado en el TSJA sobre la jornada de 37,5 horas, 
Zabala refiere otros de los que ha salido vencedor el sindicato por obstrucción sindical en 
el Virgen del Rocío, o sea, porque no les han dado información laboral o la impugnación 
de los servicios mínimos de la huelga de quirófanos también en ese centro. Los contratos 
al 75% de la jornada laboral también han llevado a Satse a los tribunales contra el SAS y 
ha ganado los pleitos en varios centros y distritos sanitarios. 
«Entendemos que en la manera de proceder del SAS ante la justicia no es la adecuada por 
no actuar con diligencia a la hora de ejecutar las sentencias firmes y no importarle 
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recurrir todos los procedimientos ya que el coste lo abonamos todos», termina Zabala y 
añade: «Debería resolver los asuntos laborales por la vía administrativa y no abusar de 
los tribunales ya que lo que busca es la dilatación de los temas para no resolver e imponer 
su criterio». 
Dice Reyes Zabala que el SAS se «burla de los fallos del juez» y que no sale de su asombro 
tras comprobar cómo una persona que era cargo intermedio y que desde marzo de 2014 
debió dejarlo aún sigue en su puesto de trabajo. 
«Hay una sentencia firme desde ese mes que dice claro como el agua que es nula la 
convocatoria del cargo que ocupa y el otro día nos sorprendimos viendo que esta persona 
sigue ahí en ese puesto», termina.” 

 

 *En el Diario El Mundo se publica el 9 de febrero de 2016 (edición digital 

09/02/2016 09:39 ) la siguiente noticia firmada por Dª Silvia Moreno: 

 “Un juez critica al SAS por atascar los juzgados con pleitos perdidos 

Censura que Salud defienda la unificación de cargos en los hospitales, a pesar de que el 
TSJA ya falló en contra 

 
La Junta, en vez de allanarse, provoca el «desgaste» de los juzgados, dice el fallo 

   
Un juez de Sevilla ha cargado contra el Servicio Andaluz de Salud (SAS) por atascar los 
juzgados con pleitos que sabe que va a perder, ya que el Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía (TSJA) ha fallado en contra de las pretensiones de la Administración 
andaluza. 
La queja del magistrado se produce, precisamente, en una de las jurisdicciones más 
saturadas, la de lo contencioso administrativo, donde se dirimen los asuntos que afectan a 
la Administración y los pleitos sobre los funcionarios y el resto de empleados públicos. 
Los reproches hacia el SAS están incluidos en una sentencia del Juzgado de lo 
Contencioso Administrativo 10 de Sevilla, fechada el pasado 3 de febrero, que declara 
nula la unificación del cargo de subdirector médico en los hospitales Macarena y Virgen 
del Rocío, como había pedido el Sindicato de Enfermería Satse. El juez, además, impone 
las costas al SAS. 
«No se entiende nada bien el empecinamiento del SAS en mantener que ha actuado so 
capa de su libertad de autoorganización. Y no se entiende tal posicionamiento cuando ya 
hay dos sentencias del TSJA que han dicho todo lo contrario», remarca la sentencia a la 
que tuvo acceso este diario. 
En efecto, ya hay dos sentencias del TSJA del pasado mes de noviembre que han fallado 
contra la unificación de cargos en los hospitales, decidida en la etapa de la anterior 
consejera de Salud, María Jesús Montero, y de su gerente en el SAS, José Luis Gutiérrez. 
Estas dos sentencias recientes de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJA han 
sido «por completo obviadas por la letrada del SAS, quien ha preferido traer a colación 
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sentencias de los juzgados de esta capital superadas y revocadas por el Alto Tribunal 
Andaluz», destaca el fallo del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 10. 
«La posición procesal del SAS ha sido mantenerse en el error, pese a lo ya resuelto por el 
TSJA, y provocar innecesariamente el desgaste de los órganos jurisdiccionales en vez de 
allanarse», añade. Por ello, «merece, sin duda, la imposición de las costas», concluye. 
El nuevo consejero de Salud, Aquilino Alonso, y el actual gerente del SAS, José Manuel 
Aranda, deben dar respuesta a estas sentencias contrarias a la Junta, si bien Salud insiste 
en mantener el esquema de la unificación de cargos en los hospitales que han anulado los 
jueces, al que, además, se han opuesto de forma mayoritaria sindicatos y trabajadores. 
La Consejería de Salud alega que se trata de cuestiones formales que son subsanables. 
Uno de los argumentos del TSJA y de la última sentencia para anular la unificación de 
cargos en los hospitales es que el director gerente del SAS «carece de competencias para 
unificar en una única unidad directiva» los cargos de dos hospitales distintos. 
La Ley 2/1998 de Salud de Andalucía dispone que por el «Consejo de Gobierno se 
determinarán los órganos, la estructura y el funcionamiento de los distritos de atención 
primaria y los hospitales». El Decreto 152/2012 que establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Salud y el SAS no atribuye al director gerente «competencias para 
determinar las áreas hospitalarias existentes, ni su unificación, ni determinación de sus 
órganos de dirección», precisa la sentencia. 
Aunque el SAS defendió que la unificación de cargos era una «atribución de funciones de 
carácter organizativo», el TSJA lo rechaza. Si fuera así, «carece de sentido» cesar a «la 
persona a la que se le efectúan las atribuciones del otro puesto para proceder, acto 
seguido, a un nuevo nombramiento, pero no del mismo puesto que desempeña, sino del 
nuevo creado», como hizo la Administración, resume la sentencia. 
En los fallos anteriores del TSJA, fue anulada la resolución, suscrita por el gerente del 
SAS, que unificaba el órgano de dirección de una subdirección de enfermería de los 
Hospitales Virgen del Rocío y Virgen Macarena y la adjudicación del correspondiente 
puesto directivo. 
La otra sentencia anula la unificación de la dirección económica y administrativa de los 
distritos sanitarios Norte y Aljarafe de Sevilla. Los tres pleitos los ha ganado el sindicato 
Satse. 
Satse se mostró este lunes satisfecho porque la nueva sentencia viene a respaldar todos sus 
argumentos en contra de los procesos de fusión impuestos por el SAS «de espaldas a 
ciudadanos, trabajadores y sindicatos y sin un respaldo normativo que lo regule». 
De igual forma, el sindicato lamentó la «falta de respeto» de la Administración sanitaria a 
los órganos judiciales, en los que litiga «sin argumentos, asumiendo gastos en costas 
judiciales que pagan los andaluces, y a los que hace caso omiso en lo referente a la 
ejecución de las sentencias». 
De hecho, Satse denunció que la dirección de los hospitales Virgen del Rocío y Macarena 
sigue sin aplicar la sentencia del pasado noviembre, que declaró nula la unificación de 
una subdirección de Enfermería. 
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 *En Europa Press, se publica el 2 de julio 2015 (edición digital 02/07/2015 13:25:) 

la siguiente noticia de la agencia, que hace referencia al incumplimiento generalizado en el 

Servicio Andaluz de Salud de las sentencias condenatorias que afectan al personal: 

“Sindicato Médico denuncia a Fiscalía que el SAS "incumple" sentencias "firmes 
favorables" a médicos 

 
Varios responsables del Sindicato Médico de Almería (Simeal) ha denunciado este jueves 
a la Fiscalía el "reiterado incumplimiento" por parte del SAS de sentencias "firmes 
favorables a sus intereses sociolaborales" y que "reconocen" sus derechos como 
empleados estatutarios y públicos andaluces”. 
 La denuncia, remitida al fiscal jefe de Almería, Antonio Pérez Gallegos, indica que el SAS 
estaría incurriendo en "desacato" y critica que la Junta este “limitando consciente y 
deliberadamente la tutela judicial de sus empleados públicos" al tiempo que exigen "el 
inmediato resarcimiento de los derechos económicos arrebatados de forma injusta".  
Detalla que las sentencias están siendo "continuamente recurridas con petición de 
nulidades históricas para así demorar en el tiempo su aplicación", lo cual, según remarca, 
supone un "perjuicio económico para el erario público, y al final los ciudadanos son los 
que pagan los intereses de demora".  
En declaraciones a los periodistas a las puertas del Palacio de Justicia de Almería, el 
presidente de Simeal, Nicasio Marín, ha trasladado que entiende que "el abuso de poder" 
de los gerentes del SAS podría constituir un tipo penal tipificado como tal en el artículo 
410 del Código Penal, "que obliga a las autoridades y funcionarios públicos a dar el 
debido cumplimiento a resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la autoridad 
superior dictadas dentro del ámbito de su respectiva competencia”. 
Marín, quien ha lamentado que este "continuo abuso de poder" les esté obligando a tener 
que recurrir continuamente a los tribunales de justicia para reclamar sus derechos, ha 
reprochado a los responsables del SAS que "guarden en un cajón sentencias no recurribles 
y que se han de ejecutar" y ha considerado que ese "desacato" es "incumplir" un deber 
constitucional. 
"La inercia de impunidad estructural está llevando al colapso de los juzgados de lo 
contencioso-administrativo, con una media de más de 300 demandas al año por 
incumplimiento", ha apuntillado. 
Acompañado por el secretario del Sindicato Médico de Almería, Francisco Durbán, y por 
el abogado Francisco Rodríguez, ha indicado que entre los asuntos reclamados en los 
juzgados y que han sido recurridos se encuentran aspectos como la regularización 
contractual de los eventuales y el reconocimiento de todos sus derechos y haberes 
económicos, así como la reclamación de descansos semanales, descansos por guardias en 
sábado o la paga extraordinaria de diciembre de 2012. También se incluyen otras que 
afectan a la situación laboral de las doctoras que encuentran numerosas dificultades para 
poder compatibilizar trabajo y maternidad. 
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"El SAS menosprecia a los tribunales almerienses haciendo caso omiso, y a los que 
representamos a los médicos, nos están limitando la tutela judicial efectiva, estamos 
sufriendo una auténtica indefensión, y esto es una ruptura de un principio constitucional", 
ha asegurado Marín, para quien la Junta "utiliza la justicia como arma, consciente de su 
lentitud y de que nos cuesta dinero". 

  

 

 2. La utilización abusiva y descarada del sistema de libre 

designación para la provisión de los puestos de cargos intermedios 

por parte de los denunciados 

 El abuso de la libre designación para la designación de puestos en las 

Administraciones Públicas españolas por parte de los responsables políticos, con 

independencia del partido al que representasen ha sido generalizada, y uno de los 

principales motivos de la corrupción existente en nuestro país y es por ese motivo por el 

que en los último años los diversos Tribunales de Justicia han venido esforzándose en dejar 

clara su postura al respecto y los requisitos que ineludiblemente han de reunir los 

excepcionales puestos que en la Administración pueden cubrirse por este sistema.  

 Ya en el año 2007 cuando se publicó el Decreto 75/2007, las Sentencias del Tribunal 

Constitucional nº 207/88, 191/91, 200/91, 293/93, 235/00, habían dejado clara la 

excepcionalidad de esta forma de provisión de puestos. Decía el Tribunal Constitucional en 

estas sentencias que al régimen de libre designación sólo se debe recurrir con carácter 

excepcional, siendo aplicable a puestos determinados (puestos directivos y de confianza 

que la ley relacione) atendiendo a la especial responsabilidad de sus funciones, 

estableciendo que las Relaciones de Puestos de Trabajo (RPT) son el instrumento en el que 

se determina el sistema de provisión aplicable y que estas han de ser públicas, debiendo 

incluir la denominación y características esenciales de la especial responsabilidad de los 

puestos de trabajo de libre designación. 

También el Tribunal Supremo había sentado jurisprudencia sobre los nombramientos 

discrecionales para cargos jurisdiccionales en las Sentencias de 29 de mayo de 2006 

(recurso 309/2004 ) y 27 de noviembre de 2007 (recurso 407/2006 ), en las que 

expresamente se declaraban superados los anteriores pronunciamientos jurisprudenciales 
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que habían apuntado la innecesariedad e inexigibilidad de motivación en esa clase de 

nombramientos.  

El núcleo de esa nueva jurisprudencia se apoyaba en la idea principal de que la 

libertad legalmente reconocida para estos nombramientos discrecionales no es absoluta 

sino que tiene unos límites. Límites que están representados por las exigencias que resultan 

inexcusables para demostrar que la potestad de nombramiento respetó estos mandatos 

constitucionales: que el acto de nombramiento no fue mero voluntarismo y cumplió 

debidamente con el imperativo constitucional de interdicción de la arbitrariedad ( art 9.3 

CE ); que respetó, en relación a todos los aspirantes, el derecho fundamental de todos ellos 

a acceder en concisiones de igualdad a las funciones y cargos públicos ( art 23.2 CE ); y 

que el criterio material que finalmente decidió el nombramiento se ajustó a las pautas que 

encarnan los principios de mérito y capacidad (103.3 CE). 

En esta línea jurisprudencial se incardina la Sentencia nº 1808/2008, de 22 de 

diciembre de 2008 (Documental num. 9) del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 

ya citada con anterioridad y que merece la pena recordar aquí en lo referente a la libre 

designación de los cargos intermedios en el Servicio Andaluz de Salud: 

“CUARTO .-  

El art. 29.3 de la Ley 55/03, del Estatuto Marco , señala que ; "En cada servicio 
de salud se determinarán los puestos que pueden ser provistos mediante libre designación 
y el art. 26 de Ley de la Función Pública de Andalucía , en cuanto dispone; "Podrá ser de 
libre designación el puesto superior jerárquico de cada unidad o dependencia 
administrativa y los puestos de especial asesoramiento y colaboración personal". - Ambas 
normas son la base legislativa del presente decreto. El Tribunal Supremo ha venido 
reiteradamente señalando que, los artículos 19 y 20 de la ley 30/84, de Reforma de la 
Función Pública , que forma parte integrante de las bases del régimen estatutario, 
aplicable a todas las administraciones públicas, con arreglo al artículo 1.3 de dicha ley , 
establece un importante matiz entre el sistema de selección aplicable para el ingreso al 
servicio de la función pública y el tenido en cuenta para la provisión de puestos de trabajo 
entre quienes ya ostentan la condición de funcionarios, en el primer supuesto, el sistema 
selectivo opera mediante convocatoria pública para el sistema concurso, oposición o 
concurso oposición libre, en los que se garantice los principios de igualdad, mérito y 
capacidad, así como el de publicidad. En el segundo supuesto, la provisión de puestos de 
trabajo adscritos a funcionarios, prevé el concurso como sistema normal de provisión, en 
el que se tendrán únicamente en cuenta los méritos exigidos en la correspondiente 
convocatoria, entre los que figuran las adecuadas características de cada puesto de 
trabajo, así como la posesión de un determinado grado personal, la valoración del trabajo 
desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento superados y la antigüedad. 
Pero, a su lado, también figura la libre designación, pudiendo cubrirse por este sistema 
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puestos en atención a la naturaleza de sus funciones, con una limitación, que sólo podrán 
cubrirse por este sistema, los puestos de Director General Delegado, Director Regional de 
la Provincia, de Secretarías de altos cargos y, otros de carácter directivo de una especial 
responsabilidad, para los que así se determina en la Relación de Puestos de Trabajo ( 
artículo 20.1), por ello, en el artículo 16 de la misma Ley se dispone que la Relación de 
Puestos de Trabajo que compete elaborar a las Comunidades Autónomas "deberán incluir, 
en todo caso, la denominación y características del puesto, las retribuciones 
complementarias que le corresponda y los requisitos exigidos para su desempeño; 
pudiendo afirmarse que el sistema de libre designación previsto en la Ley, difiere 
sustancialmente de un sistema de libre arbitrio, ya que su perfil viene delimitado por los 
siguientes elementos: en primer lugar, tiene carácter excepcional; en segundo, se aplica a 
un puesto determinado en atención a la naturaleza de sus funciones; en tercer lugar, sólo 
entran en tal grupo los puestos directivos de confianza que la ley relaciona; por último, la 
objetivación de los puestos de esta última clase de especial responsabilidad, esta 
incorporada a la Relación de Puestos de Trabajo que deberán incluir en todo caso, la 
denominación y características esenciales de los puestos, y serán públicas.  

En la Legislación Andaluza igualmente el Decreto 390/86, de 10 de diciembre, por 
el que se regula la elaboración y aplicación de la Relación de Puestos de Trabajo señala 
en su artículo 7 que: "El procedimiento de concurso debe ser el sistema normal de 
provisión, de puestos de trabajo, reservándose el de libre designación, para puestos 
expresamente calificados de confianza o asesoramiento, con nivel de complemento de 
destino comprendidos entre 26 y 30 (ambos inclusive) y, excepcionalmente, supuestos 
debidamente justificados para los puestos de nivel inferior al vértice". En su artículo 8.4 se 
señala que: "Cuando de la naturaleza de las funciones del puesto, se deduzca claramente, 
podrá exigirse una determinada formación específica. Dicha formación podrá ser 
acreditada mediante título, diploma creado o reconocido por la Junta de Andalucía u 
otros procedimientos objetivos que al efecto se determina por la Consejería de 
Gobernación".  

Asimismo la Ley 6/85, de la Función Pública Andaluza, en su artículo 12.1 
establece: "Los puestos de trabajo figurarán en una relación, en la que individualmente 
aparezca cada uno de ellos con las siguientes circunstancias mínimas: a) denominación; 
b) características esenciales; c) ente, departamento y centro directivo en el que 
orgánicamente estén integrados; d) adscripción a funcionarios o laborales en atención a 
la naturaleza de su contenido; e) requisitos exigidos para su desempeño, y además, 
tratándose de funcionarios; f) indicación de si el puesto de trabajo es de libre designación; 
g) nivel en que ha sido clasificado; y h) complemento específico, con indicación de los 
factores que se retribuyen con el mismo y su valoración resultante".  

Las recientes sentencias del Tribunal Supremo de 13-6-08 y 2-7-08, acogiendo los 
argumentos esgrimidos por las sentencias dictadas por la Audiencia Nacional y el 
Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, que fundaban la estimación de los respectivos 
recursos, en la falta de motivación de las Relaciones de Puestos de Trabajo y la no 
inclusión de las características esenciales del puesto de trabajo, de modo que la 
Administración, como se invocaba, había infringido el artículo 15.1.V de la Ley 30/84, de 
2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública , infracción que la 
sentencias referidas consideraron producida, por no incluir en la indicada la relación, tal 
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como lo exigía la redacción, entonces vigente del precepto legal, de la característica 
esencial de los puestos de trabajo y la ausencia de esta descripción impedía comprobar la 
justificación del sistema de libre designación. Las "características esenciales" constituyen 
el núcleo definitorio del puesto de trabajo, y son precisamente las que justifican la 
existencia de una titulación académica, una formación específica, y la asignación de un 
determinado complemento de destino. El sistema empleado en la resolución impugnada, 
suponía precisamente lo contrario: definir el núcleo esencial del puesto de trabajo, por 
medio de estas condiciones, es decir, alterar el proceso definitorio, porque "la 
característica de la persona que lo va a ocupar no debe dotar de contenido al puesto de 
trabajo, sino que un puesto de trabajo determinado debe ser ocupado por un funcionario 
que reúna una serie de requisitos".  

Haciendo una síntesis de la normativa de referencia, afirmaban que el sistema de 
libre designación previsto por la Ley difiere sustancialmente del sistema de libre arbitrio, 
ya que su perfil viene delimitado por los siguientes elementos: a) tiene carácter 
excepcional en la medida que contempla el método normal de provisión que es el 
concurso; b) se aplica a supuestos determinados en atención a la naturaleza de sus 
funciones; c) sólo entran en tal grupo, los puestos directivos y de confianza, que la ley 
relaciona (secretarías de altos cargos y los de especial responsabilidad); d) la 
objetivación de los puestos de esta última clase, de especial responsabilidad, debe estar 
incorporada a la Relación de Puestos de Trabajo, que deberán incluir "en todo caso, la 
denominación y características esenciales del puesto serán públicas, con la consecuente 
facilitación del control".  

Por otra parte se hace referencia en dicha sentencia, a la dictada en fecha 30 de 
septiembre de 1.996 en el recurso de casación e interés de ley 4.896/2.004, que desestimó 
declarar la doctrina propugnada por la Junta de Andalucía, sin que de sus fundamentos 
pueda extraerse el restringido concepto de "características esenciales de los puestos de 
trabajo" que propugnaba la Abogacía del Estado así se estableció en su fundamento 
jurídico quinto: "En ambos sistemas jurídicos, estatal y autonómico, se impone a las 
Relaciones de Puestos de Trabajo un contenido mínimo y obligatorio, de necesaria 
observancia, dentro del cual se halla la determinación de sus características esenciales, 
que permitan identificar y distinguir las tareas asignadas a cada uno de ellos dentro del 
organigrama administrativo. Si algo de lo más importante de la reforma introducida por 
la Ley 30/84, en su artículo 15.1.b), posteriormente modificada por la Ley 62/2.003 , está 
en el hecho de cambiar el sistema de organización de la función pública, basado en el 
principio del cuerpo, por el principio puesto de trabajo, si el puesto de trabajo es la 
estructura básica de la función pública, ha de garantizarse su contenido objetivo y 
suficientemente determinado en las relaciones que los aprueban o modifican. Cuando el 
artículo 9 del Real Decreto 28/1.990 encomienda a las convocatorias de los concursos, la 
descripción de los puestos de trabajo, está queriendo decir que tales descripciones deben 
de atenerse a las características esenciales que previamente hayan fijado las Relaciones 
de Puestos de Trabajo. Y es que la primera y única determinación de las características 
esenciales de los puestos de trabajo, no pueden ser las que contengan las respectivas 
convocatorias. Con carácter previo, dichas características esenciales deben haber sido 
anticipadas por el acto normativo que aprueba o modifica los tan repetidos puestos de 
trabajo.  
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 De esta forma no sólo se satisfacen mejor los fines ordenadores, a que las 
relaciones de puestos de trabajo responden, sino que también se protegen con mayor rigor 
y seguridad jurídica las diferentes expectativas de los funcionarios públicos".  

QUINTO.- A la luz de la doctrina y legislación expuesta, se puede llegar a la 
conclusión de que la voluntad de la Junta de Andalucía, parece consistir, basada en la 
potestad de autoorganización, en establecer el sistema de libre designación para la 
cobertura de los puestos de Jefatura de servicio, Jefaturas de bloque de enfermería, 
Coordinadores de Programas, Coordinación y Dirección de Unidades clínicas y Dirección 
de centros de Salud,. Sin embargo, este planteamiento debe ser rechazado, por cuanto 
tiende a dar carta de normalidad a un sistema de provisión que, aún siendo claramente 
ajustado a la legalidad, constituye un mecanismo extraordinario o excepcional de 
provisión de plazas, siendo necesario que la administración de justicia vea claramente, 
mediante una adecuada motivación, las causas que determinen, a su juicio y en el caso 
concreto, la elección por el sistema de libre designación de los puestos de trabajo, que 
deben ser cubiertos por tal sistema, sin que valga la consideración de que todos los 
puestos de trabajo, de un determinado nivel, ostentan la doble cualidad de ser puesto de 
especial responsabilidad y de carácter directivo, planteamiento que deja entrever en el 
propio "modus operandi" seguido en el supuesto que nos ocupa, de acudir a formulas 
genéricas, en la exposición de motivos del Decreto, que no cubren la exigencia de una 
específica motivación del puesto, y que tiene una especial relevancia en relación con los 
actos discrecionales, señalando que, allí donde un control de los poderes discrecionales 
ha omitido la obligación de motivar, se convierte en una exigencia cuya falta debe 
sancionarse con la anulabilidad del acto administrativo. Por ello ha de exigirse especial 
rigorismo en la motivación de los actos discrecionales, dado que por muy amplia que 
pueda considerarse la potestad de la administración para decidir, de conformidad con su 
propio criterio, no puede olvidarse que la finalidad de persecución de los intereses 
públicos, a que toda actuación administrativa propende, la limita, en el caso, la 
administración debió motivar convenientemente un aspecto fundamental, la función a 
realizar por los funcionarios y asignada a los puestos de trabajo, ya que la motivación no 
puede encontrarse, dado su carácter genérico y organizativo, ni en norma alguna sobre 
estructura orgánica de la administración autonómica, ni en disposiciones que definen 
irregularmente el organigrama administrativo: observándose como la justificación recae 
en la concurrencia de la especial responsabilidad, formulando la justificación en forma 
casi antológica, operación que sin perjuicio de la jurisprudencia del Tribunal Supremo en 
sentencia de 21-3-02 , no resulta suficiente.  

Por lo tanto el Decreto, el Decreto 75/2007, de 13 de Marzo, por el que se regula 
el sistema de provisión de puestos directivos y cargos intermedios de los centros 
sanitarios del Servicio Andaluz de Salud ha de considerarse contrario a derecho en el 
particular impugnado, en el presente recurso, por ausencia de motivación suficiente en 
la descripción de todos los cargos intermedios correspondientes a los puestos de Jefe de 
Servicio, Jefaturas de Bloque de Enfermería, Coordinadores de Programas, Coordinación 
y Dirección de Unidades Clínicas y Dirección de Centros de Salud circunstancia que 
obliga a estimar, el recurso contencioso administrativo y anular el apartado a) del Art. 8 y 
del Art. 13.1.a) y b)dicho Decreto.  
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Lo que ocurrió a continuación con este fallo lo describe con gran claridad el 

Magistrado D. José Ramón Chaves (actualmente Magistrado del Tribunal de Justicia de 

Asturias y anteriormente de Galicia adscrito a la Jurisdicción Contencioso Administrativa) 

en su blog “delajusticia.com", en una entrada titulada: “Últimas noticias del Tribunal 

Supremo sobre la libre designación: una de cal y una de arena” ya citada con anterioridad 

pero que a continuación se transcribe en su totalidad: 

“Cuando parecía que la jurisprudencia del Tribunal Supremo era constante, clara y 
contundente en cuanto los puestos de libre designación eran la excepción, y además que 
tenía que estar justificada tal forma de provisión por su contenido funcional o perfil 
político, nos llega la recientísima Sentencia de la Sala Tercera de 9 de Julio de 2012 
(rec.1691/2009) que provoca cierta perplejidad. Se trataba de la regulación por Decreto del 
Gobierno andaluz del sistema de provisión de puestos directivos y cargos intermedios del 
Servicio Andaluz de Salud, que incluía dos curiosas previsiones, una de las cuales ha sido 
bendecida y otra condenada. 

1. Por un lado, el Decreto autonómico contemplaba que “ La cobertura de los cargos 
intermedios correspondientes a Jefaturas de Servicios, Jefaturas de Bloque de Enfermería, 
Coordinación de Programas, Coordinación y Dirección de Unidades Clínicas y Dirección 
de Centros de Salud, se realizará por el sistema de libre designación”. 

Pues bien, esta atribución de libertad en nombrar los cargos intermedios recibe la 
bendición del Supremo con las siguientes palabras: 

El sistema de libre designación para cargos intermedios…no puede considerarse 
injustificado porque, como señalan ambas partes codemandadas, no se establece para todos 
ellos sino tan solo para los existentes en determinadas unidades administrativas, que por la 
elevada importancia jerárquica que les corresponde, hacen aconsejable que el cargo 
intermedio desarrolle sus funciones en una estrecha colaboración con los cargos 
directivos”. 

Posiblemente las hábiles alegaciones y pruebas expuestas por los letrados de las 
Administraciones demandadas (Junta de Andalucía y Servicio Andaluz de Salud) 
consiguieron ofrecer al Tribunal Supremo el espejismo de una colmena sanitaria donde 
solo unas contadas Unidades de gran relieve serían provistas por libre designación, pero lo 
cierto es que la sentencia dice lo que dice, y el precepto salvado de las negras aguas dice a 
las claras que todos los cargos intermedios se cubrirán por libre designación. 

El problema de esta conclusión radica, primero, en que la noción de “cargo 
intermedio” por definición supone referirse a puestos ajenos a la dirección política y que 
no dictan actos administrativos, o lo que es lo mismo que pueden y deben ser 
profesionalizados con funcionarios adscritos por concurso de méritos y no por lazos de 
fidelidad, confianza, clientelismo o similar. Y segundo, en que si las Jefaturas de 
Servicios” por ejemplo, o puestos de “Coordinación” pueden ser servidos por libre 
designación está claro que el hábito hace al monje, pues la potestad de autoorganización ( 
ampliamente discrecional) será la herramienta que atribuirá la denominación o rango de 
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Jefe de Servicio a cualquier cometido, y de regalo, sabe que con esta envoltura formal 
puede cubrirlo por libre designación con quien le plazca. Lo suyo, a juicio de Sevach, sería 
que “determinadas” Jefaturas de Servicio o “determinados” puestos de Coordinadores, 
debidamente motivados según sus especialísimas responsabilidades, pudieran ser cubiertos 
por libre designación pero no todos los puestos. 

Estamos ante un bonito regalo para la Administración sanitaria andaluza, o mas bien 
para que el gobierno de turno pueda diseñar una Relación de Puestos de Trabajo, Catálogo 
o instrumento similar que sirva de coartada técnica para sembrar de Coordinadores y Jefes 
de Servicio todos los confines donde se desee promover o colocar alguien afín. E incluso si 
se traen de otra Administración ( aplicando el conocido “rescate” ante el mandato del 
partido político de “Salvar al soldado Ryan”) disfrutarán del viejo adagio “entrarás pero no 
saldrás”, pues si tuviere lugar un futuro cese imprevisto, se quedarán en el Servicio 
Andaluz de Salud con destino provisional y con su cosecha de retribuciones y grados 
consolidados ( el art.84.3 del Estatuto Básico del Empleado público lo propiciará). Y 
colorín colorado, rechinar de dientes de los funcionarios profesionalizados frente a la 
invasión bárbara de funcionarios politizados. 

A juicio de Sevach la libre designación es un procedimiento necesario pero 
excepcional y motivado tal y como el Supremo ha venido afirmando y citamos en 
anteriores post. Confiemos en que esta sentencia se quede como un caso aislado. 

2. Por otra parte, el Decreto incluía una auténtica perla del museo de los horrores del 
empleo público: “ En los procedimientos para la provisión de cargos intermedios podrá 
participar toda persona que, con sujeción a las prescripciones del presente Decreto, reúna 
los requisitos exigidos en las bases de la convocatoria, sin necesidad de estar previamente 
vinculada como personal funcionario o estatutario al Sistema Nacional de Salud”. 

Ante esta impúdica “gatera” abierta en el empleo público, el Tribunal Supremo en la 
misma sentencia reacciona con energía y lo anula: 

 El precepto no aclara cuál será el régimen aplicable a los que sean designados 
cargos intermedios sin ser personal funcionarial o estatutario, como tampoco si la 
posibilidad es ilimitada y, por ello, abierta a personas totalmente ajenas a las 
Administraciones Públicas que no hayan superado con anterioridad un proceso selectivo 
debidamente regido por los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad 
(art.23.2 y 103.3 CE. Consiguientemente, ha de compartirse el riesgo que en la demanda se 
viene a denunciar de que se abra una vía de acceso a la condición de empleado público sin 
que se garantice debidamente la observancia en ella de los anteriores principios 
constitucionales”. 

En este caso, posiblemente el Decreto sencillamente quería contemplar que podrían 
ser llamados funcionarios o personal estatutario de otras Administraciones, abriendo a la 
movilidad, pero lo cierto es que la ambigua redacción del precepto propiciaba 
interpretaciones para un fecundo coladero, y es que esos preceptos “los carga el diablo”, 
nunca faltará un letrado que avale su perversión interpretativa ni un político que lo aplique. 
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Ciertamente (tal y como acaba el artículo) en el Servicio Andaluz de Salud no ha 
faltado desde entonces un letrado que avalase su perversión interpretativa ni un 
político que lo aplicase. La realidad ha sido que en estos diez años y a pesar de que han 
seguido dictándose múltiples sentencias del Tribunal Supremo y de los Tribunales 
Superiores de Justicia anulando la provisión de puestos por libre designación, ellos han 
mantenido el sistema de forma generalizada y no han modificado el Decreto 75/2007, 
amparándose con argucias en la Sentencia del 2012.  

 

  

 3. Nombramiento para cargos intermedios de personal no 

perteneciente al Sistema Nacional de Salud (eventuales, interinos, 

laborales de las Agencias sanitarias...) 

 

Una de las actuaciones más torticeras y alambicadas, a nivel jurídico, realizadas por 

los denunciados para poder nombrar cargos intermedios afines a las direcciones de las 

Instituciones Sanitarias (tanto en Atención Especializada como en Atención Primaria) ha 

sido la llevada a la práctica en múltiples ocasiones para meter con calzador a personas sin 

plaza en propiedad en el Sistema Sistema Nacional de Salud. 

La forma de hacerlo la explica muy bien el Magistrado del Juzgado de lo 

Contencioso Administrativo número 10 de Sevilla en su Sentencia nº 101/2014, de 20 

de marzo de 2014 (Documental num. 17) al anular una resolución convocando un cargo 

intermedio en una Unidad de Gestión Clínica de Salud Mental, cuya base 2.5 establecía 

como requisitos de los aspirantes: “tener vinculación estatutaria o funcionarial con el 

Sistema Nacional de Salud”.  

La sentencia literalmente dice:  

“TERCERO  
En el presente caso las circunstancias son diferentes. En la convocatoria impugnada 

se establece como requisito de los aspirantes (base 2.5):  
«Tener vinculación estatutaria o funcionarial con el Sistema Nacional de Salud y no 

haber sido separado del servicio, mediante expediente disciplinario, de cualquier servicio 
de salud o Administración pública en los seis años anteriores a la convocatoria, ni 
hallarse inhabilitado con carácter firme para el ejercicio de funciones públicas ni, en su 
caso, para la correspondiente profesión.»  
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Se ha dicho por algún letrado en pleito idéntico al que nos ocupa, que la redacción 
de esa base no es más que un subterfugio semántico para admitir candidatos que no 
tengan la condición de personal estatutario o funcionarial con plaza en propiedad, como 
puede ser el personal eventual o interino. Desde luego, la Administración sanitaria no ha 
sido lo suficientemente diligente en la redacción de la base enjuiciada para cumplir las 
exigencias no solo del Tribunal Supremo sino de las reiteradas sentencias de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo con sede en Sevilla, de las que es ejemplo la de 20 de 
marzo de 2013 (Sección 1.a), recurso 400/2010:  

«4.o [...] Dado que la Administración en su escrito de apelación hace referencia al 
artículo 14 del Decreto para sustentar la validad de los nombramiento del personal 
temporal (eventual o interino) y en el que se regula la situación administrativo a respecto 
a la plaza ocupada temporalmente, en el caso de nombramiento para cargo intermedio, 
recordar que el Tribunal Supremo al anular el precepto [se refiere al art. 10 del Decreto 
75/2007] expone con rotundidad que para acceder al puesto de cargo intermedio es 
necesario ser personal funcionario o estatutario y ello solo es predicable de los que 
según el Estatuto Básico y la Ley 55/2003 del Estatuto marco son funcionarios de 
carrera y estatutarios fijos que están vinculados a la Administración por una relación 
estatutaria, ya que los temporales son nombrados por razones de necesidad y urgencia 
para el desempeño de funciones propias de aquellos, pero no tienen relación estatutaria o 
vinculación con la Administración, al no haber superado el proceso selectivo con 
garantías constitucionales, de ahí que aunque se encuentren comprendidos en el ámbito de 
aplicación de dichos Estatutos, solo les es de aplicación en cuando sea adecuado a la 
naturaleza de su condición. Y precisamente esa condición de temporal le impide el acceso 
a una plaza con carácter indefinido prorrogable como es el puesto convocado, que 
permitiría una vinculación indefinida, vulnerando los principios constitucionales a los 
que hace referencia la sentencia del Tribunal Supremo.»  

En la convocatoria que nos ocupa, el peligro al que alude el Tribunal Supremo y 
con mayor concreción la Sala de lo Contencioso de Sevilla, sigue latente. Son numerosas 
las normas de la Administración sanitaria que identifican la vinculación estatutaria no 
solo con el personal fijo, de carrera, que ha accedido mediante pruebas con garantías 
constitucionales de publicidad, mérito y capacidad, sino que incluyen entre tal personal 
estatutario también a los eventuales o interinos, cuyo acceso y vinculación no se 
fundamenta precisamente en la superación de un proceso selectivo con garantías 
constitucionales.  

Así, por ejemplo, el artículo 9 de la Ley 55/2003, se refiere al «personal estatutario 
temporal» , para señalar en el apartado 5 que «al personal estatutario temporal le será 
aplicable, en cuando sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen general del 
personal estatutario fijo». Y, conforme a lo declarado reiteradamente por nuestro Tribunal 
Superior de Justicia, el nombramiento de personal temporal para cargos intermedios es 
una burla a la condición temporal y coyuntural de dicho personal en tanto que, a través de 
tales nombramientos en cargos intermedios, con carácter prorrogable, se permitiría una 
vinculación indefinida.  
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De «personal estatutario temporal» se habla igualmente, a título de ejemplo:  
● En el Decreto 136/2001, de 12 de junio, por el que se regulan los sistemas de 

selección del personal estatutario y de provisión de plazas básicas en los Centros 
Sanitarios del S.A.S.  

● En el Texto refundido de 18 de mayo de 2010, del Pacto de 20 de mayo de 2005, 
sobre sistema de selección de personal estatutario temporal para puestos básicos en el 
Servicio Andaluz de Salud.  

● En la resolución de 18 de octubre de 2005, de la Dirección General de Personal y 
Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud, por la que se dispone la publicación 
del Pacto de Mesa Sectorial de Sanidad suscrito entre la Administración Sanitaria de 
Andalucía- SAS y las organizaciones sindicales CEMSATSE, CC.OO., UGT y CSI-CSIF, 
sobre sistema selección de personal estatutario temporal para puestos básicos en el 
Servicio Andaluz de Salud.  

● En la resolución de 21 de octubre de 2005, de la Dirección General de Personal y 
Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca proceso de 
selección de personal estatutario temporal para la cobertura provisional de plazas básicas 
del Servicio Andaluz de Salud.  

● En la resolución de 24 de junio de 2010, de la Dirección General de Personal y 
Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca proceso de 
selección de personal estatutario temporal para la cobertura de plazas básicas.  

● En la resolución de 21 de noviembre de 2013, de la Dirección General de 
Profesionales del Servicio Andaluz de Salud, por la que se modifica el texto refundido y 
actualizaciones del Pacto de Mesa Sectorial de Sanidad suscrito el 18 de mayo de 2010 
entre la Administración Sanitaria de Andalucía-SAS y las Organizaciones Sindicales -
SATSE, CC.OO., UGT, CSI-CSIF, SMA y USAE-, sobre sistema de selección de personal 
estatutario temporal para puestos básicos en el Servicio Andaluz de Salud.  

Como se ve, el Servicio Andaluz de Salud diferencia, cuando le parece oportuno, al 
personal estatutario fijo del temporal. Cosa que no ha hecho en la convocatoria 
impugnada pese a que la claridad de la doctrina expuesta por el Tribunal Superior de 
Justicia Andaluz al respecto.  

Si nos atenemos a los términos literales de la convocatoria, el requisito de «tener 
vinculación estatutaria o funcionarial con el Sistema Nacional de Salud ...» no excluye de 
forma clara y contundente al personal temporal o interino, cuya naturaleza o condición no 
casa nada bien con el convocado que, a base de prórrogas, puede convertirse en 
indefinido. Es decir, la convocatoria, tal y como está redactada la base impugnada, 
permite al personal vinculado estatutariamente con carácter temporal presentarse como 
candidato y ser nombrado para el cargo intermedio. Ello contradice la filosofía de la STS 
de 20 de marzo de 2013, antes citada, y choca frontalmente con lo declarado al respecto 
por el Tribunal Superior de Justicia andaluz.  

No se entiende nada bien la reticencia y hostilidad de la Administración sanitaria 
andaluza a cumplir los mandatos constitucionales relativos al acceso a la función 
pública con arreglo a los criterios de mérito y capacidad, explicitados para estos casos de 
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nombramiento de cargos intermedios por el Tribunal Supremo y por el Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía. Le hubiera bastado a la administración sanitaria 
andaluza introducir tres palabras en la redacción de la base impugnada para ajustarse a 
lo declarado por la jurisprudencia (Tener vinculación estatutaria o funcionarial [como 
personal fijo] con el Sistema Nacional de Salud...).  

Esta fácil solución, que evita cualquier tipo de equívoco al respecto, no ha querido 
ser adoptada por la administración sanitaria andaluza, de manera que cobra vida la tesis 
de que estamos ante un subterfugio semántico que facilita a la administración el 
nombramiento de personal temporal o interino para dichos cargos.  

CUARTO  
En resumidas cuentas, la convocatoria impugnada, regida por una base que 

permitía que se postulasen al cargo personas sin vinculación previa, como personal 
funcionarial o estatutario de carácter fijo, con el Sistema Nacional de Salud, es nula. Y 
ello con independencia de que, finalmente, la persona designada fuera personal 
estatutario de carrera o fijo del SAS. Lo que se pretende evitar es el «riesgo» de puertas 
falsas y tal riesgo existirá siempre que la convocatoria sea de tal manera abierta que 
permita postularse a cualquiera que carezca de vinculación previa estatutaria o 
funcionarial de carácter fijo. Por ello, procede declarar la nulidad de la convocatoria 
impugnada.  

Al respecto, la STSJ Andalucía (sala de lo contencioso, sede en Sevilla, Sección 1.a) 
de fecha 17/01/2014, ha declarado que:  

«Al ser nula la convocatoria en el aspecto esencial no formal de los requisitos de los 
aspirantes, lo son todos los actos posteriores incluido el nombramiento definitivo, aunque 
el adjudicatario tenga la vinculación requerida conforme a la sentencia del Tribunal 
Supremo y de esta Sala, porque no es posible convalidación de actos posteriores derivados 
de un acto nulo.»  

 

 A partir del año 2012 se suceden los casos en los que los jueces y magistrados de lo 

contencioso administrativo anulan convocatorias para cargos intermedios que permiten 

acceder a ellos a las personas ajenas al Sistema Nacional de Salud, que se han seguido 

sucediendo a pesar de lo dicho por el Tribunal Supremo (noticias de Diario de Sevilla del 9 

de octubre de 2012: Dos jueces anulan el nombramiento de los dos cargos directivos del 

SAS” y del SATSE de la misma fecha: Triple varapalo judicial al SAS por el 

nombramiento de puestos de Director de Unidades de Gestión Clínica). 

Podría pensarse que la existencia de una doctrina consolidada por parte del 

Tribunal Superior de Justicia de Andalucía sobre la obligatoriedad de que los cargos 

intermedios sean ocupados por personal fijo del Sistema Nacional de Salud, y la gran 

cantidad de resoluciones anuladas por haber ocurrido lo contrario, habría hecho 
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cambiar a los responsables del Servicio Andaluz de Salud y habría conseguido que las 

nuevas resoluciones de convocatoria se adecuasen a la legalidad, pero nada más lejos de 

la realidad. 

Para explicar lo ocurrido hay que remontarse a la Sentencia del Tribunal Supremo 

nº 1691/2009, de fecha 9 de septiembre de 2012 que anuló por NO ser conforme a 

Derecho una parte del artículo 10 del citado Decreto 75/2007, en concreto la siguiente 

expresión: “sin necesidad de estar previamente vinculada como personal funcionario o 

estatutario al Sistema Nacional de Salud”. 

A partir de ese momento los responsables de la Administración andaluza cambiaron 

(en las resoluciones que iban publicando con cada una de las convocatorias concretas) la 

expresión anulada por una nueva expresión, la de tener “vinculación estatutaria o 

funcionaria con el Sistema Nacional de Salud” y utilizaron el artificio legal de, primero, 

hacerle a la persona a la que querían nombrar un contrato de cualquier tipo (eventual, 

interino, etc.) y, después, convocar la plaza de cargo intermedio y adjudicársela. 

Lógicamente, los tribunales de lo Contencioso Administrativo de instancia y el 

Superior de Justicia de Andalucía, igualmente las anulaban cada vez que se impugnaba una 

de esas resoluciones de convocatoria.  

Demoledora para los intereses de los denunciados es la Sentencia del Tribunal 

Superior de Justicia de Andalucía nº 264/2013, de 20 de marzo de 2013, citada en la 

anterior que deja claro el tema: 

 

“FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
PRIMERO.- La sentencia impugnada estima el recurso interpuesto contra 

resolución de 28 de junio de 2010 de la Dirección General de Personal y 
Desarrollo Profesional del Servicio Andaluz de Salud, que desestima la alzada 
contra la resolución de 31 de marzo de 2010 de la Dirección Gerencia del Hospital 
Universitario Virgen de Rocío, por la que se convoca mediante el sistema de libre 
designación la cobertura de un puesto de Jefe de Bloque de Enfermería.  

Frente a ella el SAS opone los siguientes motivos de apelación:  
- Infracción del artículo 78.6 de la Ley de la Jurisdicción , al admitir la 

sentencia una nueva pretensión de nulidad que no había sido planteada en la 
demanda, como es la admisión en la convocatoria, de personal sin previa relación 
estatutaria en base a una sentencia del Tribunal Supremo de 9 de julio de 2012 que 
anula parte del artículo 10 del Decreto 75/2007 , que permitía dicha posibilidad.  
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- Manifiesta contradicción de la sentencia, al afirmar que la convocatoria es 
nula por vulneración del Decreto 75/07, cuando la convocatoria no establece 
expresamente la posibilidad de que puedan acceder a las plazas personas sin 
previa relación estatutaria.  

- Que la anulación por el Tribunal Supremo del artículo 10, no puede 
determinar la nulidad de toda la convocatoria, invocando para ello una sentencia 
de esta Sección de 12 de septiembre de 2012 .  

- La Convocatoria no puede declararse nula por remitirse a lo dispuesto en el 
Decreto 75/2007 plenamente válido a la fecha de publicación de la misma, ya que 
evidentemente no puede ser contraria a la norma de superior rango y en todo caso 
por el principio de conservación de actos únicamente afectaría a la admisión de 
candidatos sin relación estatutaria previa, pero conservando la validez en 
aquellos casos como el presente en el que el nombramiento recae en personal 
estatutario temporal ya que el artículo 14 del Decreto no ha sido objeto de 
anulación. 

  […] 
TERCERO.- Tampoco existe manifiesta contradicción de la sentencia, 

porque precisamente el juzgador de instancia se ampara en el artículo 6 de la 
LOPJ y 63.2 de la Ley de procedimiento, para dejar de aplicar el artículo 10 del 
Decreto 75/2007 que ha sido expulsado del Ordenamiento jurídico por la sentencia 
del Tribunal supremo, por lo que la Convocatoria impugnada que se rige por dicho 
Decreto y precepto, es nula por vulneración de los arts 23.1 y 103 de la 
Constitución , como se pone de manifiesto en el fundamento de la sentencia citada, 
al permitir el acceso a personas que no hayan superado con anterioridad un 
proceso selectivo debidamente regido por los principios de igualdad, mérito y 
capacidad.  

Basta examinar las bases de la Convocatoria relativa a los requisitos de los 
aspirantes para percatarse que no se exige esa previa vinculación a la 
Administración por una relación estatutaria o funcionarial en virtud de 
nombramiento legal, tras haber superado el proceso selectivo debidamente regido 
por los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad.  

Por tanto como acertadamente declara la sentencia, la convocatoria es nula 
de pleno derecho al permitir el acceso a personas ajenas a la Administración, 
vulnerando con ello el derecho fundamental previsto en el articulo 23.1 de la 
Constitución , y que ha servido de sustento al Supremo para declarar la anulación 
del artículo 10 en su inciso final.  

De modo que la convocatoria es nula de pleno derecho, no por ser contraria 
al decreto 75/2007, sino porque realizada al amparo de dicha norma, cuyo articulo 
lo ha sido expulsado del Ordenamiento jurídico por su nulidad, una de las bases 
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fundamentales como es el de los requisitos de los aspirantes vulnera como afirma 
el Tribunal Supremo el derecho constitucional previsto en el artículo 23.1 de la 
Constitución .  

Ello supone la nulidad de pleno derecho declarada en sentencia no sólo en 
virtud del articulo 62, sino por el propio articulo 63.2 de la Ley de Procedimiento 
invocado por el juez, que impide la conservación del resto de la convocatoria y de 
los actos derivados de la misma.  

CUARTO.- No es necesario por tanto, como declara la sentencia impugnada, 
un pronunciamiento expreso sobre los actos derivados de la convocatoria. No 
obstante y dado que la Administración en su escrito de apelación hace referencia 
al artículo 14 del Decreto para sustentar la validez de los nombramientos del 
personal temporal (eventual o interino) y en el que se regula la situación 
administrativa respecto a la plaza ocupada temporalmente, en el caso de 
nombramiento para cargo intermedio, recordar que el Tribunal Supremo al 
anular el precepto expone con rotundidad que para acceder al puesto de cargo 
intermedio es necesario ser personal funcionario o estatutario y ello solo es 
predicable de los que según el Estatuto Básico y Ley 55/2003 del Estatuto Marco 
son funcionarios de carrera y estatutarios fijos que están vinculados a la 
Administración por una relación estatutaria, ya que los temporales son 
nombrados por razones de necesidad y urgencia para el desempeño de funciones 
propias de aquellos, pero no tienen relación estatutaria o vinculación con la 
Administración, al no haber superado el proceso selectivo con garantías 
constitucionales, de ahí que aunque se encuentre comprendidos en el ámbito de 
aplicación de dichos Estatutos, sólo le es aplicable en cuanto sea adecuado a la 
naturaleza de su condición. Y precisamente esa condición de temporal le impide 
el acceso a una plaza con carácter indefinido prorrogable como es el puesto 
convocado, que permitiría una vinculación indefinida, vulnerando los principios 
constitucionales a los que hace referencia la sentencia del Tribunal Supremo.  

Ello no es contradictorio con la, sentencia dictada, por esta Sala de 12 de 
septiembre de 2012 , en la que únicamente se cuestionaba el sistema de libre 
designación previsto en la convocatoria, y el obiter dicta, se refiere precisamente 
a que sólo pueden ser nombrados los vinculados como funcionarios o 
estatutarios al Servicio Nacional de Salud. Vinculación que no es otra que la que 
se produce por nombramiento legal tras superar el correspondiente proceso 
selectivo que en el que se garantizan debidamente la observancia de los 
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad (artículos 23.2 y 
103.3 de la C.E .)  
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Es a partir de esas anulaciones cuando los denunciados dan una vuelta de tuerca al 

sistema y lo que hacen es dejar de recurrir las sentencias dejándolas firmes. 

En una nota de prensa emitida por el sindicato SATSE y publicada en Europa Press 

en fecha 3 de junio de 2015, que se transcribe en parte a continuación, se hace referencia al 

allanamiento del Servicio Andaluz de Salud en una de las sentencias: 

Satse destaca que los tribunales anulen la convocatoria de un director de Unidad del Reina 
Sofía 
 
Sindicato Profesional de la Enfermería (Satse) en Córdoba ha destacado este miércoles que 
los tribunales han anulado la convocatoria para cubrir el puesto de director de Unidad de 
Gestión Clínica de Cirugía General del Hospital Reina Sofía de la capital cordobesa. 
En una nota, Satse recuerda que con fecha 16 de julio de 2013 se dictó una resolución de la 
Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud (SAS), por la que se convocaba dicho 
puesto. Tras la desestimación del recurso de alzada del sindicato, por parte de la 
administración, Satse impugnó judicialmente la resolución.  
Al respecto, como base argumental expuso "la no contemplación en las bases de la 
convocatoria de la necesidad de que en las mismas quedase recogida la obligatoriedad de los 
participantes de ser personal estatutario con vinculación fija al Sistema Nacional de Salud", 
entre otros. 
Según el sindicato, ello ha provocado una sentencia favorable a las pretensiones del sindicato, 
en el Juzgado número 13 de lo Contencioso de Sevilla, con fecha 27 de mayo de 2015, que 
declara nula la convocatoria del citado puesto, al tiempo que añaden que "el SAS se ha 
allanado ante la demanda de Satse, provocando el fallo favorable, mostrando el SAS su 
conformidad con la demanda interpuesta”. 
Mientras, Satse afirma que "los tribunales reiteran que la Organización de Unidades de 
Gestión Clínica, no justifica que se ignoren normas básicas y estatutarias y tampoco las 
numerosas sentencias dictadas en este sentido, dando apariencia de legalidad". Por otro 
lado, el sindicato afirma que "atendiendo a las múltiples sentencias y jurisprudencia creada al 
ser nula la convocatoria en el aspecto esencial, lo son todos los actos posteriores incluido el 
nombramiento, con independencia de la vinculación del profesional nombrado, al no ser 
posible convalidar actos posteriores derivados de una acto nulo", lo que "provocará que el 
jefe de Servicio de Cirugía General del Reina Sofía sea cesado", según apunta Satse. 

 
 Esta extraña actitud es fácilmente explicable si se tiene en cuenta que al no recurrir 

esas sentencias lo que han conseguido es que esta cuestión no llegue a plantearse ante la 

Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo, lo que les ha garantizado 

que dicho Tribunal no se pronuncie de manera más contundente sobre el tema. 

También han conseguido que no llegase a conocimiento de la opinión pública el 

descaro con el que realizan de forma sistemática de sus presuntos nombramientos ilegales, 

asegurándose de esta forma que podrían seguir metiendo por “la puerta de atrás” a las 

personas que les interesasen tener como cargos intermedios en las Instituciones Sanitarias. 

Mientras tanto, en febrero del año 2015, la entonces Consejera, la denunciada 

SÁNCHEZ RUBIO, intenta aprobar una nueva orden (Documental num. 19) que permita 
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incluir los interinos en los procesos de selección utilizando la argumentación ya rechazada 

por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía en la sentencia del 2013 transcrita más 

arriba. 

Y, además, sacan algunas convocatorias en la que aparece el requisito de fijeza, pero 

en todas ellas también se anuncia que pretenden hacer lo que ellos llaman: ”establecer 

adecuadamente las garantías requeridas…”. Esto es, que están buscando la manera de 

seguir incumpliendo lo meridianamente claro dispuesto por los jueces en todas las 

sentencias anulatorias: que tienen que ser fijos del Sistema Nacional de Salud. En 

resumen, que están viendo como cubrir el expediente, porque esto es algo que parece que 

no están dispuesto a asumir, ya que les obligaría a prescindir de la mayoría de los cargos 

intermedios que han puesto durante estos años. 

Además en ellas se recalca la existencia de numerosas sentencias que han 

declarado la necesidad de restringir el acceso a este tipo de cargos intermedios al 

personal fijo del servicio Nacional de salud. 

Por ejemplo la resolución de 19 de marzo de 2015 que convoca una plaza de Director 

de “Unidad de Gestión Clínica Intercentros”, a la que solo se presenta el Dr. Romero 

Gómez, uno de los más conocidos amigos de la antigua Consejera de Salud (la denunciada 

MONTERO CUADRADO) sale para personal fijo (Documental num. 20). 

Así queda dicho en el preámbulo de la Resolución: 

“En consecuencia, ante la anulación por el Tribunal supremo del inciso final del 
articulo 10 y la preocupación vertida por el mismo del acceso a la condición de empleado 
público a personas que no han tenido acceso previo a la función pública de acuerdo a los 
principios constitucionales de igualdad, mérito, capacidad y publicidad, se hace preciso 
clarificar y desarrollar reglamentariamente el Decreto 75/2007, de 13 de marzo, para 
esclarecer el régimen de vinculación aplicable al personal con vínculo temporal y la 
adecuada aplicación del artículo 14 en aras a establecer adecuadamente las garantías 
requeridas por dicho Tribunal, por lo que en tanto esta modificación se produce, esta 
Agencia entiende necesario restringir el acceso a los cargos intermedios al personal 
funcionario o estatutario fijo, como han venido declarando hasta la fecha numerosas 
sentencias de diferentes órganos jurisdiccionales del orden contencioso-administrativo.”  

 

También es el caso de la resolución de 11 de junio de 2015 que convoca el cargo de 

Supervisor de Cuidados de la Unidad de Gestión Clínica Intercentros Cirugía Maxilofacial, 
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en ese momento y en la actualidad dirigida por uno de los denunciados, GUTIERREZ 

PEREZ.  

Y el de la Resolución de 16 de junio de 2015, que en este caso, además, lleva 

aparejada la creación de una Jefatura de Servicio de una inexistente Unidad de Gestión 

Clínica Medicoquirúrgica (antes existía una jefatura de sección que acababa de dejar 

vacante el anteriormente citado Dr. Romero Gómez) y a la que solo se presentó una 

aspirante, la mujer del anterior Director Gerente del complejo hospitalario hospital Virgen 

Macarena y Hospital Universitario Virgen del Rocío (que curiosamente era quién acababa 

de nombrar al Dr. Romero Director de la Unidad de Gestión Clínica intercentros de dicho 

complejo). 

Finamente, el entonces Consejero de Salud, el denunciado ALONSO MIRANDA, 

“se permitió el lujo” de hacer una “interpretación” de la sentencia de 2012 del Tribunal 

Supremo, y en total contradicción con ella y con toda la doctrina del Superior de 

Justicia de Andalucía y todas las sentencias de instancia anulatorias de los tribunales 

andaluces, mediante una modificación de la Orden de 10 de agosto de 2007, firmó la 

Orden de 21 de diciembre de 2015  (Documental num. 21), que dejó claro en su artículo 

3.1 que podrán participar en el procedimiento de provisión de cargos intermedios los 

interinos (“…o bien como personal funcionario o personal estatutario interino…”). 

 

Todo ello, haciendo caso omiso de la citada Sentencia del 2013, y a pesar de que 

los jueces se mostraban cada vez más enfadados en sus sentencias sobre el tema de los 

eventuales e interinos en cargos intermedios como demuestra la citada del 2014, tres años 

y medio después de la Sentencia del Tribunal Supremo de 2012. 

Como queda claro, en una burla constante de las sentencias de los Tribunales de lo 

Contencioso Administrativo, los denunciados han seguido convocando plazas en las 

que pueden presentarse los interinos y eventuales. Además, no solo para las Direcciones 

de las Unidades de Gestión Clínica, sino también de las Jefatura de Servicio. Como prueba 

de alguna de las muchas convocatorias la de 18 de marzo de 2016, la del 29 de septiembre 

de 2016, y las 17 convocatorias publicadas en los BOJA de este año 2017, de fechas 24, 

25, 28 y 29 de agosto, 25 de septiembre y 2 de octubre (Documental num. 22 - 1 a 17) 

hace pocos días). Salvo claro está, que se trate de favorecer a algunas personas vinculadas 

a los mismos, en cuyo caso intentan evitar la impugnación sistemática de sindicato 
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SATSE, dejando claro que solo pueden presentarse las personas con plaza en propiedad en 

el Servicio Nacional de Salud. 

Por último, ha de indicarse que no es posible averiguar en la siguiente página web 

del SAS quienes han sido nombrados en los distintos puestos de cargos intermedios, a 

pesar de que cada convocatoria se dirige a dicha página (opacidad total):  

http://www.juntadeandalucia.es/servicioandaluzdesalud/profesionales/ofertas_e

mpleo/default.asp?Tipooferta=2 

 Desde el 1 de enero de 2013, se han convocado en el BOJA 1.366 puestos de 

cargos intermedios. Si se intenta buscar el resultado de cada convocatoria, suele 

encontrarse uno con lo siguiente: “No se han encontrado resultados con los criterios de 

búsqueda seleccionados”. Por poner un ejemplo, para la Resolución de 16 de marzo de 

2016, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, por la que se convoca la 

cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre designación, para el 

desempeño de las funciones de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de Enfermedades 

Infecciosas del Hospital Universitario Reina Sofía de Córdoba, publicada en el BOJA de 

22/03/2016, se obtiene este resultado: 
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 4. Desarrollo de la implementación de las Unidades de 

Gestión Clínica en el ámbito hospitalario 

 

 Un recorrido rápido por la historia de los últimos diez años pone de manifiesto que 

en un primer momento los denunciados y sus colaboradores hicieron coincidir 

funcionalmente las Unidades de Gestión Clínica hospitalarias con los Servicios de las 

distintas Especialidades clínicas de cada hospital y las direcciones de dichas Unidades de 

Gestión Clínica les fueron atribuidas “provisionalmente” a los Jefes de dichos Servicios 

clínicos, que ya ostentaban esas jefaturas por haber sido nombrados anteriormente de 

acuerdo con el procedimiento establecido para las Jefaturas de Servicio. 

 Posteriormente, en lo que parece un plan previamente diseñado, en cada hospital se 

comenzaron a crear “Unidades de Gestión Clínica” sin estar regulado en las que, aun 

coincidiendo funcionalmente con un Servicio Clínico concreto, su dirección era 

directamente atribuida a otro de los miembros de dicho Servicio (y no a su Jefe de Servicio 

titular) o a alguien de fuera del Servicio, todo ello de forma “provisional”. Eso sí, se 

vaciaba de contenido a la Jefatura del Servicio, cuyo titular era apartado de facto de 

la gestión. 

Desde el año 2008, los denunciados comenzaron a presionar a los directivos 

hospitalarios para la implantación de las “Unidades de Gestión Clínica” en sus hospitales. 

Esa implantación llegó acompañada de las impugnaciones de los sindicatos profesionales y 

ya en el 2011 existían sentencias anulándolas por no tener norma que amparase su 

creación, como así se cita en la denuncia que se transcribe. 

Noticia publicada en el Diario el Mundo el 29 de enero de 2012, firmada por Dª 

Silvia Moreno: 

“Una juez frena dos cargos que el SAS quiere adjudicar a médicos afines antes 
del 25-M 

Suspendida cautelarmente la creación de dos jefaturas en unidades de gestión 
clínica en el Virgen del Rocío y en Osuna / Salud actúa en «fraude de ley», advierte el auto 

Un juzgado de Sevilla ha paralizado la convocatoria irregular de dos jefaturas 
en hospitales públicos que la Consejería de Salud quiere adjudicar a sus profesionales 
afines an- tes de que se celebren las elecciones autonómicas del 25 de marzo que, según 



 

Página 90 de 122 

todas las encuestas, van a desalojar al PSOE del poder en el que lleva instalado más de 
dos décadas. 

Son irregulares porque las plazas convocadas no existen en los organigramas 
oficiales de los hospitales, sino que se trata de una reforma que el Servicio Andaluz de 
Salud (SAS) lleva implantando desde hace más de trece años –las unida- des de gestión 
clínica (UGC)– de facto y al margen de cualquier normativa o decreto que lo regule en la 
atención especializada. 

En junio de 2011, el departamento que dirige la consejera de Salud, María 
Jesús Montero, publicó un borrador de decreto de UGC con el que se pretendía poner fin 
al vacío legal, pero todos interpretaron que, después de más de una década sin normativa, 
lo que la Junta pretendía en realidad era dejar colocados antes de las elecciones a todos 
sus cargos y médicos afines, ya que las jefaturas eran durante cuatro años. 

Ante las acusaciones de otro decreto del enchufismo, como el que terminó 
implantando la Junta a través de la Ley de Reordenación del Sector Público andaluz, 
Salud dio marcha atrás y retiró el borrador de decreto. 

Sin embargo, de forma paralela, empezó a publicar casi diariamente en el 
Boletín Oficial de la Junta (BOJA) plazas de jefaturas de UGC en hospitales de toda 
Andalucía. El Sindicato Médico las recurrió y, como medida cautelar, solicitó la 
suspensión de las mismas. 

Y los juzgados empiezan a darle la razón. A través de dos autos en 
procedimientos diferentes que casualmente han recaído en el mismo juzgado, el 
Contencioso Administrativo número 12 de Sevilla, la magistrada ordena la suspensión 
cautelar de la plaza para «cargo intermedio de jefe de sección facultativo de la unidad de 
gestión clínica de cirugía general y aparato digestivo» del Hospital la Merced de Osuna y 
la de «dirección de UGC de medicina interna» del Hospital Virgen del Rocío de Sevilla. 

El último auto, del Hospital de Osuna, está fechado el pasado 13 de enero, y el 
otro es del pasado 18 de noviembre. En los dos casos, la juez le da la razón al Sindicato 
Médico, que lleva meses recurriendo estas convocatorias. 

En su auto, la titular del Juzgado de lo Contencioso Administrativo número 12 
subraya que «concurren las circunstancias que justifican la adopción de la medida 
solicitada, dado que se alegan motivos de nulidad». 

Cita una sentencia anterior, contraria también al SAS que todavía no es firme, 
en la que la magistrada califica de «fraude de ley» que la consejera de Salud se escude en 
la figura del «encargo provisional de funciones» para crear de facto y sin soporte legal las 
plazas de jefaturas en las UGC. 

Es fraude de ley porque en ninguna de las convocatorias recurridas se hace 
referencia «ni al carácter provisional en tanto se creen formalmente las unidades de 
gestión clínica y ninguna referencia se hace tampoco a delegación alguna». 

La juez advierte que la competencia de los gerentes de los hospitales debe «ser 
exclusivamente la convocatoria de las plazas una vez que la Consejería de Salud regule 
por decreto las citadas unidades de gestión clínica en el ámbito de la atención 
especializada, pero no la propia creación de estas unidades, y por supuesto por el sistema 



 

Página 91 de 122 

de libre designación sólo si una norma expresa en vigor lo contempla, da- da su 
excepcionalidad». 

No es la primera vez que la Administración se ve en apuros por la falta de 
regulación de las unidades de gestión clínica. 

Este diario ya informó en agosto de 2009 de que el SAS estaba utilizando la 
creación de las unidades de gestión clínica para castigar a algunos médicos que ocupan 
jefaturas de servicio en hospitales públicos y que se han mostrado críticos con la 
Administración. 

El caso más evidente fue el del facultativo Rafael Perea, que tras trabajar 25 
años en el Hospital de Riotinto, se quedó sin la jefatura que ocupaba, pero hay ejemplos 
en todos los hospitales. «Si el jefe del servicio no es adepto al régimen, le colocan por 
encima a un director de la unidad de gestión clínica que sí lo sea», manifiestan las fuentes 
médicas.” 

  

 Como refleja la noticia en el año 2011 comenzaron a ser anuladas por los jueces de 

lo Contencioso-administrativo las resoluciones que creaban las plazas de Director de 

Unidad de Gestión Clínica en los diversos hospitales de Andalucía, declarando los jueces 

que las “Unidades de Gestión Clínica” hospitalarias no existían porque estaban 

siendo creadas por órganos manifiestamente incompetentes, que existían un 

procedimiento legalmente establecido para su creación que pasaba por la aprobación 

de un Decreto del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía y que, en 

consecuencia, eran nulas de pleno derecho. 

Hay que recordar que proceder a la legalización suponía que era obligatorio iniciar 

primero un proceso arduo y complejo de negociación, de carácter abierto y público, con los 

sindicatos y la participación de los agentes sociales.. 

 Después de cuatro años de la entrada en vigor del Decreto 75/2007, el 2 de junio de 

2011, la Consejera de Salud, la denunciada MONTERO CUADRADO, presenta por 

primera vez un borrador de un Decreto para la Ordenación y Regulación de la 

Gestión Clínica. El borrador obtiene la oposición frontal del Sindicato Médico de 

Andalucía y del SATSE. 

 Dos meses después, el 8 de agosto de 2011, MONTERO CUADRADO, hace una 

encendida defensa del proyecto de unidades de gestión a pesar de haber sido retirado y 

hace también una auténtica declaración de intenciones: va a implantar el modelo el modelo 

de unidades de gestión en los hospitales, sí o sí, dejando claro que si los sindicatos no 



 

Página 92 de 122 

piensan aprobarlo ella no va a presentar un nuevo borrador de Decreto. Además de dejar 

claro que sabe la importancia de lo que es un Decreto. 

Estas declaraciones marcan el momento en el que se inicia de forma pública, por 

parte de los denunciados, el comienzo de desacato a los Tribunales y la quiebra legalidad 

de forma consciente y descarada. 

Se transcribe literalmente la noticia recogida en Europa Press: 

“Montero niega que en el borrador de decreto de unidades de gestión clínica se 
modificasen las condiciones laborales Actualizado 08/08/2011 15:02:05 

 Asegura que seguirá con este modelo de gestión, aunque reconoce que no 
impulsará un decreto del tipo sin el consenso sindical 

 SEVILLA, 8 Ago. (EUROPA PRESS) - La consejera andaluza de Salud, María 
Jesús Montero, ha asegurado que en el borrador de decreto de unidades de gestión 
clínica, "en ningún momento se recogía una desregulación de las condiciones laborales de 
los trabajadores", uno de los principales motivos que esgrimieron los sindicatos para 
mostrar su rechazo frontal al mismo y que derivó, precisamente, en su posterior retirada. 
Montero, quien ha calificado al borrador ahora retirado de "magnífico, ya que dibujaba el 
conocimiento de la gestión clínica y como se ve la organización en el futuro", ha defendido 
en una entrevista concedida a Europa Press que el mismo "no recogía ningún punto ni 
artículo que recogiese amenaza alguna de desregulación de las condiciones laborales de 
los trabajadores". "Que me diga alguien en que artículo del decreto se recoge esa 
amenaza", ha retado la titular de Salud, al tiempo que ha subrayado que su persona "no es 
sospechosa de tener tendencia a desregular este tipo de condiciones; al contrario, soy una 
persona ideológicamente de izquierdas". 

Montero niega que en el borrador de decreto de unidades de gestión clínica se 
modificasen las condiciones laborales 

Por ello, ha considerado que "si los sindicatos han visto en el borrador de 
decreto alguna amenaza de desregulación en ese sentido, eso me parece más una excusa 
para no avanzar en este decreto, ya que insisto que no hay ninguna frase ni parte de 
artículo que hable de que vayamos a quitar las bolsas de empleo temporal, como se ha 
dicho desde algunos entornos sindicales, ni que el director de la UGC contrate a quien le 
de la gana, puesto que eso es imposible en una administración pública" ha ahondado. 

"Las condiciones laborales de los trabajadores están fijadas en acuerdos de 
mesas sectoriales que tienen rango de decreto, es decir, que no son caprichos" ha 
continuado Montero, quien ha aprovechado para destacar la "altísima confianza que 
tenemos en nuestros profesionales, en el sentido de que tienen gran parte de las claves que 
nos van a permitir ser mucho más eficientes en el futuro". 

De esta forma, ha avanzado que "no vamos a renunciar en ningún caso, ya que 
ha demostrado que es más eficiente, que aporta mayor calidad y que anticipa la 
organización en red”.  
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La consejera del ramo se ha mostrado también una "firme defensora" de que el 
futuro "pasa no tanto por la profesionalización de la gestión, como porque los 
profesionales sean gestores y se incorporen a la adecuación de recursos del sistema 
sanitario” De hecho, ha subrayado que los profesionales de la sanidad pública andaluza 
"están muy bien preparados, no sólo en su especialidad sino en su capacidad de gestión". 

En cuanto a la adaptación de los horarios, otro de los motivos de desacuerdo 
con los sindicatos, ha aclarado que estos cambios "ya se hace desde mucho antes de 
plantearse este decreto de UGC”, si bien ha puntualizado que los cambios "siempre son 
voluntarios y en función de las necesidades del servicio”. 

Respecto a la retirada del borrador de decreto, ha matizado que el mismo "no 
se retiró, puesto que ni tan siquiera se llegó a presentar en mesa sectorial”. 

"Lo que yo he dicho es que nosotros (la Junta) no vamos a impulsar un decreto 
sin el consenso sindical, pero eso no significa que renunciemos a impulsar este modelo 
de gestión”, ha reiterado Montero, quien ha precisado que desde su departamento 
"utilizaremos los instrumentos que ya se venía usando, como las resoluciones del 
gerente o los contratos programas”. 

"Pero a lo que no vamos a renunciar en ningún caso es al desarrollo de un 
modelo de gestión clínica que está avalado por todo el mundo como el más eficaz para 
hacer sostenible el sistema sanitario", ha concluido. 

 

El 5 de octubre de 2011 se produce la comparecencia de MONTERO 

CUADRADO en la Comisión de Salud del Parlamento de Andalucía. Se reproduce 

algunas partes de dicha comparecencia en la que delante de los representantes de los 

ciudadanos en el poder legislativo, la Consejera hace gala de su firme propósito de seguir 

adelante en la implantación de las Unidades de Gestión Clínica en los hospitales sin 

Decreto que las regule, dejando claro que ellos tienen capacidad para sacar ese Decreto, 

pero que no tienen ninguna prisa en sacarlo porque esperan que se pueda llegar a un 

acuerdo con los agentes sociales.  

Tiene gran importancia dejar constancia aquí de que desde entonces, y después 

de haber pasado ya seis años de dicha comparecencia, ni ella ni los otros denunciados 

que han sido Consejeros de Salud han intentado en ningún momento posterior 

plantear de nuevo la tramitación y aprobación de un Decreto que legalizase las 

Unidades de Gestión Clínica hospitalarias. A pesar de los cientos de sentencias 

anulatorias que se ha sucedido en estos años. 

Se transcribe parte la la comparecencia (se encuentra completa en la 

Documental num. 23): 
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“La señora MONTERO CUADRADO, CONSEJERA DE SALUD 
 
La consolidación del modelo ha tenido distinta intensidad, dependiendo del nivel en el que 
se ha ido adoptando. Y me refiero, en este caso, a los niveles asistenciales de atención 
primaria y atención hospitalaria. De hecho, en el año 1999, había 33 unidades de gestión 
clínica en nuestra comunidad, cuando la evolución del modelo ha provocado que en la 
actualidad existan, en atención primaria, 445 unidades, que se corresponden con el cien 
por cien de los profesionales que trabajan en el nivel de nuestra atención primaria. Por 
tanto, el proceso de configuración de la gestión clínica, en este nivel asistencia, se ha 
culminado —como decía— con, al final, la formación de 445 unidades que, básicamente, 
se corresponden con el modelo que se proponía en el nuevo decreto de atención primaria, 
que recordarán sus señorías que, a partir del año 2005, impulsó de forma definitiva este 
nuevo modelo organizativo. 
En cambio, la implantación en los hospitales, dada la gran complejidad organizativa... 
Entenderán fácilmente sus señorías que la articulación en el entorno de atención 
primaria, al ser una estructura mucho más similar en los diferentes distritos, con unas 
carteras de servicios casi prácticamente idénticas, ha tenido menos debate en su 
configuración... Pero, en los niveles de hospitalaria, en los niveles de atención 
especializada hospitalaria, sí que ha habido unas diferentes formas de expresar cómo la 
gestión clínica se plasmaba en la organización y, por tanto, en un primer momento, y en 
este momento también desde la propia perspectiva de la Consejería de Salud, se ha dado 
la palabra a los profesionales para que articularan un entorno local adaptado a las 
necesidades y a las ventajas de cada uno de los centros sanitarios, o, dicho de otra 
manera, hemos hecho de la asimetría en la construcción de unidades de gestión uno de los 
valores a impulsar, dado que cada cartera de servicios era distinta, cada hospital tenía 
requerimientos distintos, y se ha optado, dependiendo de cada uno de los centros, por que 
las disciplinas que componen nuestra cartera de servicios se agrupen en función de las 
afinidades profesionales de los colectivos que están implicados, o, por ejemplo, en función 
del nivel de referencia que tenía cada hospital. De hecho, en esta evolución hemos pasado 
de 34 unidades de gestión hospitalaria que existían en el año 1995 a 436 que existen en la 
actualidad, con más del 95% de los servicios hospitalarios tradicionales integrados en 
este tipo de unidades, de las cuales 223, es decir, prácticamente la mitad, son 
multidisciplinares, trascienden, por tanto, la configuración de las especialidades médicas 
como tales, y han procurado una agregación eficiente de áreas del conocimiento afines 
que pueden compartir conocimiento, investigación, docencia y los recursos que tienen 
asignados. 
[...] 
Decirle, señoría, que los antecedentes normativos de este tipo de forma organizativa 
vienen, en primer lugar, de la ley de ordenación del..., perdón, de la Ley de Cohesión del 
Sistema Nacional de Salud, la 44..., perdón, no, la 44/2003 es la de ordenación de las 
profesiones sanitarias, y también, como decía, de la propia Ley de Cohesión y de Calidad 
del Sistema Nacional de Salud. 
Específicamente, en el Servicio Andaluz de Salud, y, en extensión, en todo el sistema 
público de Andalucía, para los ámbitos de atención primaria y de atención a la salud 
mental, se desarrollaron dos decretos, el 197/2007 y el 77/2008, que recogen estas 
unidades de gestión clínica, y en el que desde aquel momento, como digo, el ciento por 
ciento de la actividad profesional se ha desarrollado en el paraguas, en el marco de este 
ámbito funcional y organizativo. 
En el ámbito de la atención especializada se inició un proceso de diálogo, de negociación 
con las organizaciones sindicales, para la definición y delimitación de estos parámetros 
bajo los cuales se tenía que desarrollar la estructura organizativa de este nivel 
asistencial, en el que saben sus señorías que diversas circunstancias impidieron, pese a 
los esfuerzos de la Administración sanitaria, que ese proceso diera lugar a un primer 
borrador, a un consenso necesario, para esa regulación. 
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Un documento de trabajo, el previo que se difundió, que yo creo que ustedes conocen, o la 
mayoría de los que se dedican más al ámbito sanitario conocen, y que yo considero que es 
un magnífico instrumento de trabajo, un buen documento que nos permite profundizar en 
los elementos que en este momento estamos desarrollando y articular los soportes que nos 
permitan consolidarlos en el futuro como la forma habitual de prestar nuestra atención 
sanitaria. 
Por eso, señoría, dado que no se encontró el consenso suficiente por parte de las 
organizaciones sindicales, se optó, por parte de la Consejería, por continuar el proceso 
de diálogo, de debate, de consolidación de este modelo, a raíz de la experiencia ya 
acumulada en los diferentes entornos, y es lo que en la actualidad se viene desarrollando 
[...] 
ARENAL CATENA, PRESIDENTA DE LA COMISIÓN 
—Gracias, señora Consejera. 
Para posicionar al Grupo Parlamentario Popular, señora Corredera Quintana, tiene la 
palabra 
[...] 
Usted lo ha dicho claramente en su intervención: las unidades de gestión clínica en 
atención primaria están reguladas por el Decreto 197/2007, de 3 de julio, ¿no?, que 
regulaba lo que era la estructura, la organización y el funcionamiento de los servicios de 
atención primaria de salud en el ámbito del SAS, y también en salud mental. Lo ha dejado 
también claro, ¿no? El Decreto 77/2088, no voy yo a ir por ahí. 
Seguimos sin tener, evidentemente, la normativa para lo que es el ámbito hospitalario. 
Pero, en cambio, eso no ha impedido, como aquí bien se ha dicho, que se hayan hecho 
nombramientos y tampoco ha impedido que, tanto en atención primaria como en atención 
hospitalaria, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía o alguno como el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo de Sevilla hayan anulado algunos de esos nombramientos 
[...] 
Yo en BOJA no lo he visto publicado, se siguen haciendo nombramientos. Es más, desde 
junio aquí, yo he hecho más o menos un seguimiento y me he encontrado con la 
convocatoria..., alguno se me habrá pasado seguramente, pero yo he encontrado 102 
convocatorias de cargos intermedios o de directores de unidades de gestión clínica. 
Vuelvo a decir que se me puede haber escapado alguna; estas son las que yo he ido 
viendo, que suelo hacer un seguimiento, evidentemente, en el BOJA. Pero yo creo que 
mientras no se resuelva de decreto, mientras no sea oficial, estamos haciendo..., o está —
mejor dicho— usted, en este caso, que es la responsable, haciendo nombramientos que 
siguen teniendo una inseguridad jurídica, que pueden ser irregulares. 
[...] 
La señora MONTERO CUADRADO, CONSEJERA DE SALUD 
[...] 
No obstante, señoría, el instrumento normativo que nosotros quisimos impulsar con 
motivo de ese documento de trabajo no es porque no existan normativas que nos permitan 
articular la gestión clínica. Yo le puedo traer, por ejemplo, ¿no?, de hace unos días —
digo, porque este proceso es tan dinámico que todos los días tenemos información—; por 
ejemplo, hace unos días, concretamente esta información es del 3 de octubre, del lunes, 
donde dice que el Tribunal Supremo avala el Decreto de Unidades de Gestión Clínica y 
establece que las funciones de la unidad de gestión clínica están excluidas de la 
negociación colectiva. Es decir, incluso los tribunales están trasladando que la capacidad 
autoorganizativa que tienen los servicios sanitarios les corresponde a los servicios 
sanitarios. 
O sea, los servicios sanitarios, por ley, tienen la capacidad de ver cómo se articulan para 
posibilitar el cumplimiento de objetivos. Incluso los tribunales dicen: «Oiga, que eso no 
es objeto de la negociación colectiva». Objeto de la negociación colectiva son aquellas 
cuestiones que tienen que ver con las condiciones laborales de los profesionales, que, 
como saben sus señorías, habitualmente están en relación con los salarios, en relación 
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con la movilidad, que en el decreto era voluntaria, en relación con cuestiones del ámbito 
sindical, para que ustedes lo entiendan con mayor precisión. 
[...] 
y digo más, el Gobierno podía haber sacado el decreto de gestión clínica, lo podía haber 
sacado, porque no necesita tener ningún otro elemento adicional; pero el Gobierno ha 
preferido acompañar el proceso de reflexión, del diálogo con todos aquellos que tienen 
algo que decir en relación con esta materia. Porque tan importante es, señora Corredera, 
que prefiero que vayamos todos en ese diálogo a imponer un modelo o a desarrollar un 
modelo que pueda encontrar una amenaza para algunas organizaciones, que considero 
que son fundamentales para la evaluación, para el control, para la regulación de las 
condiciones laborales de los trabajadores. Yo creo plenamente en la representatividad de 
las organizaciones sindicales. 
[...] 
Y, por tanto, señoría, situación actual, que es lo que usted me preguntaba: No hay 
borrador de decreto, porque no se presentó; no vamos a convocar las mesas sectoriales 
hasta que no haya un suficiente consenso sindical, y eso significa que los centros tienen 
que empaparse de trasladar las ventajas del modelo, los profesionales…, toda la 
organización tiene que hacer un esfuerzo para convencer, para trasladar las ventajas de 
este nuevo modelo organizativo a las organizaciones sindicales y a todos los sectores que 
trabajan vinculados al sector sanitario. 
Y en esa tarea estamos. Esa tarea nos llevará el tiempo que nos tenga que llevar. No 
hemos tenido prisa, en toda la legislatura, por dar la luz a un documento que entendemos 
que era un magnífico documento. Nos hemos tirado todos esos tres años para poder 
desarrollarlo, para poder hacer objetivo lo asimétrico, para poder hacer de la 
descentralización, con los criterios de acreditación objetiva garantista, una capacidad. Y 
yo, insisto —y termino con ello—, me siento tremendamente orgullosa del documento de 
gestión clínica que posibilitó la Consejería de Salud. Creo que es un caudal de 
experiencia que se ha puesto ahí, encima de la mesa, y creo que es un documento 
magnífico para seguir discutiendo de la gestión clínica el tiempo que necesite la gestión 
clínica para consolidar su nuevo modelo organizativo. 
Muchas gracias.”  
 

Esta comparecencia en sede parlamentaria deja meridianamente clara la voluntad 

de la denunciada, MONTERO CUADRADO, de actuar al margen de la legalidad vigente 

a sabiendas de esa ilegalidad y, además, de evitar cualquier tipo de control externo de las 

actuaciones que se están llevando acabo en los hospitales públicos andaluces. 

Entre los años 2011 y 2013 siguen saliendo convocatorias que siguen creando de 

facto Unidad de Gestión Clínica hospitalarias que son recurridas por los sindicatos y 

anuladas por los jueces de instancia, y cuyas anulaciones posteriormente serán confirmadas 

por las Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. (Documentales nums. 

5, 6, 7 y 24)  

 

En el año 2013 se publica una noticia sobre un plan del SAS para fusionar los 

hospitales y el gerente del SAS, el denunciado GUTIÉRREZ PÉREZ, hace una defensa a 



 

Página 97 de 122 

ultranza de las Unidades de Gestión Clínica Intercentros reconociendo su implantación, 

que el modelo existe desde 2009 y que en ese año en 15% de las Unidad de Gestión 

Clínica están dentro del modelo Intercentros. La noticia se publica en el periódico El País 

de 6 de abril de 2013, firmada por Dª Reyes Rincón (Documental num. 25) y en ella, por 

supuesto, no se reconoce en ningún momento que estas Unidades también carecen de 

cobertura legal. 

 Cuando las resoluciones de la creación de plazas de directores de Unidades de 

Gestión Clínica Intercentros y las convocatorias pública de las mismas, fueron anuladas, 

una tras otra, durante años, y el descontento de los jueces y magistrados con el Servicio 

Andaluz de Salud se hizo cada vez más patente en sus sentencias, los denunciados, 

decididos mantener el sistema y la convocatoria de las plazas de dirección de Unidades de 

Gestión Clínica Intercentros, optaron por vincularlas en cada convocatoria a alguna de las 

plazas legalmente existían que eran las de Jefes de Servicio del hospital correspondiente, 

poniéndoles un “apellido”: “…de la Unidad de Gestión Clínica Intercentros de…”, eso sí, 

se trató de una mera rectificación de cara a evitar más sentencias condenatorias, pero que 

no afectó al verdadero funcionamiento de la estructura de la gestión hospitalaria. 

Internamente seguían igual, funcionando en Unidades de Gestión Clínica y no como 

Servicios Clínicos. 

Pero esta última rectificación no ha conseguido cubrir el “problema” que se les 

había creado con las “Unidades de Gestión Clínica Intercentros”. Estas unidades habían 

sido anuladas para los jueces y, además, ya no tenían la cobertura de un nombramiento 

“supuestamente legal”, ni los profesionales las reconocían. Pero los denunciados han 

seguido buscando la manera de mantener esas estructuras interhospitalarias, 

interniveles, etc. (que afectan directamente alguno de los denunciados, que han sido o son 

directores de Unidades y que espera poder volver o que han vuelto a las mismas). 

Así que últimamente parecen haber encontrado otra solución, igualmente 

“creativa” e igualmente ilegal: utilizar la “corrección de errores” en la publicación de una 

convocatoria para nombrar a una sola persona Jefe de Servicio de dos Servicios Clínicos 

distintos, uno en cada hospital, con lo que “de hecho” tendrán un solo Jefe de Servicio que 

asume la jefatura de Servicio de cada uno de dos hospitales, creando una Unidad Clínica 

Intercentros “fantasma”. Al menos esa parece ser la solución aplicada por el entonces 

Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud, el denunciado ARANDA LARA, en el 

Hospital Universitario Virgen del Rocío, en ese momento bajo la dirección del Dr. Romero 
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Gómez (ya citado con anterioridad), según la documental aportada (Documental num. 

26). Una nueva aberración legal, dado que cada Jefatura de Servicio exige la 

dedicación total y tiene la incompatibilidad con cualquier otro puesto. 

 Así continúan convocando plazas de directores de Unidades de Gestión Clínica 

Intercentros y también sin hacer el menor caso a las sentencia anulatorias, hasta que en los 

últimos tiempos, alertados por la movilización de los ciudadanos que les hacen prever 

las dificultades a las que se van a enfrentar para la aprobación futura de la Ley de 

Garantía y Sostenibilidad (con la que pretenden dar cobertura legal a las Unidades de 

Gestión Clínica) han dado marcha atrás y han comenzado a convocar las únicas plazas 

legalmente existentes (Jefatura de Servicio y de Sección de cada hospital concreto). 

 Posiblemente con la idea de procurar estabilidad en el puesto a las personas que ya 

habían nombrado directoras de las Unidad de Gestión Clínica, puesto que en estas 

convocatorias sigue apareciendo la posibilidad de que se presenten a las mismas los 

interinos y los diplomados en enfermería, algo que como ya se ha visto es claramente 

ilegal. 

 En resumen, extender el nuevo sistema de Unidad de Gestión Clínica y anular de 

facto a los Jefes de Servicios y de Sección quitándole todas las competencias que 

legalmente le correspondían, ha permitido a los responsables de la Administración 

Sanitaria andaluza un control arbitrario y a su antojo sobre la gestión hospitalaria que les 

ha permitido actuaciones caprichosas, eligiendo con anterioridad a las personas que 

querían para cada puesto, de tal forma que en la actualidad ya ni siquiera existe 

concurrencia cuando se convocan plazas de mandos intermedios, puesto que todos los 

profesionales saben con anterioridad para qué persona se ha diseñado cada plaza en 

concreto. 

 Todo esto se ha estado haciendo de forma reiterada y persistente a lo largo del 

tiempo, lo que de cara a la ciudadanía, gran desconocedora de la organización sanitaria, ha 

dotado de facto a las plazas de Director de Unidad de Gestión Clínica de una apariencia 

de legalidad de la que realmente carecen: 

•  Han publicando las convocatorias de las diversas plazas de Directores de Unidad de 

Gestión Clínica en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

•  Han realizado un procedimiento de adjudicación similar al de los jefes de Sección y 

de Servicio de los Servicios Clínicos aplicando el decreto 75/2007.  
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•  Han nombrado directores de Unidades de Gestión Clínica que ha marginado al Jefe 

del Servicio correspondiente. 

•  Han nombrando incluso directores de las mismas a personal ajeno al Servicio 

Nacional de Salud o incluso a personal de otras categorías profesionales que no eran 

facultativos especialistas. 

  

 Como se ha dejado claro desde el principio, la unidades de Unidad de Gestión 

Clínica y las Unidad de Gestión Clínica Intercentros e Interniveles no existen ni ha existido 

nunca legalmente, por mucho que los denunciados se hayan empeñado en hablar de “sus 

potestades para crear estructura funcionales" y en intentar convencer a la opinión pública, 

incluso los propios profesionales, de que esas potestades funcionales eran suficientes para 

crearlas, como bien les han dicho los jueces en multitudes de ocasiones. 

 Por lo tanto, todo esto se ha hecho, presuntamente, a sabiendas de su ilegalidad, 

porque todo debió ser de sobra conocido por los denunciados y por el propio Gobierno 

Andaluz, ya que había salido en los medios de comunicación en innumerables ocasiones y 

los sindicatos eran sumamente beligerantes en estos temas. 

No obstante, no solo NO ANULARON las Unidades de Gestión Clínica de Atención 

Especializada, cuya creación había sido declarada nula por los Tribunales, sino que NO 

HAN PARADO DE CREAR UNIDADES, INCLUIDAS LAS INTERCENTROS E 

INTERNIVELES, (se adjunta listado de las existentes en 2016, según la propia web del 

Servicio Andaluz de Salud, -Documental num. 27-), con un absoluto desprecio de las 

sentencias condenatorias. 

 

 Desde 2007 se han creado las Unidad de Gestión Clínica hospitalarias, 

intercentros e interniveles, sin amparo legal y se han nombrando los directores de las 

mismas con convocatorias también ilegales. 
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5. Nombramiento para cargos intermedios de personal sin 

capacitación adecuada en Unidades de Gestión Clínica (caso de 

los diplomados en enfermería nombrados Directores de Unidad) 

  

 Replicando lo ocurrido con los interinos, también se han producido muchos 

nombramientos ilegales, a sabiendas de dicha ilegalidad, por el empecinamiento de los 

denunciados en poner al frente de las Unidades de Gestión Clínica a personas que no 

reunían los requisitos para el desempeño de este tipo de puestos, como reiteradamente les 

han recordado los Tribunales con sus sentencias anulatorias una y otra vez. 

 A modo de ejemplo, se adjuntan la Sentencias del Tribunal Superior de Justicia 

de Andalucía nº 1931/2016, correspondiente a la Sentencia del Juzgado de lo 

Contencioso Administrativo de fecha 17 de septiembre de 2012 (Documental num. 

28).  

 Y la Sentencia de 28 de septiembre de 2016 (apelación número 339/216), que 

confirma la Sentencia dictada por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 6 de 

Sevilla. de 25 de febrero de 2016 (Documental num. 29) en la que se reconoce que este 

tema ha sido ya clarificado con anterioridad en otras sentencias de las dos salas del 

Tribunal: 

Fundamentos jurídicos. 
Segundo.- … Y también sentencias de esta Sección y de la Sala de Granada sobre que 
atenta a los principios de mérito y capacidad la base cuestionada porque los diplomados 
en enfermería (aunque actualmente tengan el título de grado universitario) no están 
capacitados para ejercer de Director de Unidad de Gestión Clínica, porque con lleva la 
evaluación del desempeño profesional de los médicos especialistas de Dicha Unidad. 
Precisamente la sentencia impugnada reproduce parcialmente la sentencia de la Sala de 
Granada de 15 de febrero de 2016 que confirmar la dictada por el juez ad quo sobre 
idéntico asunto, declarando la nulidad de la base 2.2. Por tanto difícilmente puede 
hablarse de falta de motivación y menos de indefensión porque son los principios de 
mérito y capacidad reconocidos en el artículo 23 de la Constitución los que se estiman 
vulnerados y que por ser fundamentales determinan la anulabilidad declarada en 
sentencia aunque no se citen expresamente, pero se deduce de la sentencia del TSJA sala 
Granada que reproduce y le sirve de sustento para decidir. […] 
Es decir pueden serlo cuando la unidad de gestión sea de Enfermería y la evaluación 
profesional que se realice comprenda al personal igual o inferior titulación, pero nunca 
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por ser contrarios a los principios de mérito y capacidad cuando la Unidad Clínica 
correspondiente existan profesionales médicos especialistas o no, cuya evaluación 
profesional no puede ser efectuada por un director con inferior titulación profesional, y 
ello aunque los criterios objetivos estén predeterminados a la formación o aprendizaje, 
trabajo en equipo, orientación a resultados o al usuario, etc porque dicha evaluación está 
atribuida legalmente por el artículo 6 de la Ley de Ordenación de Profesionales Sanitarios 
a los Licenciados universitarios, actualmente grado en Medicina. 
 

 Y la del Juzgado Contencioso Administrativo nº 7 de Sevilla de 25 de mayo de 

2017 en la que hace referencia a las convocatorias en las que se incluye “…la imprecisa 

redacción de los requisitos exigidos a los aspirantes “estar en posesión de titulación 

universitaria sanitaria”, que considera no idónea por ser necesaria la titulación en 

medicina y no la de diplomado en enfermería.  

 A pesar de todo siguen convocando plazas de directores de Unidad de Gestión 

Clínica con la “imprecisa redacción” y exigiendo como requisito estar en posesión de 

“titulación universitaria sanitaria”, como por ejemplo sigue ocurriendo en estas últimas 

convocatorias (Documental num. 31 - 1 a 6): 

• Resolución de 21 de agosto de 2017, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 

Salud, por la que se convoca la cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre 

designación, de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de Baza en el Área de Gestión 

Sanitaria Nordeste de Granada (BOJA de 25/08/2017). 

• Resolución de 23 de agosto de 2017, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 

Salud, por la que se convoca la cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre 

designación, de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de Alfacar en el Distrito Sanitario 

Metropolitano de Granada (BOJA de 28/08/2017). 

• Resolución de 23 de agosto de 2017, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 

Salud, por la que se convoca la cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre 

designación, de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de Las Gabias en el Distrito 

Sanitario Metropolitano de Granada (BOJA de 28/08/2017). 

• Resolución de 24 de agosto de 2017, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 

Salud, por la que se convoca la cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre 

designación, de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de Huércal-Overa, en el Área de 

Gestión Sanitaria Norte de Almería (BOJA de 29/08/2017). 

• Resolución de 20 de septiembre de 2017, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 

Salud, por la que se convoca la cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre 
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designación, de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de La Magdalena en el Distrito 

Sanitario Jaén (BOJA de 25/09/2017). 

• Resolución de 20 de septiembre de 2017, de la Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de 

Salud, por la que se convoca la cobertura de cargo intermedio, mediante el sistema de libre 

designación, de Director/a de Unidad de Gestión Clínica de El Valle en el Distrito 

Sanitario Jaén (BOJA de 25/09/2017). 

 

 Además, se sigue nombrando a diplomados en enfermería como directores, como 

denuncia la Confederación Estatal de Sindicatos Médicos el 10 de Abril de 2017 en su web 

y que se transcribe a continuación (Documental núm. 30): 

“Según informa DIARIO MÉDICO (DM), en una sentencia con fecha de 28 de marzo de 
2017 y que se ha difundido ahora, la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía ha confirmado un fallo de instancia que anula la resolución del 
Servicio Andaluz de Salud (SAS), por la que se convoca la cobertura del puesto de director 
de la Unidad de Gestión Clínica (UGC) de Olvera (Cádiz). Desde marzo de 2015, el citado 
cargo lo ocupaba un enfermero. El TSJ de Andalucía le ha vuelto a recordar al SAS que 
este puesto lo tiene que ocupar un médico y no un enfermero y que, además, ya se lo ha 
dicho en otras sentencias. Los magistrados admiten así el recurso presentado por el 
Sindicato Médico de Cádiz, al frente del cual está el facultativo Pedro Calderón de la 
Barca. El fallo aclara que: “Los diplomados en Enfermería (aunque actualmente tengan el 
título de grado universitario) no están capacitados para ejercer de directores de una 
UGC, porque conlleva la evaluación del desempeño profesional de los médicos 
especialistas de dicha unidad”. DM recuerda que el Servicio Andaluz de Salud acumula 
sentencias contra nombramientos de enfermeros en la dirección de Unidades de Gestión 
Clínica (UGC), lo que “atenta contra los principios de mérito y capacidad”, dice el 
Tribunal Superior de Justicia de esa comunidad -ver Boletín de CESM del pasado 13 de 
marzo-.  
Sin embargo, el SAS no parece que vaya a cambiar su interpretación de la norma, pues 
según ha confirmado a DM “hay sentencias que ya se han dictado a favor del SAS a este 
respecto”. Según información del Sindicato Médico de Cádiz, sólo en esta provincia, hay 
al menos 14 UGC de Atención Primaria con un enfermero al frente.  
El fallo es firme y condena a la Administración al pago de las costas. Jesús Valle 
Lorenzana ha sido el abogado del Sindicato Médico de Cádiz.”  
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6. Mantenimiento durante años de personas en cargos 

intermedios cuyos nombramientos han sido anulados por los 

Tribunales 

  

 Este tema es consecuencia de lo expresado en un principio, la enorme dificultad que 

tienen los jueces de lo Contencioso Administrativo para hacer cumplir el fondo sus 

sentencias. Y ello es así, por la resistencia y rebeldía a ejecutarlas que pone siempre el 

Servicio Andaluz de Salud y que obliga a los sindicatos a pedir la ejecución de la 

sentencia en un procedimiento que a veces dura años. A modo de ejemplo la noticia 

publicada en el diario El Mundo de 2 de marzo de 2016, firmada por Dª María Carmona y 

que se transcribe a continuación: 

 El SAS mantiene a un cargo con nombramiento nulo desde 2014 
El Hospital Juan Ramón Jiménez de Huelva incumple la sentencia y los requerimientos 
La plaza afectada es la jefatura de Sección de la Unidad de Gestión Clínica de Cuidados 
Críticos y Urgencias 
Ni la sentencia inicial ni los requerimientos que han venido después. El Servicio Andaluz 
de Salud (SAS) mantiene hoy por hoy en el cargo a la jefa de Sección de la Unidad de 
Gestión Clínica de Cuidados Críticos y Urgencias del Hospital Juan Ramón Jiménez de 
Huelva, pese a que la justicia anuló su nombramiento. 
Lo hizo en noviembre de 2014 en una sentencia en la que dejaba sin efecto la resolución 
mediante la que el SAS había desestimado el recurso de alzada interpuesto por el 
Sindicato Médico en contra de la convocatoria del concurso de méritos para la cobertura 
de dicho puesto de cargo intermedio. 
En la resolución publicada en BOJA en mayo de 2012, y como sucedió en muchas otras 
convocadas al objeto de proveer las plazas de dirección o jefaturas de las polémicas 
Unidades de Gestión Clínica, el SAS no contemplaba entre sus requisitos la necesidad de 
que los facultativos que se presentasen tuviesen plaza fija en propiedad, pese a que la ley 
obliga a ello. Así, aunque el Servicio Andaluz de Salud trató de impedir la reclamación 
desestimando el recurso de alzada que el Sindicato Médico interpuso contra la resolución, 
la justicia acabó echando por tierra sus pretensiones, dejando la misma sin efecto «por ser 
nula de pleno derecho». 
Sin embargo, más de un año después de esta sentencia, a la que posteriormente han 
seguido varias peticiones de cumplimiento, la facultativo sigue ejerciendo como jefa del 
Servicio de Urgencias del ahora llamado Complejo Hospitalario Universitario de Huelva. 
Así lo han denunciado desde el Sindicato Médico, que en los últimos meses ha vuelto a 
dirigirse al juzgado de lo Contencioso Administrativo número 3 de Huelva para informarle 
de que «siendo firme y ejecutoria, aún no se ha dado el debido cumplimiento por la 
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Administración demandada, manteniendo en dicho puesto al personal nombrado por la 
resolución anulada, por lo que a esta parte le interesa se proceda a la ejecución, 
requiriendo al SAS para que lleve a cabo lo acordado a puro y debido efecto». 
Sin embargo, según señalan algunos de los profesionales que trabajan en el servicio, por 
más que se han dirigido a la Delegación Territorial de Salud en Huelva para reclamar el 
cumplimiento de la sentencia y exigir respuesta a algunas de las actuaciones y 
determinaciones tomadas por la jefa de la sección, hasta el momento sus demandas han 
sido desoídas. 
Tanto es así que el Partido Popular llevó recientemente el tema a la Comisión de Salud del 
Parlamento andaluz de mano del parlamentario por Huelva Guillermo García Longoria, 
quien preguntó al consejero Aquilino Alonso por estas irregularidades en el Servicio de 
Urgencias del Hospital Juan Ramón Jiménez. Por toda contestación Alonso señaló que «si 
los profesionales hacen una denuncia, nosotros comprobaremos cuál es la realidad, y, 
lógicamente, las sentencias las acataremos, como no puede ser de ninguna otra forma». 
Pero desde el SAS ni siquiera dan una fecha aproximada para hacerlo. Así, a 
indagaciones de este periódico para conocer en qué situación está el caso o si existen 
previsiones para efectivamente ejecutar la sentencia que anula el nombramiento, desde el 
propio complejo hospitalario onubense se han limitado a indicar que «el procedimiento 
aún no está cerrado», pese a que la sentencia es firme desde el pasado mes de septiembre. 

 

 A esto se une el hecho de que una vez ejecutada una sentencia que ha declarado nulo 

un nombramiento, la reacción siguiente, en ocasiones, es volver a convocar dicha plaza y 

nombrar de nuevo a la misma persona, obligando al sindicato a comenzar de nuevo el 

procedimiento de impugnación; y en otras ocasiones la reacción es dejar vacantes las 

plazas y adscribir provisionalmente a la misma a la persona que había sido cesada 

por no cumplir los requisitos. 

 De esta forma, y sobre todo en el caso de los nombramientos anulados por haber 

sido nombrados directores de Unidad de Gestión Clínica interinos o diplomados en 

enfermería, se perpetúan en los puestos de dirección las personas cuyos nombramientos 

han sido anulados. 
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 7. Utilización frecuente e indiscriminada del sistema de 

adscripción provisional y nombramientos en adscripción temporal 

de personal temporal para cargos intermedios  

  

 Este sistema de adjudicaciones provisionales, que el Servicio Andaluz de Salud 

justificaba en la dificultad de la elaboración de un mapa específico de Unidades de Gestión 

Clínica, fue incluso denunciado en 2010 ante la oficina del Defensor del Pueblo 

Andaluz que emitió una resolución, (Resolución del Defensor del Pueblo Andaluz 

formulada en la queja 10/3331 dirigida a Servicio Andaluz de Salud, Dirección General 

de Personal y Desarrollo Profesional” (Documental num. 32) recomendando, ya el 17 

Febrero 2011 “Que con independencia del actual grado de elaboración del mapa de las 

Unidades de Gestión Clínica hospitalarias, se proceda a la mayor celeridad posible a 

instar la regulación de la organización y funcionamiento de las UGC en el ámbito de la 

asistencia especializada, ateniéndose en lo referente a la provisión de las Direcciones de 

las mismas al procedimiento reglamentariamente establecido (Decreto 75/2007), 

restringiendo la asignación funcional con carácter excepcional y transitorio.” 

Igualmente han sido objeto de anulación recurrente la adscripción provisional a este 

tipo de plazas y, sin embargo, se ha seguido utilizando, incluso manteniendo a la misma 

persona en el puesto a pesar de haber sido anulada la adscripción provisional. Se han 

producido numerosas adscripciones temporales a cargos intermedios (como directores de 

Unidades de Gestión Clínica y como Jefes de Servicio y de Sección) que se han 

prolongado indefinidamente en el tiempo, y se han nombrado para ello a personal eventual 

o interino que no reunía los requisitos para el puesto y sin que se haya seguido ningún tipo 

de procedimiento (no ha sido posible encontrar documental sobre estos casos debido a que 

las resoluciones de adscripción no son públicas).  
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8. Los FUNCIONARIOS DE LOS CUERPOS DOCENTES 

UNIVERSITARIOS vinculados como facultativos especialistas de 

área y la ocupación de cargos intermedios en el Servicio Andaluz 

de Salud Unidades de Gestión Clínica en Andalucía 

 

Merece la pena llamar la atención sobre otra de las formas de realizar 

nombramientos de cargos intermedios en el Servicio Andaluz de Salud al margen de lo 

legalmente establecido, más sofisticada y quizás por eso prácticamente desconocida por los 

representantes de los profesionales sanitarios del Servicio Andaluz de Salud, pero de la 

que, presuntamente, se han beneficiado al menos uno de los denunciados, GUTIÉRREZ 

PÉREZ, cuyas circunstancias concretas se detallarán más adelante. 

Se trata de los nombramientos como Jefes de Servicio o Jefes de Sección y/o 

Directores de Unidades de Gestión Clínica de los denominados “profesores vinculados” 

(Catedráticos y Profesores Titulares de universidad). 

La figura de profesor vinculado está prevista legalmente en el caso de los profesores 

de Facultades relacionadas con las Ciencias de la Salud. En estos supuestos mediante unos 

convenios suscritos entre los Servicios del Sistema Nacional de Salud de las Comunidades 

Autónomas y las Universidades se convocan plazas de funcionarios docentes de la 

universidad correspondiente, que estarán vinculados con las Instituciones Sanitarias que se 

hayan determinado en cada convenio. 

Desarrollarán una parte de su jornada de trabajo en las Instituciones Sanitarias, 

viniendo su dedicación a la actividad asistencial determinada en la Base decimotercera del 

Decreto 1558/1986, de 28 de junio, en su redacción dada por el Real Decreto 1652/1991, 

de 11 de octubre, por el que se modifica parcialmente el Real Decreto 1558/1986, por el 

que se establecen las bases generales del régimen de conciertos entre las Universidades y 

las instituciones sanitarias: 

«Base decimotercera: 

Uno. Todos los Catedráticos y Profesores titulares de las áreas de conocimiento 
relacionadas con las ciencias de la salud que ocupen una plaza vinculada desarrollarán el 
conjunto de sus funciones docentes, investigadoras y asistenciales en una misma jornada. 
La dedicación horaria semanal de dicha jornada será la siguiente: 
a) Seis horas semanales, como máximo, exclusivamente docentes, durante el período 
lectivo. 
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b) Tres horas semanales, corno máximo, de asistencia y tutoría al alumnado durante el 
periodo lectivo, que podrá realizarse en la Institución sanitaria concertada. 
c) Veinticinco horas semanales, como mínimo, de asistencia sanitaria en la 
correspondiente Institución. En dichas horas quedará incluida, en su caso, la docencia 
práctica y la función investigadora que impliquen actividad asistencial; la docencia 
práctica conllevará, en todo caso, la responsabilidad directa del Profesor en el 
aprendizaje clínico de los alumnos que le sean asignados. 
d) El resto de las horas de la jornada semanal legalmente establecida, tanto en el período 
lectivo como en el período no lectivo, se dedicarán a la función investigadora que no 
implique actividad asistencial, así como, en su caso, a la atención de las necesidades de 
gestión y administración inherentes al cargo o puesto de trabajo que se desempeñe en los 
ámbitos docentes y asistencial, 

 
 La administración sanitaria se compromete a pagar una parte de las retribuciones del 

profesor, mediante una transferencia de crédito que realiza a cada Universidad, que, 

lógicamente, son las entidades pagadoras.  

Son, en todo caso, funcionarios del Cuerpo de Docentes universitarios que en 

ningún caso tiene la consideración de personal Estatutario, ni de personal funcionario 

propio del Servicio Nacional de Salud, es decir, es personal funcionario de otra 

Administración, en este caso de la Administración Educativa, como así se recoge en el 

Fundamento de Derecho Quinto de la Sentencia 342/2016 de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo de Tribunal Superior de Justicia de Asturias (Documental num. 33) : 

“QUINTO.- Se demanda a continuación la anulación de los apartados de la 
Plantilla Orgánica, referente a los Facultativos Estatuarios vinculados o Facultativos 
Laborales vinculados, que figuran en las páginas 7, 12, 13,y 16 del acto administrativo 
impugnado, señalando que ambas categorías de facultativos son inexistentes afirmando 
que un facultativo vinculado es funcionario, no estatutario ni laboral y percibe su nómina 
a través de la Universidad, ello sin perjuicio de que el Servicio de Salud posicione 
determinados conceptos retributivos que le corresponde abonar y ejerza su labor de 
control y organización de la actividad asistencial de estos facultativos en los centros 
sanitarios, por todo ello, se demanda que en la Plantilla Orgánica debe suprimirse la 
referencia a los términos estatutarios o laborales y en su lugar, utilizar otra que diga 
simplemente, facultativos vinculados, en efecto el facultativo vinculado es un profesor 
universitario, con la categoría de catedrático o profesor titular de la Universidad de 
Oviedo, no siendo por ello ni estatutario ni laboral, por lo que deben de suprimirse las 
referencias a los términos estatutario o laboral.” 

 

El personal estatutario con plaza en propiedad que accede a una plaza de profesor 

titular vinculado con posterioridad a tener plaza como estatutario pasa a estar en 

excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público en el Servicio 

Nacional de Salud, dejando de ser personal estatutario mientras sean funcionarios 

docentes.  
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 Está claro, por lo tanto, que al carecer del requisito obligatorio de ser estatutario, 

funcionario o laboral fijo del Servicio Nacional de Salud NO pueden ocupar los 

puestos de cargos intermedios la instituciones sanitarias mientras sean funcionarios 

docentes, por no cumplir el requisito necesario para poder optar a los puestos, al menos, a 

partir de la Sentencia del Supremo del 2012 que dejó clara la obligatoriedad de ser 

personal fijo del Servicio Nacional de Salud para poder acceder a cargos intermedios en las 

Instituciones Sanitarias. 

Solo podrían se cargos intermedios en dichas instituciones aquellos docentes que, 

habiendo sido personal estatutario con plaza en propiedad con anterioridad, hubieran 

pedido el reingreso como personal estatutario y hubieran quedado en excedencia como 

funcionarios docentes. 

Sin embargo, en el Servicio Andaluz de Salud resulta que “curiosamente” el 

currículum que se le puntúa a los aspirantes parece que está diseñado precisamente para 

que esos puestos puedan ser ocupados preferentemente por profesores y catedráticos de la 

universidad, ya que le otorga una valoración preeminente a la labor investigadora, e 

incluso docente, muy por encima de la valoración de la labor asistencial de los 

profesionales. 

 De esta forma, en la Administración Sanitaria Andaluza, ocurre lo contrario de lo 

que debería ser legalmente: para las plazas de cargos intermedios no solo se le permite 

acceder a personal de otra Administración sino que, además, al personal propio se le pone 

en inferioridad de condiciones.  

Esto ocurre porque, como es sabido, para cualquier profesor universitario su 

principal actividad a lo largo de toda su carrera universitaria es la investigación y la 

docencia; sin embargo, el personal estatutario del Servicio Nacional de Salud tiene como 

actividad principal la actividad asistencial a los pacientes y usuarios del Sistema Nacional 

del Salud, lo que introduce una grave asimetría que incluso dificulta enormemente a los 

facultativos estatutarios poder acceder al ser profesor o catedrático vinculado, ya que la 

acreditación para poder ser profesor está basada en la investigación, como reconocen 

varios Decanos de las Universidades andaluzas, noticia publicada en aulamagna.com.es el 

27 de enero de 2016, con el título:   

  Medicina se queda sin profesores vinculados en los hospitales: 
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“…y por otro, el hecho de que para acceder a una plaza universitaria hay que ser 
Catedrático, Titular o Contratado a Doctor, y que los requisitos para conseguir 
la acreditación chocan con los que se exige para ejercer la asistencia hospitalaria. 

Lo que más se valora en los criterios de acreditación de la Agencia Nacional de 
Evaluación (Aneca) es la investigación y las horas de docencia, pero al tratarse de 
médicos en ejercicio, los profesores vinculados tienen menos tiempo para estas 
actividades. “Obtiene los mismos puntos quien tiene una especialidad que quien lleva 20 
años siendo jefe de servicio en un hospital”, comenta el decano de Medicina en Málaga, 
que aclara que es esta la razón por la que las acreditaciones solicitadas para Medicina 
son las que tienen una mayor tasa de informes negativos. 

Por eso, afirma que “era menos atractivo” para los profesionales médicos pedir esa 
acreditación “porque no es fácil para ellos publicar investigaciones con alto índice de 
impacto” 

[…] 
En segundo lugar, Sánchez-Montesinos hace referencia al ajuste de las exigencias 

universitarias para los médicos asistenciales. “La investigación es muy importante”, 
señala el decano, “pero en un hospital lo más importante es la asistencia”. En palabras 
del responsable de la Facultad de Medicina granadina, los requisitos de investigación 
para acceder a la universidad son, en muchas ocasiones, incompatibles con la labor 
asistencial de los médicos, que además deben conciliar vida familiar y laboral.” 

 

 De esta forma, ante la convocatoria de cualquier cargo intermedio si hay algún 

aspirante que sea profesor titular o catedrático este tendrá una indudable ventaja sobre el 

facultativo estatutario, y es por ello que muchos cargos intermedios están siendo ocupados 

por docentes universitarios, a pesar de no cumplir ni siquiera el requisito de ser personal 

del Sistema Nacional de Salud y tener derecho exclusivamente a desempeñar una actividad 

asistencial a “tiempo parcial” como Facultativo Especialista de Área, como también deja 

claro Ricardo J. Rigual Bonastre, expresidente de la Conferencia Nacional de Decanos de 

las Facultades de Medicina en el artículo publicado en Redacción Médica el 9 de febrero 

de 2014: 

“Por otro lado, tampoco es sencillo lograr la acreditación docente, que constituye 
un requisito para poder optar a los concursos para ocupar plaza vinculada por parte de la 
Agencia Nacional de la Evaluación de la Calidad y Acreditación (Aneca) o de agencias 
autonómicas acreditadas. Dicha acreditación se sustenta en la valoración de méritos de 
investigación, docentes y de gestión, teniendo la labor asistencial -a la que dedica una 
gran parte de jornada de trabajo- una valoración más tangencial. De manera que para 
lograr la acreditación se pide a los médicos asistenciales unos niveles de exigencia 
similares a los de un profesor de ciencias de la salud sin actividad asistencial. 
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También es importante comentar que al ganar una plaza de profesor vinculado, 
esta tiene una categoría asistencial de licenciado especialista, de manera que un médico 
acreditado que ya ocupa una plaza jerarquizada de jefe de sección o de servicio pasaría a 
ocupar una plaza vinculada de menor nivel asistencial. ¿Le compensará trasladarse, es 
posible que incluso a otra ciudad y hospital, para incorporarse a una plaza vinculada con 
estas condiciones?” 

 

Lo cierto es que la actividad de gestión, realizada por los cargos intermedios, de los 

servicios sanitarios asistenciales es de una gran complejidad y dedicación, por lo que se 

excluye incluso la posibilidad de que pueda acceder personal estatutario con plaza en 

propiedad que tenga concedida la compatibilidad; y, sin embargo, los denunciados han 

propiciado que al margen de la legalidad hayan sido ocupadas muchas plazas de cargos 

intermedios por personas pertenecientes a otra administración pública que ya desempeñan 

otros puestos también de gran complejidad y dedicación (y que incluso compatibilidad con 

la actividad privada, puesto que les es concedida por la Universidad, totalmente al margen 

de las normas del Servicio Andaluz de Salud). Lo que propicia un empobrecimiento de la 

gestión asistencial que repercute en los enfermos y usuarios del sistema, además de un 

enriquecimiento injusto por parte de un grupo de personas que están recibiendo 

retribuciones por dos actividades (la de profesor/catedrático y la de Director de 

Unidad/Jefe de Servicio) con la misma dedicación horaria que los que solo ejercen una de 

ellas. 

 

 

9. Casos concretos de presuntos nombramientos ilegales como 

cargos intermedios y/o directivos 

 

Al hilo de los hechos enunciados hasta el momento se expondrán varios casos 

especialmente relevantes de personas que han desempeñado o se encuentran 

desempeñando puestos directivos para los que no tenían en el momento de sus 

nombramientos los requisitos legales que se necesitaban para acceder a las mismos, y/o 

cargos intermedios inexistentes legalmente (Unidades de Gestión Clínica hospitalarias). Se 

trata de alguna de las personas denunciadas o que por sus relaciones personales y el 
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desarrollo de su carrera profesional puede inferirse que forman parte del círculo más 

cercano a los denunciados. 

  Es posible que para el desempeño de alguno de dichos cargos, que públicamente y 

notoriamente ostentan o han ostentado, puede que ni siquiera haya existido una resolución 

con el correspondiente nombramiento, por estar ese puesto ya ocupado por otra persona. Si 

así ocurriese estaríamos, además, ante un claro delito de usurpación de funciones públicas, 

entre otros. En otros casos se trataría de nombramientos efectuados a personas que no 

reunía los requisitos necesarios y por lo tanto se trataría de nombramientos nulos e ilegales 

ad initio. 

Tres de los casos casos son especialmente relevantes por haber ocurrido a la vista de 

todos en el lugar donde tiene su sede el Gobierno andaluz: en los tres hospitales de Sevilla 

(Hospital Universitario Virgen del Rocío, Hospital Universitario Virgen Macarena y 

Hospital Universitario Virgen de Valme), y, por lo tanto, donde es prácticamente imposible 

que los denunciados e incluso los miembros del Gobierno andaluz no supiese las 

vinculaciones que existen entre ellos. Han ocurrido (o han tenido relación directa) en el 

mayor hospital de Andalucía, el Virgen del Rocío, cuyos pacientes y usuarios han sido los 

que han venido sufriendo en estos últimos años la falta de competencia y de capacitación 

de parte de sus directivos.  

A los anteriores se añade un cuarto caso, el de la nueva Consejera de Salud, por su 

especial relevancia y actualidad. 

Como parece quedar claro a lo largo de estas páginas, los denunciados han actuado 

dándose apoyo mutuo para su promoción en la escala social, profesional e incluso 

política, de forma tal que cada vez resulte más y más difícil poner en duda la "valía” social 

de ellos y sus colaboradores, y lo que viene a continuación es una buena prueba de ello. 

 

 1. El caso del denunciado GUTIERREZ PEREZ, JOSE LUIS 

 

 GUTIERREZ PÉREZ es fue nombrado personal estatutario fijo como Facultativo 

Especialista de Área el 22 de mayo de 1992 (Documental num. 34-1) y pasó a ser 

Funcionario de los Cuerpos Docentes Universitarios con plaza como Profesor Titular 

Vinculado en el Departamento de Estomatología de la Facultad de Odontología de Sevilla 
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desde el 27 de octubre de 1997 (Documental nº 34-2) , y, en consecuencia con lo expuesto 

anteriormente, a partir de ese momento debió quedar vinculado con una plaza básica de 

Facultativo Especialista de Área del Hospital Universitario Virgen del Rocío, puesto que es 

en ese centro sanitario al que fue vinculado en la resolución de nombramiento. 

 En su currículum publicado con motivo de la toma de posesión (Documental num. 

35-1) se afirma que antes de ser Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud en 2008 

accedió a una Jefatura de Sección en el hospital Virgen del Rocío en el año 2002. No 

obstante, no se sabe cómo accedió a dicho puesto ni qué autoridad lo nombro. También se 

afirma que antes de ser nombrado ya era Director de la UNIDAD DE GESTIÓN CLÍNICA 

DE CIRUGÍA ORAL Y MAXILOFACIAL del hospital Virgen del Rocío, una de las 

muchas Unidades legalmente inexistentes. Tampoco ha encontrado la reclamante la 

resolución de convocatoria de dicho puesto ni la resolución de nombramiento, ni le consta 

que, de existir, haya sido o no impugnada por alguno de los sindicatos. 

 Tras seis años desempeñando el puesto de Director Gerente del Servicio Andaluz de 

Salud, al ser cesado volvió a su puesto de funcionario docente (Profesor Titular Vinculado) 

de la Universidad de Sevilla, con plaza vinculada al hospital Virgen del Rocío. 

 Según lo expuesto anteriormente debió volver como vinculado a un puesto de 

Facultativo Especialista de Área. No obstante, según las informaciones que se han 

publicado desde el momento de su vuelta (Documental num. 35-2), se incorporó al 

hospital como Director de una igualmente inexistente UNIDAD DE GESTIÓN CLÍNICA 

INTERCENTROS DE CIRUGÍA MAXILOFACIAL del complejo hospitalario Hospital 

Universitario Virgen Macarena y Hospital Universitario Virgen del Rocío. Además, 

aparece también como JEFE DEL SERVICIO DE MAXILOFACIAL del Hospital Virgen 

del Rocío, aunque a esta denunciante le ha sido imposible encontrar la convocatoria de 

dichas plazas (ni de la Unidad de Gestión Clínica Intercentros ni de la Jefatura de 

Servicio), ni los respectivos nombramientos en el BOJA. 

 En resumen, al parecer en la actualidad ostenta los siguientes puestos y cargos: 1) 

Profesor Titular en una plaza de funcionario docente vinculada a Facultativo Especialista 

de Área, 2) Jefe del Servicio de Maxilofacial, 3) Director de la (supuesta y legalmente 

inexistente) Unidad de Gestión Clínica Intercentros de Cirugía Maxilofacial. Se desconoce 

si en la actualidad mantiene, además, alguna actividad profesional privada. 
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 GUTIERREZ PEREZ, estrecho colaborador de la denunciada MONTERO 

CUADRADO, puesto que fue ella quien lo puso al frente de la Dirección Gerencia del 

Servicio Andaluz de Salud desde el año 2008 al 2014, ha sido el artífice junto con ella de 

la implementación de la red de Unidades de Gestión Clínica en todo el territorio andaluz 

(ha estado tan implicado que de cara a la opinión pública es considerado el inventor de las 

Unidades de Gestión Clínica en todas sus modalidades). 

 Durante su mandato como Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud crearon 

más de 1000 Unidades de Gestión Clínica y removieron de los puestos de Dirección de las 

Instituciones Sanitarias a cientos de profesionales que fueron sustituidos por otras 

personas, estas últimas sin ningún tipo de convocatoria y muchas sin mérito, capacidad e 

idoneidad para dichos puestos, como ya se ha expuesto con anterioridad. 

 A GUTIERREZ PEREZ le han atribuido públicamente, a lo largo de estos años, 

una serie de actuaciones que pudiera ser constitutivas de diversos delitos, como los 

contratos con empresas vinculadas a familiares (Documental num. 36), nombramientos 

presuntamente ilegales, como el de la Jefa de la Asesoría Jurídica del Servicio Andaluz de 

Salud (Documental num. 37); y, además, ha sido el responsable último de los 

nombramientos de los cargos intermedios que han sido anulados por los Tribunales de lo 

Contencioso Administrativo durante esos años. 

 Igualmente ha sido el artífice, también junto a MONTERO CUADRADO, de las 

“FUSIONES HOSPITALARIAS”, que también han sido declaradas nulas por los 

Tribunales de lo Contencioso Administrativo. Otro "invento" llevado a la práctica en 

Andalucía que ha resultado ser un auténtico desastre sanitario, que han tenido la 

oposición de la mayoría de los profesionales sanitarios, a modo de ejemplo la votación que 

se produjo en el Hospital Virgen Macarena (Documental num. 38).  

 No se han tratado las fusiones en esta denuncia porque las mismas están siendo 

objeto de otra recopilación de información por parte de la denunciante, que posiblemente 

sea objeto de otra denuncia que se presentará en el futuro. 

 No obstante, se incluye la mención de una parte del Informe de la Cámara de 

Cuentas: “Fiscalización de determinadas áreas de los Recursos Humanos del Sector 

Público Sanitario. 2013”, porque da idea de la forma en que se han conducido estos años 

los denunciados y en especial GUTIÉRREZ PÉREZ que era en esos momentos el 

máximo responsable del Servicio Andaluz de Salud: 
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“4.4. Organigrama 
 
139 Durante el año 2013 el SAS comienza a realizar un proceso de unificación de equipos 
de dirección de determinados centros sanitarios, con la finalidad -entre otras- de obtener 
una reducción de los gastos de personal directivo, para lo que la Dirección Gerencia dictó 
varias Resoluciones, sin que se modificara la normativa preexistente. 
 
140 Dichas resoluciones han ocasionado algunas dudas de interpretación a los 
responsables de recursos humanos de los centros sanitarios y a la propia Intervención 
e incluso la interposición de reclamaciones administrativas en los tribunales. 
 
141 Las normas afectadas son las siguientes: 
 
- Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía (artículos 55 y 61.1). 
- Decreto 105/1986, de 11 de junio, sobre ordenación de asistencia sanitaria especializada y 
órganos de dirección de los hospitales (artículo 7.2). 
- Decreto 152/2012, de 5 de junio, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Salud y Bienestar Social y del Servicio Andaluz de Salud (artículo 15). 

 
142 De las Sentencias relacionadas con dichas reclamaciones administrativas se deduce 
que la Dirección Gerencia del SAS no ostentaba la competencia para unificar en un 
único puesto directivo los correspondientes a dos hospitales distintos, hecho que ha 
sido reflejado en diversas sentencias. Pueden citarse entre otras: 

 
- Sentencia 325/2015 del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Huelva que 
paraliza la fusión de los Hospitales Juan Ramón Jiménez e Infanta Elena (18 de 
diciembre de 2015). 
 
- Sentencia 520/2015 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, sede de Sevilla, del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, que anula la unificación de la 
Subdirección Médica en los Hospitales Virgen del Rocío y Macarena (5 de noviembre 
de 2015). 
 
143 Por otro lado, se observa que no se corresponde la configuración de los equipos 
directivos en los centros unificados, la consideración como centros independientes en el 
anexo de personal del Presupuesto y, asimismo, en el mapa sanitario andaluz. Así, por 
ejemplo, en el momento en que se nombra para dos centros un mismo directivo se produce 
una discrepancia entre la definición de competencias según la propia resolución de la 
Dirección Gerencia y la aplicación de nóminas del personal del SAS. 
 
144 El programa informático GERHONTE requiere, en el momento de dar de alta un 
puesto directivo, una vinculación a uno de los dos centros. Dicho programa no admitía la 
inclusión de los dos centros, por lo que se optaba por indicar el centro cuyo presupuesto 
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soportaba el gasto correspondiente, existiendo una discrepancia con los correspondientes 
contratos. 
 
145 Con base en estas discrepancias, la Intervención Central del SAS ha emitido en 
2013 diversos informes en disconformidad. 
 
146 De los cinco hospitales objeto de análisis, en tres de ellos se ha producido la 
unificación de equipos directivos a los efectos mencionados: 
 

➢ Hospital Virgen de las Nieves y Hospital San Cecilio. 

➢ Hospital Regional de Málaga y Hospital Virgen de la Victoria. 

➢ Hospital Virgen del Rocío y Hospital Virgen Macarena. 
 
Se considera que este proceso de unificación carece de la normativa adecuada en la 
que se debe sustentar, así como de la necesaria planificación o, caso de existir, no ha 
sido objeto de publicación.” 

 

 2. El caso del exDirector Gerente del Hospital Universitario Virgen 

del Rocío, ROMERO GÓMEZ, MANUEL 

 

 D. Manuel Romero Gómez es también Funcionario de los Cuerpos Docentes 

Universitarios, con plaza como Catedrático Vinculado en el Departamento de Medicina de 

la Facultad de Medicina de la Universidad de Sevilla y ocupando una plaza de Facultativo 

Especialista de Área como profesor vinculado en el Servicio Andaluz de Salud. 

 D. Manuel Romero Gómez, amigo personal (desde los tiempos de estudiantes en la 

facultad de medicina) de la denunciada MONTERO CUADRADO, comenzó su carrera 

profesional como personal estatutario fijo (Facultativo Especialista de Área) al obtener 

plaza en un proceso extraordinario de consolidación en el Hospital Virgen del Rocío el 27 

de junio del 2005 (Documental num. 39) y tomó posesión de dicha plaza el 13 de julio 

de 2005 (Documental num. 40). 

 “Curiosamente”, el 28 de julio de 2005, solo quince días después de tomar posesión 

como personal estatutario fijo, fue nombrado (por el Director Gerente de Valme, D. José 

Benavides Vílchez) JEFE DE SECCIÓN MEDICO-QUIRÚRGICO DE APARATO 

DIGESTIVO DEL ÁREA HOSPITALARIA DEL VALME DE SEVILLA, y según 

consta en la resolución una vez superado el proceso de provisión de la plaza que había sido 
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convocado por el mismo gerente el 23 de junio de 2005 y de conformidad con la 

propuesta realizada por una Comisión de Valoración constituida al efecto y tomó posesión 

de dicha plaza el 1 de agosto de 2005 (Documental num. 41). 

 En resumen, consiguió plaza como estatutario fijo en un hospital (Virgen del 

Rocío) el 27 de junio de 2005 y un mes después el 28 de julio de 2005 consiguió plaza 

como Jefe de Sección en otro hospital (Valme). 

  Un meteórico ascenso a una plaza que no existía legalmente, puesto que la 

especialidad de Aparato Digestivo no es una especialidad médico-quirúrgica, es una 

especialidad médica. Además, fue nombrado Director de una legalmente inexistente 

Unidad de Gestión Clínica médico-quirúrgica de Enfermedades Digestivas (en la que se 

unió a los facultativos especialistas del área de Cirugía Digestiva con los de la Sección de 

medicina interna de Aparato Digestivo del hospital). No se ha encontrado publicada en el 

Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, como era preceptivo ni la convocatoria de dicha 

plaza ni el nombramiento.  

 Lo que sí puede ser una posible explicación de tan acelerado ascenso es el hecho de 

que en esos momentos la denunciada y amiga MONTERO CUADRADO ya era 

Subdirectora Médica de Hospital de Valme. 

 El 3 de octubre de 2008 obtuvo plaza de funcionario docente de la Universidad de 

Sevilla, como Profesor Titular Vinculado a una plaza del Hospital Universitario Virgen de 

Valme (Documental num. 42) y causó baja en el Servicio Andaluz de Salud como 

personal estatutario. En el año 2012 pasó a ser Catedrático. Durante todo ese tiempo siguió 

siendo, al menos a efectos públicos (a pesar de no existir ninguna de las dos plazas), Jefe 

de Sección y Director de Unidad en el Hospital de Valme. 

 En el año 2015 otro de los denunciados, el anterior Director Gerente del Servicio 

Andaluz de Salud ARANDA LARA, convocó una plaza de Director de una nuevamente 

ilegal Unidad de Gestión Clínica Intercentros de Enfermedades Digestivas para los 

hospitales universitarios Virgen Macarena y Virgen del Rocío (Documental num. 43) 

(dicha unidad y su dirección han sido anuladas por sentencia en el año 2017, aunque por el 

momento no se ha tenido acceso a sentencia) y lo hizo a instancias del entonces Director 

Gerente del complejo hospitalario Hospital Universitario Virgen Macarena y Hospital 

Universitario Virgen del Rocío, D. Manuel González Suárez. 
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 El 1 de julio de 2015 D. Manuel Romero Gómez fue nombrado Director de la 

Unidad de Gestión Clínica Intercentros de enfermedades Digestivas por D. Manuel 

González Suarez (Documental num. 44). 

 Dos meses mas tarde, en 3 septiembre de 2015, D. Manuel Romero Gómez, fue 

nombrado Director Gerente por el denunciado ARANDA LARA de ese gran complejo 

hospitalario, el formado por los hospitales universitarios Virgen del Rocío y Virgen 

Macarena, (Documental num. 45). Esto es, pasó de desempeñar durante dos meses un 

cargo intermedio a ser nombrado para un alto puesto directivo de instituciones sanitarias, 

en concreto el de mayor nivel de toda la comunidad autónoma. Ambos hospitales nunca 

fueron “fusionados" de Derecho pero sí de hecho, mediante la unificación los cargos 

directivos de los dos hospitales y la creación de las Unidad de Gestión Clínica Intercentros. 

 En este caso existen presuntamente varios tipos de nombramientos ilegales, uno de 

ellos es el de Jefe de una Sección medico-quirúrgica inexistente, otro el de director de una 

Unidad intercentros igualmente inexistente y otro el del puesto directivo. 

 Este último (Director Gerente del complejo hospitalario citado) se realizó incumpliendo 

incluso el único requisito que los denunciados mismos pedía a los aspirantes a ocupar un 

cargo de director gerente de un hospital (anexo I de la Resolución del 23 de abril de 2007), 

el requisito exigido para ser nombrado Gerente era haber desempeñando un puesto de 

dirección (requisitos de Formación y Experiencia para los puestos incluidos en el grupo a): 

experiencia en Dirección y Gestión de Centros Sanitarios), algo que él no había hecho 

nunca. 

 Pero además existía, a juicio de la denunciante, una falta total y absoluta de los 

requisitos de mérito y capacidad para ese puesto concreto, puesto que su perfil profesional 

de investigador (se trata de un docente catedrático de medicina) no tiene nada que ver con 

el perfil necesario para el desempeño de un puesto directivo sanitario. Menos aún cuando 

se trata de dirigir el mayor complejo hospitalario de Andalucía y uno de los mayores de 

España. 

 Además, también a juicio de la denunciante, carecía de la mínima idoneidad 

necesaria para ese tipo de puesto, no solo por desconocer la idiosincrasia de un gran 

hospital (había desarrollado su labor profesional en un hospital de segundo nivel, de los 

llamados de Especialidades) sino también, porque eran de sobra conocidos por la 

Dirección General de Profesionales y por la dirección del Hospital Universitario Virgen de 
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Valme sus problemas de relación con el personal bajo sus órdenes. Dichos problemas 

fueron objeto de, al menos, una denuncia ante ambos órganos y, además, ante el "Comité 

para la investigación interna para situaciones de acoso laboral, sexual o por razón de 

sexo en el ámbito de la Administración Sanitaria correspondiente a la provincia de 

Sevilla”, por parte de uno de sus compañeros de trabajo. Este Comité creado para 

investigar las situaciones de acoso emitió informe y cuyos miembros dimitieron 

mayoritariamente, coincidiendo con en esas fechas.  

 Resulta cuanto menos "curioso" que coincidiendo con el desarrollo, más que 

accidentado, de la tramitación de la denuncia de uno de sus compañeros del hospital de 

Valme, la mayoría de los miembros de dicho Comité (formado por: la Presidenta Dª Mª. 

Teresa Gancedo Bringas, el Secretario: D. Manuel Prado Cala, Miguel Angel Marroyo 

Jiménez y D. Pedro Torres Estudillo) tomasen la decisión de dimitir por falta de apoyo a su 

labor (Documental num. 46). 

 Lo cierto es que nombrar a una persona de este perfil para un puesto de tan grande 

responsabilidad solo podía tener las consecuencias que tuvo (a modo de ejemplo las 

Documentales nums. 47- 1 a 6) y por las que tuvo que ser cesado antes de haber pasado 

dos años de su nombramiento. 

 Desde el comienzo de su andadura profesional D. Manuel Romero Gómez, ha 

estado muy vinculado al grupo dirigente de la Sanidad andaluza y a algunos de los 

denunciados, no solo por el tema de la amistad personal con MONTERO CUADRADO y 

GUTIERREZ PEREZ, sino también a través de su vinculación a varias de las 

fundaciones públicas, sobre todo, a la extinta Fundación Valme y a la fundación FISEVI, 

que además ha controlado durante todo su tiempo como Director Gerente. 

 Ha sido a través de esas fundaciones, de las que ha conseguido la financiación, no 

solo pública sino también privada (de las empresas farmacéuticas) para impulsar su carrera 

investigadora y su ascenso como líder de opinión en cuestiones relacionadas, sobre todo, 

con la investigación de enfermedades hepáticas. 

 Con fecha 29 de junio de 2017 D. Manuel Romero Gómez fue cesado como 

Director Gerente y en su lugar ha sido nombrada nueva Directora Gerente del Hospital 

Universitario Virgen del Rocío (los dos hospitales fueron “desfusionados” por la presión 

de los profesionales y los ciudadanos con anterioridad) Dª Nieves Romero Rodríguez, de 

la que se tratará a continuación. 
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 3. El caso de la actual Directora gerente del Hospital 

Virgen del Rocío, ROMERO RODRÍGUEZ, NIEVES 

  

 La nueva gerente del Hospital Universitario Virgen del Rocío ni tan siquiera tiene 

un desarrollo profesional que vaya más allá de haber realizado la formación como 

cardióloga en el hospital Virgen del Rocío, desde el 16 de junio del 2003 al 15 de junio 

de 2008, y de haber estado contratada eventual (como facultativo especialista de área de 

cardiología) en dicho hospital al acabar la formación, desde el 20 de junio de 2008 al 13 

de abril del 2016 (Documental num. 48).   

 Al día siguiente, pasa a ser nombrada Directora Médica de dicho hospital (que no 

se puede olvidar es el mayor y más complejo hospital de Andalucía), esto es, desde el 14 

de abril del 2016, y cesa como Directora Médica el 30 de abril del 2017 (Documental 

num. 48)  

 En un movimiento interno que pasa desapercibido públicamente y del que se tiene 

conocimiento por el Portal de Transparencia (Documental num. 48) pasa a ser contratada 

de nuevo como eventual temporal (facultativa especialista del área de cardiología) desde 

el 1 de mayo del 2017 hasta el 11 de junio del 2017, 41 días en los que sigue 

desempeñando públicamente funciones de Directora Médica, se adjunta publicación 

del periódico El Correo de Andalucía de su participación en un acto público (Documental 

num. 49) 

 Al día siguiente del cese, 12 de junio de 2017, pasa a ser contratada como 

temporal interina y 17 días después, el 30 de junio de 2017, pasa a ser nombrada 

Directora Gerente del Hospital Universitario Virgen del Rocío (Documental num. 48).  

 Aquí es forzoso recordar que en ese momento se estaba produciendo un proceso de 

interinización, forzado por la comunidad europea, para el personal eventual que estaba en 

activo en el Servicio Andaluz de Salud. Un proceso complejo y con graves discrepancias 

entre los sindicatos y asociaciones de profesionales y el Servicio Andaluz de Salud que 

desembocó en una Resolución de 7 de abril de 2017 (Documental num. 50) .  

 También es importante destacar que ser médico interino en el Servicio Andaluz de 

Salud, además de dar estabilidad en el trabajo, sigue posibilitando poder acceder a 
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desempeñar cargos intermedios, puesto que como se ha expuesto con anterioridad, el 

requisito de ser personal fijo del Servicio Nacional de Salud sigue siendo obviado por los 

denunciados, que muestran una desobediencia reiterada de las resoluciones judiciales. Por 

lo cual, a la actual Directora Gerente del Hospital Universitario Virgen del Rocío se le 

intenta garantizar con estos movimientos de contratación (aunque lo cierto es que no 

cumple las condiciones de la Resolución citada para pasar a interina, puesto que no estaba 

de eventual durante el tiempo exigido sino que era personal directivo directivo) que al ser 

cesada podrá aspirar a ser Jefe de Servicio y/o Directora de Unidad de Gestión. 

 Existe, además, una discrepancia profunda entre la la documentación facilitada a 

través del Portal de Transparencia, y por lo tanto la verdaderamente oficial, y la realidad 

del desempeño laboral de Dª Nieves Romero Rodríguez, que incluso está reconocida en la 

propia información distribuida oficialmente por la Junta de Andalucía (Documental num. 

51), pues ha sido público y notorio que antes de ser nombrada Directora Médica estuvo al 

menos dos años ejerciendo de Subdirectora Médica del mismo hospital (y contratada como 

eventual de cardiología), algo que es de suma gravedad por afectar a todos los actos que 

realizó durante ese tiempo y por suponer una presunta usurpación de funciones públicas.  

 La entrada de D. Manuel Romero Gómez, como Director Gerente supuso el relevo 

de la dirección médica del hospital Virgen del Rocío y Dª Nieves Romero Rodríguez fue 

la elegida por D. Manuel Romero Gómez para ser la nueva Directora médica. 

 Y por último. año y medio después, ha sido nombrada Directora Gerente de 

mayor y más complejo hospital de Andalucía. Por supuesto, sin que haya mediado 

convocatoria pública y sin haber tenido en cuenta los requisitos de mérito, capacidad y 

idoneidad. Porque si se hubieran tenido en cuenta, es claro que no hubiera recaído en ella 

el nombramiento, puesto que deben de existir muchos candidatos en el famoso Registro 

con mayores méritos que ella. Además, si se hubiese hecho por convocatoria pública 

individualizada, como es lo legalmente establecido, está claro que hay cientos de directivos 

médicos en toda España que llevan años de experiencia y capacitación a sus espaldas 

dirigiendo hospitales, y a los que es a buen seguro les hubiera interesado dirigir un hospital 

de este nivel, que supondría el colofón a su carrera directiva, y que, por supuesto, estarían 

muchísimo más capacitados profesionalmente para ello.  

 El caso de Dª Nieves Romero Rodríguez es, a juicio de la denunciante, el máximo 

exponente de todo lo que se ha expuesto con anterioridad en la presente denuncia. Una 

persona SIN la experiencia, Ni los méritos, NI la formación, Ni la capacidad, NI la 
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idoneidad adecuadas, y SIN cumplir ninguno de los requisitos legales para su elección, es 

DESIGNADA para un puesto directivo en el que tendrá a su cargo miles de trabajadores, 

cientos de millones de euros de presupuesto y la prestación de la atención sanitaria a 

cientos de miles de personas. Todo ello de forma absolutamente opaca y sin posibilidad de 

control directo ni indirecto de los agentes sociales. 

 

 4. El caso de la actual Consejera de Salud la denunciada 

ÁLVAREZ BENITO, MARINA 

 Por último, citar de modo somero, para no repetir de nuevo toda la argumentación 

pero por su especial relevancia en estos momentos, el caso de la nueva Consejera de Salud 

como otro de los ejemplos de nombramientos ilegales de cargos directivos y del 

desempeño de cargos intermedios inexistentes. 

 Se adjunta el desarrollo profesional de ÁLVAREZ BENITO publicado en la web 

oficial de la Junta de Andalucía (Documental num. 53) , para que se pueda comprobar 

hasta qué punto se han creado Unidades de Gestión Clínica de lo más variopinto y al 

margen de las plantillas legalmente existentes. En este caso se creó una Unidad de Gestión 

Clínica Interprovincial de Radiología y Cáncer de Mama del Reina Sofía y del Área 

Sanitaria Norte de Córdoba que parece haber sido creada ad hoc para ella. 

 Después, en fecha 6 de marzo de 2014 fue nombrada Directora Gerente del 

hospital Reina Sofía de Córdoba, (Documental num. 52) y, como con los anteriores 

casos citados, se hizo sin cumplir ni siquiera el mínimo requisito de la anexo I de la 

resolución citada, puesto que no tenía ninguna experiencia de dirección y gestión de 

Centros Sanitarios con anterioridad y, tampoco, ningún otro tipo de requisito para ese 

puesto directivo (volvemos a encontrarnos con otro perfil investigador pero no directivo). 

 En la actualidad el la Consejera de Salud del Gobierno de la Junta de Andalucía y 

está siguiendo la misma senda que los anteriores titulares en la defensa a ultranza de todas 

las actividades denunciadas, incluidas las Unidades de Gestión Clínica, y sin importarle 

mentir en sede parlamentaria sobre la realidad (Comparecencia ante la Comisión de Saludo 

en sesión celebrada el lunes, 4 de septiembre de 2017, Documental num. 55):  

  “Yo sé, porque lo oigo continuamente, muchas de las críticas que se plantean sobre 
las unidades de gestión clínica, pero les puedo asegurar que dentro de los centros la 
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mayoría de profesionales están contentos con esta forma de tra- bajo porque les permite 
su participación en cómo quieren que se organice la asistencia sanitaria. No dudo de que 
tenga mejoras, como todos los sistemas organizativos en la atención sanitaria, pero le 
aseguro que la mayoría de profesionales están bastante contentos con este modelo de 
trabajo.”  

 

 Y manteniendo el sistema de convocatorias y nombramientos denunciados  

 

 Por todo lo anteriormente desarrollado y expuesto, entiende la denunciante que 

resulta procede realizar las investigaciones judiciales que correspondan para determinar las 

posibles responsabilidades penales que se puedan deducir en relación a unos presuntos 

delitos de prevaricación y nombramientos ilegales continuados por parte de las autoridades 

públicas denunciadas y de aquellas otras que hayan colaborado, y es por ello que,  

 

SOLICITA AL JUZGADO DE INSTRUCCION 

  

 Que teniendo por presentado este escrito, con las copias y documentos que lo 

acompañan, admita a trámite la presente DENUNCIA contra los denunciados, 

por los hechos punibles relatados y por los presuntos delitos expuestos y, sin perjuicio de 

ampliar la investigación posteriormente contra las personas que a lo largo de la instrucción 

se acredite que puedan ser penalmente responsables, tenga a bien, si así lo considera, 

practicar las diligencias de averiguación necesarias y la toma de declaración a los posibles 

testigos de los hechos descritos. 

En Granada, a 10 de Octubre de 2017 

 

                                              Fdo: Jesús Candel Fábregas  

Presidente de la Asociación “Justicia por la Sanidad” 


